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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Desarrollo Social, señor Joaquín Lavín Infante, y el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Luciano Cruz-Coke Carvallo.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:9, en presencia de 33 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 1ª y 2ª, ordinarias, en 12 y 13 de marzo del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (boletín Nº 7.958-05).



2.- Proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).



3.- Proyecto de ley que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile, en materia de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (boletín N° 8.563-07).



4.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (boletín N° 8.810-07).



5.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 8.270-08).



6.- Proyecto de ley que modifica el Sistema Privado de Salud, para incorporar un plan garantizado (boletín N° 8.105-11).



7.- Proyecto que enmienda la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros, e incrementa los recursos respectivos y establece el Fondo de Apoyo Regional (FAR) (boletín N° 8.289-15).



8.- Proyecto que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (boletín Nº 8.329-15).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que prestó su aprobación al proyecto que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568, sobre inscripción automática y modernización del sistema de votaciones (boletín  N° 8.819-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo comunica que dio su aprobación a la enmienda propuesta por esta Corporación al proyecto de ley que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (boletín Nº 8.129-07).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



De la Excelentísima Corte Suprema:



Informa del acuerdo adoptado por el Tribunal Pleno relativo al retiro de su representante en el Consejo Editorial de la Editorial Jurídica de Chile.



--Se toma conocimiento.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de cuatro sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 23, inciso tercero, y 24, inciso primero, ambos del decreto ley N° 3.063, Ley sobre Rentas Municipales.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Contralor General de la República:



Transcribe, para conocimiento de esta Corporación, el oficio que el organismo a su cargo le dirigió al señor Subsecretario de Hacienda en materia de procedimiento para determinar la devolución de fondos depositados en cuentas personales en las asociaciones de ahorro y préstamo.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda:



Da respuesta, por encargo del titular de la Cartera, a una petición cursada en nombre de los Honorables señores Chahuán y Sabag, relativa a exceptuar a la Universidad de Chile y sus instituciones dependientes de la aplicación de la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministros Públicos y Prestaciones de Servicios.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Certificado



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables (boletín N° 8.830-31) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Según lo acordado por los Comités, queda para la tabla de la presente sesión.

Mociones



De los Honorables señor Tuma, señora Rincón y señores Lagos, Rossi y Uriarte, con la que se da inicio a un proyecto que incorpora la fotografía de los candidatos, como elemento de la cédula de votación, en la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios (boletín N° 8.847-06) (Véase en los Anexos, documento 3).


De los Honorables señores Gómez, Navarro y Muñoz Aburto, con la que se inicia un proyecto que modifica la ley N° 19.884 a fin de suprimir las donaciones anónimas y reservadas para campañas electorales, reducir el límite de gasto electoral y desvincular las decisiones públicas de los intereses privados (boletín N° 8.848-06) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Honorables señor Walker (don Patricio) y señora Rincón, con la que inician un proyecto de ley que establece un régimen de penalidad accesoria aplicable a personas condenadas por delitos sexuales en contra de menores de edad y prohíbe conceder beneficios penitenciarios a los autores del delito de violación (boletín N° 8.849-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



De los Honorables señor Walker (don Patricio) y señora Alvear, con la que se da inicio a un proyecto de ley que incorpora en el Código Penal la figura calificada de denuncia calumniosa de delitos sexuales en contra de menores de edad (boletín N° 8.850-07) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Constitución. Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables señor Prokurica, señora Pérez San Martín y señores García, Horvath y Kuschel, con la que inician un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de sancionar, mediante la compensación a los usuarios, a los prestadores de servicios sanitarios que incumplan las normas de calidad (boletín N° 8.852-09) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.



De los Honorables señor Girardi, señoras Allende y Alvear y señor Navarro, con la que se inicia un proyecto de ley que fija el marco regulador de la gestión sustentable de residuos sólidos (boletín N° 8.854-12) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables señor Prokurica, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Navarro, Pizarro y Uriarte, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de una iniciativa que prorrogue por cinco años la ley N° 20.365, que establece una franquicia tributaria respecto de productos solares térmicos (boletín N° S 1.560-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicaciones



De la Comisión de Defensa Nacional, con la que informa que, en sesión del día de ayer, fue elegido Presidente el Honorable señor Juan Antonio Coloma Correa.



De la Comisión de Hacienda, con la que da a conocer que, en su sesión del día 19 del mes en curso, eligió Presidente al Honorable señor Andrés Zaldívar Larraín.



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, para exponer que, en sesión del día de ayer, procedió a elegir Presidente al Honorable señor Carlos Bianchi Chelech.



De la Comisión de Relaciones Exteriores, con la que consigna que, en sesión celebrada el día de ayer, resultó elegido Presidente el Honorable señor Ignacio Walker Prieto.



De la Comisión de Economía, con la que expresa que, en sesión del día de hoy, eligió Presidente al Honorable señor Jovino Novoa Vásquez.



--Se toma conocimiento.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)--------------(

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, en la sesión de ayer en la tarde se fijó el 8 de abril como plazo máximo para formular indicaciones luego de ser aprobado el proyecto que crea la Superintendencia de Educación Superior. Pido que ello se prorrogue hasta el 30 de abril, por las razones que dimos en ese momento, para dar un poco más de tiempo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la solicitud.



--Así se acuerda.

)---------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en sesión del día de hoy, acordó solicitar la autorización de la Sala, en virtud de lo dispuesto en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para refundir los proyectos relativos a la situación laboral de los empaquetadores de supermercado, correspondientes a los boletines N°s. 7.200-13 y 7.604-13 e iniciados en mociones de varios señores Senadores.



También determinó pedir la fijación de un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica las atribuciones y funciones de la Superintendencia de Seguridad Social, hasta las 16 del día lunes 1° de abril, en la Secretaría de la Comisión.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no hay objeciones, se accederá a ambas solicitudes.



--Así se acuerda.

)---------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, pido que el primer informe acerca del proyecto que despenaliza el autocultivo de Cannabis sativa para los usos que indica sea emitido por la Comisión de Salud. La iniciativa se encuentra paralizada desde hace casi un año en la Comisión de Constitución. El fundamento de lo que planteo es bastante razonable, porque el bien jurídico protegido en la ley que sanciona el tráfico es la salud pública.



Se hace necesario más que nunca adecuar nuestra legislación cuando se observa una crítica social muy grande al respecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo para ello?



No lo hay.

El señor ROSSI.- ¿Se puede votar, señor Presidente?



De lo contrario, el asunto no se tratará nunca en la Comisión de Constitución.

El señor ESCALONA (Presidente).- El Reglamento dispone que le corresponde a la Sala pronunciarse.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes deseen el cambio de Comisión deben votar “sí”, y quienes se oponen, “no”.



También es posible abstenerse.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición del Senador señor Rossi (18 votos contra 11 y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Prokurica y Uriarte.



No votó, por estar pareado, el señor García.

V. ORDEN DEL DÍA

RENUNCIA DE PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE DE

CORPORACIÓN Y ELECCIÓN DE NUEVA MESA

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde a continuación votar la renuncia presentada por el Presidente y el Vicepresidente de la Corporación.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los señores Senadores que estén de acuerdo con la renuncia de la Mesa deben votar que sí y quienes se opongan a ella, que no.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la renuncia de la Mesa del Senado (28 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor García.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, pido que se considere mi voto a favor.

El señor LAGOS.- Y el mío.

El señor KUSCHEL.- El mío también, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto afirmativo de los Honorables señores Girardi, Lagos y Kuschel.



Señores Senadores, antes de proceder a la elección de la nueva Mesa y habiéndose cumplido un año desde que, junto con el Honorable señor Navarro, asumimos nuestras funciones, quiero agradecer la colaboración que prestaron tanto a mi gestión como a la del señor Vicepresidente los funcionarios y las funcionarias de la Corporación; el señor Secretario General; los Oficiales de Sala; el señor Edecán; el Grupo Guardia Congreso Nacional, que es responsable de la protección de las instalaciones, y el conjunto de las personas que ayudan al buen desempeño de nuestras labores.



No considero que esta sea la oportunidad de exponer una tesis ni de hacer una larga intervención. ¡Colocaría más nervioso a mi colega el Senador Pizarro, quien se halla preparado -así lo espero- para asumir esta altísima responsabilidad...!



He tratado, en todo momento, de cumplir mis funciones con rectitud y espíritu republicano.



Doy -como dijera Violeta Parra- gracias a la vida por haber ocupado durante un año la testera de esta Alta Cámara, sobre todo por el peso imprevisto que involuntariamente tenía esta designación. Tal vez una travesura de las circunstancias permitió que, transcurrido tanto tiempo -más de cuarenta años- desde que el entonces Presidente Salvador Allende asumiera esta tarea, un militante de su mismo partido tomara en sus manos la Presidencia del Senado, con toda la carga simbólica que ello significa.



Naturalmente, ha sido un paso más en el fortalecimiento institucional de la democracia chilena. Hemos sabido avanzar y dar pasos robustos para afianzar el régimen democrático de Chile.



Sé que todos los que estamos en esta Sala no tenemos otra voluntad que no sea el fortalecimiento de la democracia. Nuestro país, nuestro pueblo, puede estar tranquilo. A diferencia de otras sociedades, no corremos peligros ni riesgos de quiebres institucionales ni de nada semejante. Pero debemos afrontar la responsabilidad de trabajar para que seamos capaces de reducir las diferencias que separan a algunos chilenos y chilenas de otros chilenos y chilenas -me refiero al abismo de la desigualdad entre aquellos que más tienen y los que menos tienen- con eficacia y en plazos políticamente breves, durante el curso de las próximas administraciones presidenciales.



Sé perfectamente bien que esa tarea no se hace de un día para otro y que la construcción de una sociedad más justa no se edifica con palabras ni con el recurso de la demagogia. Es una tarea nacional y de Estado que requiere el esfuerzo del conjunto de los actores sociales y políticos, que demora tiempo y que precisa de perseverancia, tenacidad, lucidez y de las mayorías necesarias para llevarla a cabo.



Sin embargo, nuestro país tiene como punto de partida el hecho de que, para bien de la nación, todos los actores que nos encontramos presentes en este Hemiciclo partimos de la base de que esa tarea se hace en democracia, con la participación ciudadana, con respeto a los derechos humanos, con estabilidad, porque las reformas son viables en la medida en que existan soportes que puedan llevarlas adelante.



Así que he podido ejercer mi tarea con espíritu republicano porque, a la postre, hemos tenido la capacidad de instalar una base institucional que lo haga posible.



¡Ese es el resultado del trabajo y del esfuerzo de todos nosotros!



No soy de aquellos que tienen una mirada mesiánica. No satanizo ni a la Derecha, ni al Centro ni a la Izquierda. Pienso que todos somos actores legítimos de la construcción de un mismo país. Lo peor, por cierto, es descalificarse unos a otros. Y, por ello, siento un profundo respeto hacia todos los miembros de esta Sala.



Defiendo, por supuesto, con calor el derecho a la opinión. El ejercicio de la divergencia y de la discrepancia es sano como parte del pluralismo indispensable de la democracia. Y me siento orgulloso de que, a lo largo de los más de veinte años del restablecimiento de la democracia, hayamos sido capaces de alejar las semillas del odio y la confrontación y de que nos hayamos rencontrado en democracia, con el respeto debido a la dignidad de la persona humana.



Las tareas que tenemos por delante las podremos resolver si podemos tolerarnos y continuar ejerciendo el pluralismo propio de una sociedad democrática.



¡Muchas gracias por la posibilidad que he tenido de ejercer esta función!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

ELECCIÓN DE MESA DEL SENADO

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde elegir al Presidente y al Vicepresidente del Senado.


En votación nominal.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: por el Senador señor Jorge Pizarro, 18 votos; por el Senador señor Jaime Orpis, 13 votos, y un pareo.



Votaron por el Senador señor Jorge Pizarro las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por el Senador señor Jaime Orpis la señora Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Prokurica y Uriarte.



No votó, por estar pareado, el señor García.

El señor ESCALONA (Presidente).- En consecuencia, queda elegido Presidente del Senado el Honorable señor Jorge Pizarro Soto.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación, corresponde elegir al Vicepresidente.


En votación nominal.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: por el Senador señor José Antonio Gómez, 18 votos; por el Senador señor Francisco Chahuán, 14 votos, y un pareo.



Votaron por el Senador señor José Antonio Gómez las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por el Senador señor Francisco Chahuán las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Prokurica y Uriarte.



No votó, por estar pareado, el señor García.

El señor ESCALONA (Presidente).- En consecuencia, queda elegido Vicepresidente del Senado el Honorable señor José Antonio Gómez Urrutia.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Invito a los señores Presidente y Vicepresidente a ocupar sus puestos en la testera.



--Los Senadores señores Pizarro y Gómez suben a la testera.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas). 

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Vicepresidente del Senado, don José Antonio Gómez Urrutia; señoras y señores Senadores; estimados Diputados que nos acompañan; señor Secretario General del Senado, Mario Labbé; estimados Ministros de Estado presentes en la Sala: Felipe Larraín - muchas gracias por compartir este tablón-, y Joaquín Lavín y Cristián Larroulet, quien acaba de salir momentáneamente de la Sala.



Quiero hacer llegar un saludo especial a las personas de la Cuarta Región que están en las tribunas, entre ellas a varios queridos alcaldes, dirigentes sociales, cores, concejales, gente que colabora con nuestras oficinas en la Región. 



Un saludo especial a mi querida familia.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas)



A los funcionarios del Senado y a las amigas y amigos que nos acompañan. 



Espero interpretar con estas palabras al Senador señor Gómez.



Queridos colegas, en primer lugar, deseo reiterar los agradecimientos por la confianza depositada por la mayoría que constituyen la Concertación y el MAS en esta Corporación para conducir el Senado durante este año en que la sociedad chilena entiende que no es uno cualquiera: ¡El 2013 es un año especial! 



La nación chilena está inquieta y, de distintas maneras y modalidades, ha expresado su preocupación por el tipo de sociedad en que estamos viviendo.



Como legisladores, en esta coyuntura histórica debemos servir a la ciudadanía cultivando el diálogo sobre los cambios y reformas que Chile necesita y que debemos impulsar como institución legislativa.



Nuestros ciudadanos miran con escepticismo y desconfianza lo que realizan las instituciones republicanas y ello no es una buena noticia para Chile ni tampoco para quienes estamos aquí reunidos.



La desconfianza hacia las instituciones, las desigualdades entre una minoría pudiente y una mayoría vulnerable y la indefensión de las personas -en especial la nueva clase media- son males que han aparecido en nuestro medio y que debemos remediar mediante reformas que sean debatidas democráticamente en el Senado entre los representantes de la voluntad popular.



Tenemos, entonces, el enorme desafío como institución de empezar a recuperar la confianza de la ciudadanía. 



Es propio de las sociedades modernas, donde se expande la libertad, la educación y el progreso material, que se renueve la demanda social por reformas y cambios. Defender el statu quo o refugiarse en los arreglos institucionales vigentes para no enfrentar los cambios que pide este Chile nuevo es no reconocer las transformaciones que están ocurriendo en nuestra sociedad.



El Chile del 2013 no es el mismo del inicio de la transición democrática. Y el Senado debe acoger y canalizar esta voluntad de cambios y no frenarla ni menos bloquearla.



La responsabilidad que tenemos -especialmente este año 2013- es dar pasos relevantes para promover una mejor vida y más oportunidades de desarrollo para nuestros compatriotas.



Debemos promover diálogos, debates políticos, sobre aquellos temas de futuro que apunten a resolver las desconfianzas y las desigualdades que se han instalado en el país. Así demostraremos que nuestra real vocación es servir a la sociedad y, en especial, a los sectores medios y a los grupos más vulnerables.



En educación el país no ha hecho lo suficiente. Se mantiene una enorme brecha en la calidad educativa. A mi juicio, tal calidad no puede depender de la capacidad de pago de cada familia, lo que solo hace consolidar las desigualdades sociales y culturales.



Si queremos un futuro más igualitario, debemos nivelar la cancha educativa mejorando sustantivamente la calidad de la educación inicial y en los colegios básicos, en los liceos, y especialmente en las comunas populares y de clase media. El desafío es salvar y recuperar la calidad de la educación pública y dialogar acerca de si corresponde que siga siendo administrada por los municipios o consensuamos una modalidad alternativa que garantice una gestión profesional que sea descentralizada y que preserve su carácter público.



En educación superior -lo discutíamos ayer en la Sala-, debemos avanzar en crear una institucionalidad reguladora y fiscalizadora de verdad, con una real Superintendencia de Educación Superior y en hacer reformas profundas al sistema de acreditación universitaria y a la Comisión Nacional de Acreditación.



La falta de regulación en la educación superior ha generado diversos abusos contra los estudiantes y sus familias, los cuales no pueden seguir repitiéndose. Por ello, en mi opinión, este vacío de institucionalidad tiene que remediarse a la brevedad.



Sé que en esta materia tenemos profundas diferencias, pero no podemos seguir empantanados en las diferencias. Es hora de entender que se requiere una Superintendencia de verdad, con fuerza para fiscalizar y sancionar drásticamente a quienes no cumplen la legalidad, especialmente cuando lucran.



Otro ámbito en el que debemos avanzar haciendo reformas es en el campo del desarrollo y del crecimiento. Hay que tener una mirada de largo plazo y asumir que el desarrollo no se mide solo por el PIB per cápita, ni menos haciendo ajustes estadísticos. Tampoco se alcanzará solo desburocratizando el ciclo de tramitación de los proyectos de inversión, ni apostando nuestro futuro a que se mantendrá vigente el actual alto precio del cobre. 



Debemos debatir, consensuar e implementar un paquete de reformas económicas tendientes a mejorar las capacidades de nuestros recursos humanos. Por eso, invertir en una mejor educación para todos -no solo para una minoría- es fundamental. Pero también se requiere generar más competencia en los mercados, bajando barreras de entrada y legislando a favor de un mayor respeto a los consumidores.



En lo laboral, hay que fortalecer la negociación colectiva para fijar las condiciones de trabajo y salariales. Se requiere con urgencia reformar el sistema de capacitación laboral, a fin de que los trabajadores de las pymes y microempresas puedan acceder a una real capacitación técnica que mejore su productividad y su empleabilidad.



Señores Senadores, el desarrollo del futuro no es solo facilitar la inversión y hacer crecer el PIB per cápita, sino también expandir el conocimiento y las tecnologías a toda la sociedad y a las Regiones. Y ello requiere nuevas políticas públicas más sofisticadas, que apunten a la sostenibilidad del desarrollo del país y cuenten con financiamiento responsable.



Las naciones requieren más recursos públicos para financiar estas nuevas políticas sociales. Y eso vuelve a colocar en el tapete un tema que claramente nos divide: la necesidad de un sistema tributario que apunte a que paguen impuestos los que más tienen y no a eludirlos con franquicias y exenciones, como ocurre hoy y que ya no tiene justificación.



Otra materia en que no podemos eludir el debate de cara al país es la situación energética.



Somos una nación en que queremos armonizar desarrollo con respeto al medio ambiente y a las comunidades. Y bajo ese esquema debemos dialogar sobre una nueva matriz energética.



No podemos enfrentar este crucial debate para el desarrollo de Chile con propuestas parciales, con soluciones de parche o sobre la base de urgencias legislativas. El país y, por ende, el Senado, tienen que apuntar a construir acuerdos sobre una matriz energética compatible con un medio ambiente sano y limpio.



También en este año, 2013, es imperativo abordar las urgentes y necesarias reformas políticas para tener más y mejor democracia.



Los países se desarrollan mejorando la calidad de la política. Y ello implica abrirla a la participación ciudadana, hacerla más transparente y cercana, sobre todo en las Regiones y comunas más aisladas.



Necesitamos, por tanto, un sistema electoral que permita la expresión de las distintas visiones de sociedad existentes  hoy en Chile, y que deben estar representadas en el Congreso Nacional.



Eso, en mi opinión, implica el término del sistema binominal.



El actual sistema electoral genera un empate ficticio en las fuerzas políticas del Parlamento.



Ese statu quo está deteriorando la confianza ciudadana en las instituciones republicanas. Y ello puede ser el preludio de las tragedias democráticas y pavimenta el camino a los populismos, mesianismos, que le hacen muy mal a la democracia y a los países.



El Senado debe construir los acuerdos para las reformas políticas necesarias destinadas a modernizar nuestro sistema electoral, ampliando su pluralidad y representatividad.



Con el Senador señor Gómez continuaremos la labor realizada por quienes dirigieron la Corporación en cuanto a abrir el Senado a dialogar con la ciudadanía, con el mundo académico y con el de las ciencias. Y reforzaremos la noción de que el Senado sea una institución que ponga los temas del futuro y ayude a sensibilizar y construir consensos sobre materias trascendentales, como la desigualdad en el país.



Creo que, junto con abordar los aspectos relativos a las inequidades, debemos construir las bases conceptuales de un nuevo desarrollo democrático para el futuro, que no descanse solo en el uso intensivo de los recursos naturales y el capital, sino en un desarrollo basado en la creatividad y la capacidad de innovación.



Así cumpliremos nuestro deber republicano de estar continuamente mejorando el desempeño de la labor parlamentaria, tanto en el trabajo legislativo cuanto en su capacidad de representación de la sociedad civil.



Tenemos esos desafíos aquí instalados. Pero la solución está en nuestra capacidad de diálogo y de servicio a la comunidad.



Sabemos -lo dijo bien el Presidente saliente, señor Escalona- que para unos y otros de los que aquí nos encontramos Chile y su gente están primero, y los intereses de la Patria importan más que los propios.



Por eso, confío en que podremos avanzar en desatar los nudos de la desconfianza y la desigualdad mediante el diálogo político en esta Sala.



Estoy convencido de que eso es posible.



A mis colegas de la Alianza, les reitero que no tengan dudas de que procuraré ser garantía de diálogo y cooperación entre las distintas visiones que convivimos en el Senado.



Lo mismo voy a realizar con el Gobierno. Trabajaremos coordinadamente, con respeto al rol que juega cada una de nuestras instituciones, como hemos hecho tanto el Gobierno como nosotros, sin duda, pensando en el bien de Chile. 



Quiero agradecer a mi bancada, que con generosidad nuevamente confía en mi persona; a la Concertación y  al MAS, para responder a esta mayoría, que ha entendido que puede articular consensos y acuerdos a partir de esta instancia democrática republicana que es el Senado.



Deseo saludar también a mis amigas y amigos de la Cuarta Región; a sus autoridades aquí presentes; a representantes populares; a dirigentes sociales; a la gente que trabaja conmigo en cada una de nuestras oficinas; a quienes laboran en Santiago,  en Valparaíso y en cada uno de los lugares donde buscamos servir a la gente.



Y desde las Regiones, sin duda tenemos la confianza de que podemos aportar fundamentalmente para construir un Chile mejor.



Por último, quiero agradecer a mi familia, siempre presente, hoy día más numerosa que nunca y que sigue creciendo, ya que sin su apoyo y comprensión hoy no estaría en este lugar.



¡Muchas gracias!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- De acuerdo con una tradición del Senado, solicito a los Senadores señores Escalona y Navarro dirigirse a la testera para hacerles entrega de las “Campanas de plata”, que representan el símbolo de mando durante la gestión que desarrollaron como Presidente y Vicepresidente de la Corporación en el período 2012-2013.



--Los Honorables señores Escalona y Navarro reciben de parte de los señores Presidente y Vicepresidente del Senado, sendas Campanas Simbólicas del Senado.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Se suspende la sesión por 15 minutos.

)-----------(



--Se suspendió a las 16:58.



--Se reanudó a las 17:20.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se reabre la sesión y se vuelve a suspender por diez minutos.

)----------(



--Se suspendió a las 17:20.



--Se reanudó a las 17:33.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Continúa la sesión.


OTORGAMIENTO DE BONO SOLIDARIO A FAMILIAS DE MENORES INGRESOS Y DE CLASE MEDIA VULNERABLES

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables, con certificado de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8830-31) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 3ª, en 19 de marzo de 2013.



Certificado de Comisión:



Hacienda: sesión 6ª, en 20 de marzo de 2013.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, el principal objetivo de la iniciativa es entregar un bono extraordinario de 40 mil pesos por familia de menores ingresos y un incremento de 7 mil 500 por cada menor de 18 años de edad y por cada persona con discapacidad que sea parte del grupo familiar. También este bono solidario de 40 mil pesos lo recibirán las familias de clase media vulnerables.



La Comisión de Hacienda discutió el proyecto en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y dejó constancia de que, sometido a votación en general y en particular, se registraron dos votos a favor (de los Senadores señores Kuschel y Zaldívar) y tres abstenciones (de los Senadores señora Rincón y señores Lagos y Novoa). Repetida la votación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento, se registró idéntico resultado, por lo que, en aplicación del inciso segundo de dicho precepto, se dio por aprobada la iniciativa en general y en particular, en los mismos términos en que fue despachada por la Cámara de Diputados.



El texto que se propone acoger se consigna en el certificado de la Comisión de Hacienda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en primer lugar, voy a hacer una exposición, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Hacienda, del proyecto que se halla en trámite en la Sala del Senado.



Por lo demás, ya fue conocido a través de los medios de comunicación y por el anuncio que hizo el Presidente de la República sobre el otorgamiento de lo que se llamó “bono marzo”, conjuntamente con un anticipo acerca de lo que sería el nuevo monto del salario mínimo.



El Primer Mandatario envió la presente iniciativa de ley y esta ya fue aprobada por la Cámara de Diputados. 



Su objetivo es otorgar un bono de 40 mil pesos por familia, lo que beneficiaría a unas 2 millones de ellas, de las cuales un millón 729 mil corresponden a las que reciben el subsidio único familiar, el ingreso ético familiar o la asignación familiar. 



Normalmente, ese ha sido el universo al que se le ha entregado este tipo de bonos. 



Pero se agregó algo novedoso, de lo cual se ha hecho bastante difusión. En este caso, el bono se otorgará también a las llamadas “familias medias vulnerables”. Para ser consideradas como tales (son aproximadamente 293 mil, según el cálculo que nos entregaron los señores Ministros), deberán estar inscritas en el sistema de asignación familiar, tener ficha de protección social al 31 de diciembre de 2012 y recibir un sueldo promedio menor -tómese nota, para los efectos del razonamiento que quiero hacer después al entregar mi posición respecto del proyecto- a un millón 370 mil pesos mensuales.



El beneficio cubre no solo a los jefes de familia sino también a las cargas familiares, por las que se percibirá un monto de 7 mil 500 pesos por cada hijo menor de 18 años -se excluye a los hijos de entre 18 a 24 años que sean carga familiar y estén estudiando- y por cada causante discapacitado, cualquiera que sea su edad.



Esto significa que, aplicando las normas del proyecto, una familia con un hijo recibiría 47 mil 500 pesos; una con 4 hijos, 70 mil pesos, y una con 8 hijos o más, un promedio de 100 mil pesos.



De acuerdo con el informe financiero, el costo del proyecto asciende a 102 mil millones de pesos, aproximadamente 200 millones de dólares.



Cuando el Presidente de la República anunció este beneficio, dijo que se otorgaba porque el país estaba en condiciones económicas para asumirlo; que había recursos suficientes; que se había registrado un muy buen rendimiento tributario, y que, por lo tanto, los 200 millones de dólares podían ser financiados con tales excedentes.



Por supuesto, cuando hoy analizamos la iniciativa en la Comisión de Hacienda, le preguntamos al Ministro del ramo sobre el particular, pues, a mi modo de ver -y aunque él haya respondido que no-, hay una contradicción entre lo que él ha planteado como financiamiento -de dónde se van a sacar los recursos- y lo que manifestó el Presidente de la República. Porque el Ministro nos explicó que no serían solo excedentes, sino un mix entre excedentes y una redistribución de los gastos presupuestarios, sin especificar qué gastos se reducirían. Porque, si fuera un mix, me gustaría saber cuánto de esos 200 millones de dólares corresponde a mayores recursos y cuánto a recortes presupuestarios. Porque en este último caso habría que precisar si estos fondos corresponden a mayor gasto social o a inversiones. No contamos con ese dato. Y lo pongo en conocimiento de la Sala, para los efectos del debate.



Ahora paso a entregar mi opinión personal acerca del proyecto.



Creo que nadie puede negarse a aprobar una iniciativa de esta naturaleza, por mucho que discutamos su conveniencia. Por lo demás, me ahorraría argumentos para plantear que el bono pudiera no ser procedente, porque basta con revisar los informes que he recibido de institutos más bien de la Alianza, los cuales no lo justifican. Incluso, varios dirigentes de ese sector han señalado que esta no es la forma de otorgar este tipo de beneficios. Es más, el Senador Novoa planteó sus dudas en la Comisión        -claro, tenía que apoyar el proyecto-, al punto de que se abstuvo en la votación, por las razones expuestas.



Personalmente, estimo que nadie puede dejar de aprobar este bono, aunque no sea lo más conveniente ni lo más necesario.



Pero sí debemos preocuparnos de quiénes quedan excluidos de este beneficio. Porque está claro que se les otorga a todas las personas que perciban subsidio único familiar, ingreso ético familiar o asignación familiar. También se ha explicitado que se entregará a la clase media emergente, esta nueva definición que hemos conocido. En este último caso se consideran las personas con Ficha de Protección Social, inscritas en el registro de asignación familiar, pero que poseen ingresos de hasta un millón 370 mil pesos mensuales. Se habla de 293 mil familias.



Sin embargo, yo me llevo una sorpresa. Porque en la Cámara de Diputados, y con razón, se consultó qué pasaba con los pensionados. Porque estos últimos no están incluidos ni cumplen con los requisitos que dispone la ley en proyecto. El Ministro de Hacienda respondió -y tenía cierta lógica- que no se les podía dar a los pensionados porque ellos cuentan con un sistema especial de bono, permanente, que se llama “bono de invierno” y que alcanza a 49 mil pesos. Entonces, efectivamente se paga.



No obstante, le consulté al Ministro respecto del número de pensionados beneficiados, dentro de un universo de más o menos un millón 800 mil jubilados. Se trata de todos aquellos que perciban una pensión mensual -escuche bien el Senado- de hasta 132 mil pesos y que, además, tengan más de 75 años.



Por lo tanto, aquí se produce una paradoja. Entiendo que el Gobierno haya querido beneficiar al segmento que este denomina “clase media emergente”. Pero se trata de personas que pueden estar ganando hasta un millón 370 mil pesos mensuales. A ellos se les va a otorgar el bono. ¡Perfecto! ¡Cómo nos vamos a negar, si el Ejecutivo quiere entregarlo! ¿Pero qué pasa con los pensionados que perciben 135 mil pesos mensuales y que tienen menos de 75 años? ¿O con los que reciben una pensión de 300 mil o 400 mil pesos? No tienen derecho al bono. Están excluidos.



Por lo tanto, ¿cómo le vamos a explicar -se lo planteaba al Ministro- a un pensionado que percibe 200 mil, 300 mil, 400 mil pesos que no tiene derecho ni a este bono ni al de invierno? No obstante, una persona de clase media emergente, muy respetable, que gana un millón 300 mil pesos, va a recibir 40 mil pesos. Yo le he señalado al Ministro que nos debe entregar una explicación en la Sala. Le he pedido que rectifiquemos esta situación. Porque si ha de cumplirse realmente con el objetivo de la ley en proyecto, no dejemos esta discrepancia entre un sector tan desfavorecido, como el de los pensionados que perciben más de 132 mil pesos, y esta clase media emergente.



Como ya he mencionado, se habla de clase media emergente. Entonces, ¿qué son los pensionados que reciben 135 mil, 140 mil pesos? ¿Son emergentes? Yo creo que son pobres ricos, o ricos pobres, no sé cómo queramos definirlos. Pero ellos no tienen derecho al bono. Y eso reclamaría hoy en esta Sala: la preocupación por todos los sectores. No se trata de un tema político, sino de justicia.



Le planteo al titular de Hacienda que debe abordar este problema. Y si no lo hace en esta normativa, para no retrasarla, que presente una iniciativa para extender el bono de invierno a todos aquellos pensionados que por lo menos sean equivalentes a lo que se llama “clase media emergente” dentro de los jubilados. Podemos hacer perfectamente un corte en lo que significa el derecho a asignación familiar en cuanto a ingreso (490 y tantos mil pesos, o algo más). Y yo le calculé al Ministro  -a ojo de buen varón, pues no tengo aquí todos los antecedentes- el costo que significaría aplicar esa norma a los pensionados que perciben más de 132 mil pesos, que no son emergentes ni ricos,...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Gracias, señor Presidente.



Decía que el otorgamiento del beneficio a esos pensionados tendría un costo del orden de 50 millones, 40 millones de dólares. Ello permitiría evitar esta injusticia. Asimismo, impediría que esta normativa -algunos pensamos que puede haber tenido un fin electoral- tuviera un efecto negativo en lo electoral, incluso para el propio Gobierno. Porque, de lo contrario, no vamos a poder explicar esta situación y sí deberemos señalar que en Chile, al implementarse esta iniciativa, al otorgarse este bono de 40 mil pesos, se ha cometido una de las más grandes injusticias que pueden producirse en relación con un sector que se encuentra realmente desfavorecido, como el de nuestros pensionados.



Por esa razón hice presente este problema.



No puedo negarme a aprobar la iniciativa. En consecuencia, votaré a favor.



No obstante,  pido que por favor reflexionemos y que todos en conjunto le pidamos al Gobierno que los pensionados que no reciben el bono de invierno puedan percibir en mayo un beneficio equivalente al bono que hoy estamos otorgando.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, tal como lo mencionó el titular de la Comisión, yo me abstuve en dicha instancia, y haré lo mismo en la Sala. No porque quiera negar un bono de 40 mil pesos -pues no hay nadie que tenga la intención de rechazar un beneficio que favorecerá a las familias más necesitadas-, sino porque creo que hacia el futuro los precedentes importan. Y la discusión que hemos sostenido en la Comisión de Hacienda, e incluso el fundamento entregado por el Gobierno para establecer este bono, avalan mi decisión de abstenerme, toda vez que, a mi juicio, constituye un precedente negativo hacia delante.



En primer término, se discute acá por qué a estos sí y a estos no, por qué no reciben el bono los pensionados, que son más necesitados, y sí se les entrega a esta clase media vulnerable.



¿Qué demuestra esta discusión? Que es inherente al concepto del bono la discrecionalidad. Y esta como norma no es buena.



En lo personal, creo que muchas de las críticas que se formulan ahora no son justificadas. Realmente estimo que el Gobierno ha actuado con sinceridad, sin hacer un cálculo electoral, porque nos encontramos a ocho meses de la elección.

El señor LAGOS.- ¡Si es para el 2017...!

El señor NOVOA.- Tampoco para el 2017, como dice mi colega Lagos, porque todos sabemos que la memoria es muy corta.



Yo creo que efectivamente el Ejecutivo, cuando plantea esto, lo hace motivado por las mejores intenciones.



Pero esta discusión demuestra que la discrecionalidad siempre puede traer un problema.



En segundo lugar, se argumenta que el “bono marzo” es necesario porque este es un mes de mayores gastos.



Por tal motivo, es razonable establecer este bono. 



Y como marzo se halla vinculado a un mes de gastos en colegio, en matrícula, en útiles escolares, etcétera, se plantea: “Vamos a dar este bono asociado a las cargas familiares, que son las que generan más gastos. Por eso se excluye a los pensionados”.



Entonces, conforme a ese argumento, quiere decir que debiéramos consagrar invariablemente este bono, pues todos los años en marzo hay necesidades. No obstante, tal medida es contraria a una política permanente establecida por el Gobierno, y que considero muy importante: el ingreso ético familiar, que va en auxilio de aquellas personas que se encuentran en situación más vulnerable. Además, aquel, junto con ayudarlas, con darles un bono, con entregarles un subsidio, trata de apoyarlas en la generación de ingresos autónomos, que es lo que dignifica a la gente.



En efecto, más que recibir un bono, o una dádiva, lo que dignifica a las personas es poder generar sus propios ingresos.



No es dable decir que este Gobierno es el responsable de los bonos, porque en realidad llevamos mucho tiempo otorgándolos. Sin embargo, no me gustaría que en el futuro se diga: “Como fue aprobado por unanimidad, entonces, vamos a establecerlo permanentemente”.



El otro argumento que se da, que estimo razonable, señala: “Tenemos recursos de más; el Ejecutivo cuenta con fondos, y los repartimos”.



Los dineros que administran los Gobiernos los originan las personas, el trabajo de todos los chilenos. De ahí salen los impuestos, que conforman los recursos que maneja el Ejecutivo.



Entonces, si contamos con dinero en abundancia, ¿por qué no pensar, por ejemplo, en aliviarles la carga tributaria a nuestros compatriotas? Se discute acerca de la tasa del IVA (19 por ciento), si está bien o si puede ser menor; del impuesto específico a los combustibles.



Me parece que, conceptualmente, recaudar para repartir no constituye una política sana.



Ahora, por esas razones: para dejar planteado este debate, no respecto de lo que pasa ahora, sino de los precedentes que puedan sentarse a futuro, anuncio mi abstención al proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, antes de iniciar mi intervención, en nombre del Comité Demócrata Cristiano, solicito que se recabe el asentimiento de la Sala para iniciar la votación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si no hay objeción, así se acordará.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, hoy día discutimos en la Comisión de Hacienda, tal como lo expresó el Senador señor Zaldívar, sobre este proyecto de ley de iniciativa presidencial.



Quiero recoger lo mencionado por quien me antecedió en el uso de la palabra. Porque, a pesar de que esta normativa es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, el Honorable señor Novoa “marcó” la votación de los miembros de la referida Comisión. Y digo “marcó” porque -tal como lo señaló el Presidente del órgano técnico- nadie podría negarse a aprobar o conceder un bono de esta naturaleza a las familias más vulnerables del país.



El punto es que existen otras consideraciones encima de la mesa, que ha explicitado el Senador Novoa, a las que agregamos las dadas a conocer por el Honorable señor Zaldívar.



El porcentaje de familias beneficiadas con este bono es significativo y considerable. El número de personas también lo es: 7 millones. Y el grupo que se incluye por primera vez en un bono de esta índole, la clase media vulnerable, resulta atractivo a la hora de analizar la entrega del beneficio.



Señor Presidente, fui superintendenta de seguridad social, cargo durante el cual me tocó ver el pago del bono de invierno; cómo se administraban distintos sistemas y subsistemas de la seguridad social, y la importancia que revestía para innumerables familias este tipo de beneficio.



Muchos hombres y mujeres del país escucharon hace algunos días al Presidente de la República formular dos importantes anuncios: el ingreso mínimo y el bono de marzo. En varios hogares se sembró y se cobijó la esperanza de obtener mayores ingresos.



Las familias efectúan los cálculos de lo que ello puede significar en sus vidas. Y, obviamente, resulta trascendente.



El Honorable señor Zaldívar manifestaba: “Hay familias con ingresos de un millón 370 mil pesos” -me parece que esa cifra dio- “que van a recibir este bono”.



Sin embargo, los pensionados que perciben una jubilación de 135 mil pesos no van a tener derecho al beneficio. Por consiguiente, se instala de inmediato una diferencia odiosa que no hay forma de ser explicada por ninguno de nosotros en las reuniones con juntas de vecinos o cuando recorremos las comunas en nuestras circunscripciones.



Yo les señalaba a los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social que ellos debían explicar al país por qué los pensionados no obtendrían este beneficio. Y nosotros sabíamos que nos responderían que dichas personas recibirían el bono de invierno.



El problema es que el bono de invierno está destinado solo a un grupo de pensionados: los que obtienen una jubilación de hasta 132 mil pesos mensuales. O sea, aquel que recibe una cifra mayor no tiene derecho a percibirlo. En cambio, quien se encuentra en el grupo de la “clase media vulnerable” y que gana un sueldo menor a un millón 370 mil pesos sí es merecedor del beneficio.



¿Cómo explicamos tal iniquidad? ¿Cómo le explicamos a las personas que estuvimos dispuestos a avalarla?



Y esta tarde le pedimos al Ministro -por su intermedio, señor Presidente- que explique esta situación a la ciudadanía.



Porque, aunque tramitamos las leyes en el Parlamento, materias como esta son de iniciativa exclusiva del Presidente o Presidenta de la República.



Cuando se entregue el bono de invierno alrededor de 600 mil pensionados tendrán derecho a él. Sin embargo, más de un millón de ellos (un millón 200 mil) no van a recibirlo, así como tampoco el de marzo que ahora se propone. O sea, los vamos a dejar afuera.



Antes de que empezáramos la sesión, el señor Ministro me señalaba: “Pero, Ximena, ustedes tampoco los incorporaron en los bonos extraordinarios que dieron”. Le respondí: “Es cierto, señor Ministro, no obstante, la diferencia estriba en que ustedes han incluido una categoría diferente y especial: la clase media vulnerable”. Se trata de casi 300 mil personas que antes no tenían derecho al bono; que ahora se hallan consideradas, y que perciben ingresos mayores a los de los referidos pensionados. 



O sea, hoy día estamos estableciendo una diferencia que es odiosa, arbitraria y que carece de explicación. Eso, obviamente, no es bueno ni sano. 



Y digo que no tiene explicación porque en los discursos del Gobierno se sostiene que estamos en el escenario de una economía sana, con crecimiento y pleno empleo; es decir, en una situación que, según los análisis pertinentes, no ameritaría la concesión de un bono en esta época. ¿Por qué? Porque uno entiende que, en esta época o en cualquier otra, el bono tiene por objeto resolver problemas de los pensionados, de las familias cuando hay crisis económica, cuando sube el precio de los alimentos, en fin. Pero -repito-, de acuerdo a lo que señala el propio Ejecutivo, eso no existe hoy en Chile.



En nuestro país sí hay inequidad. Al menos en la provincia y en la comuna urbana de Linares -en la Región que represento-, que en los rankings figuran como las más pobres a nivel nacional, ese es un problema.



Aquí se requieren respuestas. Y por eso con el Senador Lagos nos abstuvimos cuando se votó esta iniciativa en la Comisión. Y no la aprobamos porque hay respuestas que no se han dado, especialmente a los pensionados de nuestro país.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, el Gobierno decidió enviar al Parlamento este proyecto de ley, que otorga un bono de 40 mil pesos a las familias de menores ingresos y 7 mil 500 pesos adicionales por carga reconocida, lo que favorece -qué duda cabe- a una parte muy significativa de la población.



Desde luego, no puedo sino valorar ese hecho y apoyar la iniciativa, reconociendo que constituye un aporte y un alivio para millones de hogares.



Sin embargo, dicho lo anterior, deseo efectuar algunas reflexiones sobre aspectos un poco más grises relacionados con el bono.



En primer término, cabe cuestionar la oportunidad en que se plantea: ¡en pleno año electoral! 



Sobre el particular, quiero hacer presente la forma como este Gobierno ha cambiado completamente su discurso, dándose una gigantesca voltereta.



Hoy entregan bonos. El propio Presidente de la República invita a los actos oficiales a los candidatos presidenciales del oficialismo -valga la redundancia-, e incluso ha advertido que intervendrán en la campaña porque el Ejecutivo, como lo han expresado el Ministro Chadwick y la Ministra Pérez, no es prescindente y aspira a la continuidad.



Hace cuatro años o más criticaban ese tipo de decisiones y representaban ante la Contraloría toda clase de hechos.



Sería bueno, estimados colegas, que nos evitáramos esta suerte de pirotecnia, más aún en un año de elecciones, para este Gobierno y cualesquiera otros, sea cual fuere su signo.



Si queremos proceder en forma seria, suplementemos los instrumentos existentes, como el ingreso ético familiar u otros programas.



En segundo término, nos preocupa el carácter que el Gobierno ha querido darle al bono en comento. El propio Presidente de la República lo ha explicado como la entrega de un dividendo por la buena marcha del país.



Nosotros entendemos estos bonos más como una respuesta a situaciones de crisis, cuando se hace necesario reactivar la economía. 



Como medida redistributiva, en cambio, resulta pobre e insuficiente.



Como dividendo, es algo escaso para una nación donde las autoridades se ufanan a diario de las cifras y del crecimiento económico.



Si se quiere avanzar realmente en la redistribución, debemos adoptar medidas más audaces, como lo son una reforma tributaria o una reforma laboral que apunten a corregir la enorme desigualdad existente y a llevar los resultados de la buena marcha de nuestro país a los hogares por la vía de las propias remuneraciones o de programas estatales.



En esta materia, señor Presidente, formulo un tercer alcance.



Hace solo un año el actual Gobierno envió al Congreso una reforma tributaria que explicó como necesaria para abordar las soluciones requeridas en materia de educación.



A las reducciones impositivas contenidas en esa legislación se han sumado nada más ni nada menos que la condonación a Johnson’s, el bono que nos ocupa esta tarde y la postergación del reavalúo de algunos inmuebles, con lo cual los efectos de aquella reforma, al menos para 2013, se han diluido o se están convirtiendo en la nada misma.



Hasta el Instituto Libertad y Desarrollo, que indudablemente no es de Oposición ni de Izquierda, ha criticado tales contradicciones.



Por último, quiero llamar la atención en torno a las expectativas que se generan con esta clase de medidas, las que de alguna forma han sido señaladas por el Senador Zaldívar, por la Senadora Rincón y por el Senador Novoa.



El aparataje comunicacional del Gobierno fue audaz para expresar que se beneficiaría a gran número de hogares, llegándose incluso a la clase media.



Sabemos que este último concepto se presta para muchos equívocos. Buena parte de quienes dicen ser de clase media no lo son.



El resultado es que miles de personas se sienten estafadas, porque se han dado cuenta de que no recibirán el bono que creyeron que les correspondería: por ser pensionadas, por no tener cargas reconocidas, por no contar con Ficha de Protección Social y por diversas otras razones, no tendrán derecho a él. 



Muchas han comenzado a concurrir a sus respectivos municipios y a algunas oficinas públicas para exigir que se les confeccione aquella Ficha o para buscar explicaciones, pues pensaron que el bono anunciado por el Presidente de la República era realmente para ellas. 



Y, de otro lado, gran decepción y desilusión provoca el hecho de que la gente de clase media que gana, por ejemplo, 300 mil, 400 mil, 500 mil pesos mensuales pero no tiene Ficha de Protección Social no va a recibir absolutamente nada.



Pienso que al hacerse ese tipo de anuncios se debe cuidar el lenguaje y actuar con prudencia, de modo de no alentar más expectativas que las necesarias.



Los ofertones electorales vendrán, seguramente. Este es el primero. Durante el año habremos de acostumbrarnos a otros.



Señor Presidente, yo apoyo este proyecto; respaldo la entrega del bono, pero espero que el Gobierno apueste por una redistribución de verdad, no siga con estas maniobras electoreras de última hora y evite sembrar más ilusiones que las que efectivamente puede concretar.



Ojalá no deje de lado a los pensionados. Y yo me sumo a los Senadores que pidieron que la falla cometida a su respecto se repare con el envío por el Ejecutivo de un proyecto complementario.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, en primer término, es importante puntualizar que los bonos no reducen la desigualdad existente en el país.



Es efectivo que se han otorgado con antelación frente a situaciones críticas. Sin embargo, me parece mejor tener políticas permanentes que permitan ir disminuyendo de verdad la brutal brecha social que separa a los chilenos.



En cuanto a la iniciativa legal que se somete a nuestra consideración, es indispensable hacer claridad en la ciudadanía respecto a sus alcances -ya lo señalaron colegas que usaron de la palabra-, porque no hay nada peor que generar expectativas que después no se cristalizan, ya que nos desacredita a quienes ejercemos funciones públicas y les hace mal a la política, a las instituciones, al país, a la democracia.



Por ello, debo precisar que para recibir el -entre comillas- bono a la clase media se exige tener  Ficha de Protección Social. En consecuencia, del millón 800 mil familias con ingresos de entre 495 mil y un millón 370 mil pesos, únicamente cumplen tal requisito 270 mil. O sea, de ese universo de un millón 800 mil familias de clase media, solo 15 por ciento va a recibir el beneficio en comento.



Considero importante decirlo, pues así no generamos expectativas falsas y que después provocan una desilusión tremenda. Porque, cuando se expresa por cadena nacional o se afirma aquí, en este Congreso, que el bono llegará a la clase media, debe tenerse en cuenta que solamente lo va a recibir el 15 por ciento de las familias con un ingreso de un millón 370 mil pesos.



Por otro lado, señor Presidente, me sumo al planteamiento de diversos colegas, Senadoras y Senadores, en el sentido de solicitarle al Gobierno que incluya a los pensionados.



Todos recorremos en nuestras Regiones las ferias; conversamos con la gente; asistimos a clubes de adultos mayores, a las juntas de vecinos, y somos abordados en las calles por los pensionados.



Pues bien, los adultos mayores, además del abandono, la soledad, las enfermedades y las dificultades para enfrentar la vida, sufren en nuestra sociedad una situación muy compleja.



Entonces, ¡cómo explicar que se excluya a los pensionados de este bono, cuando la intención -a mí me parece bien- es expandirlo a la clase media!



¡Se excluye a los pensionados -repito- que son de las personas que viven en situaciones de la mayor precariedad en nuestro país! 



No olvidemos sus gastos en remedios y cuánto deben desembolsar por concepto de alimentación, la que muchas veces es más cara, por los productos que necesitan consumir a raíz de su edad o de sus enfermedades.



Por ello, espero que sea una petición de todo el Senado la de que los pensionados, cuyo drama todos vivimos, también puedan ser incluidos como beneficiarios del bono.



Me sumo asimismo a la solicitud que formularon varios Senadores para que se busquen políticas permanentes.



Cuando se entregan cifras y se sostiene, entre otras cosas, que hay pleno empleo, que existe crecimiento -lo digo con mucha claridad-, yo me alegro. Pero sucede que mientras recorro La Pintana, por ejemplo -fui recientemente a Puente Alto y otras comunas-, la gente me pregunta: “¿Y a mí qué? ¿Dónde?”.



El lunes estuve en Lo Espejo con el Alcalde y el Ministro Chadwick. ¡Los problemas que hay allí! Y de nuevo la pregunta: ¿Dónde me llega a mí el crecimiento? ¡Dónde!”.



Lo mismo ocurre con datos como los entregados hoy a propósito de la encuesta sobre victimización. También me alegran. Se dice que ha bajado la delincuencia. Pero el problema radica en que 90 por ciento de los delitos se cometen en 25 por ciento de los hogares. ¿Y cuáles son esos hogares? Los más pobres, los más vulnerables.



Ahí nuevamente se expresa la brecha de la desigualdad.



Entonces, cuando tenemos identificados bolsones de pobreza estamos frente a la necesidad de contar con políticas permanentes. Y eso también (debo señalarlo) hemos de asumirlo como una tarea de Estado.



En ese contexto, entonces, la preocupación de todos -Gobierno, Oposición, Parlamento- debe encaminarse a ser capaces de contribuir a tales políticas permanentes.



Lamentablemente, no es resorte del Congreso plantear una reforma tributaria como la que se requiere en nuestro país: se necesita iniciativa del Ejecutivo, porque ello involucra gasto. Con los recursos derivados de una enmienda de tal índole, por ejemplo, podrían eliminarse los guetos de pobreza, como el de Bajos de Mena, en Puente Alto, donde viven 125 mil personas -o sea, más que en Curicó- y ¡la más rica es aquella que gana un ingreso mínimo!



En la última elección municipal, ¡numerosos ciudadanos de Bajos de Mena no tuvieron ni una micro para ir a votar a Puente Alto: ¡su único medio de transporte era un colectivo!



Entonces, a esas personas, a las que les falta un montón de cosas para satisfacer sus necesidades básicas, ni siquiera les damos el derecho de ir a votar.



¿Cómo se sienten quienes viven en Bajos de Mena?



Entonces, señor Presidente, más allá del bono, la cuestión radica en hacernos cargo del gran problema de la desigualdad existente en nuestro país.



En los muchos sectores vulnerables de mi circunscripción que recorro como Senadora (lo he hecho durante 7 años), los chilenos y las chilenas (no los de Las Condes, ni los de Vitacura, ni los de Lo Barnechea, ni los de Providencia; sí -¡ojo!- los pensionados que viven en Providencia o en Ñuñoa o en otras comunas de sectores medios, la gente que vive en los guetos de La Pintana) me dicen: “¿Y a mí esas cifras qué?”. Más bien, esas personas sienten irritación cuando se habla de los números que se entregan, porque ven que el crecimiento y el pleno empleo no les llegan.



Por eso se trata de una tarea de todos, señor Presidente.



En ese contexto, por cierto que voy a aprobar el bono, porque, bueno, siempre es importante que exista algún recurso adicional, aunque (insisto) prefiero las políticas permanentes.



Reitero mi llamado al Gobierno para que incluya en el beneficio a los pensionados y, asimismo, mi exhortación a que seamos capaces de abordar el problema de la desigualdad. Pero eso requiere, en la gran mayoría de los casos, si no en todos, iniciativa del Ejecutivo.



Cuanto irroga gasto (y es importante que lo sepa la ciudadanía) es de iniciativa exclusiva del Gobierno. Los parlamentarios no tenemos posibilidad...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Un minuto, señora Senadora.

La señora ALVEAR.-... de plantear la reforma tributaria que nos piden muchas personas cuando recorremos las calles o las ferias; de otorgar los subsidios habitacionales que nos requieren, o de proponer los cambios indispensables para superar los guetos de pobreza enquistados en muchos lugares de nuestro país, y muy particularmente en la Región Metropolitana.



Sería importante establecer aquello, señor Presidente.



Necesitamos políticas permanentes. Y, en este contexto, hago un llamado al Gobierno para que asuma la tarea.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, quiero en primer término felicitar al Gobierno.



Sin duda, echábamos de menos el bono de marzo. El Ejecutivo lo entregó justamente cuando asumió el Presidente Piñera.



¡Y qué mejor apoyo para que la clase más necesitada del país tenga mejor calidad de vida en el mes de marzo, sobre todo, cuando las familias con mayor cantidad de hijos deben comprar útiles escolares!



Por lo tanto, más que entender la situación de discrecionalidad que se da -sin duda es discrecional, pero mirada desde el punto de vista positivo-, debemos estar contentos por el hecho de que el país ha crecido y tenemos recursos, justamente, para entregar un aporte a quienes más lo necesitan.



Hemos disminuido la cesantía.



También, se han mejorado las remuneraciones y reducido la extrema pobreza y las desigualdades.



Sin duda, nos falta mucho. Pero este es un Gobierno serio que sigue un camino totalmente distinto al de los países más desarrollados -registramos un crecimiento excepcional-, y ello tiene que llegarle de alguna manera a quienes presentan más carencias.



Las familias más necesitadas cuentan hoy día con esta posibilidad.



Mucha gente ha reprogramado sus cuentas de agua y de luz. Esto la ayudará.



Numerosas personas están sufriendo.



Cuando se hace referencia a la “clase media emergente”, es superimportante explicar que ella era pobre hace muy poco tiempo y que se ha ido superando. Muchas veces, el concepto de “clase media” es muy amplio. Pero a sus integrantes se les da ahora otro apoyo, como lo estamos haciendo en el subsidio a la vivienda, al cual tienen la posibilidad de acceder, a diferencia de antes.



¡Porque es un sector que también se siente discriminado, pues! Todo ha sido para la gente más necesitada; pero en este otro caso asimismo existe un derecho que es preciso apoyar.



Respecto de los pensionados, su bono de invierno les llegará en mayo. Pero creo que tenemos que pedirle al Ejecutivo reestudiar la situación, porque se requiere que lo perciba un número mayor.



Como bien lo dijo mi Honorable colega Novoa, existe una discrecionalidad. Lo que se les está entregando hoy día a las personas que han ido saliendo de la pobreza no calza con los bonos que se les entregarán a pensionados que obtienen hasta 132 mil pesos.



Por eso, quiero pedirle al Ministro señor Lavín que se lleve a cabo un estudio al respecto; que se vea la posibilidad de apoyar a estos pensionados, porque tenemos que ser lo más justos que se pueda. Ellos también enfrentan muchas necesidades. A medida que la población envejece, el costo de los remedios sube y la vida es compleja.



Quisiera valorar el trabajo del señor Ministro en todo lo referente al ingreso ético familiar, porque igualmente es un apoyo concreto. A las familias más vulnerables se les exigen resultados específicos y preocupación por sus hijos, por la educación, por la salud.



Ahora, felicito al Gobierno por su decisión. Todos echábamos de menos el “bono marzo”. Y Chile puede darlo hoy día. A mi juicio, es una señal clara de que cuando al país le va bien, ciertamente se puede ayudar a quienes más lo necesitan y lo están pasando mal.



En este sentido, quiero solo plantear que se reestudie la situación de los pensionados que superan los 132 mil pesos, para los efectos del bono de invierno. Tengo claro que con el trabajo que se está realizando en la parte económica, con la seriedad con que se está avanzando, ello es perfectamente posible.



Bien lo decía el Senador señor Zaldívar: se calcula entre 40 y 50 millones de dólares la posibilidad de que un número muy superior de pensionados reciba dicho bono, que se entregará en dos meses más a las personas a quienes tanto les hace falta.



Señor Presidente, felicito al Gobierno. Me parece que la gente va a estar feliz -hay familias que obtendrán hasta 80 mil o 100 mil pesos, según la cantidad de niños-, y, además, se apoya a quienes realmente carecen de recursos.



Voy a votar a favor del proyecto, al igual que la UDI, con la excepción de un señor Senador.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, imagino que el señor Ministro de Hacienda tal vez se encuentra en la Cámara de Diputados. No sé si estarán discutiendo el ingreso mínimo u otro asunto, pero me habría gustado que estuviera presente en la sesión.

El señor ESPINA.- ¿Dónde está?

El señor LAGOS.- No lo sé. Pero sí estuvo en la reunión de hoy de la Comisión de Hacienda.



Deseo partir señalando que comparto lo que observan muchos: que los bonos no deben ser la solución, sino que es preciso generar fórmulas de carácter permanente y dar herramientas para que las personas puedan ganarse la vida de mejor forma y no dependan de los aportes del Estado.



Creo que la manera en que reacciona el Gobierno es bastante incomprensible.



Hubo críticas frente al anuncio del bono, no porque no se quiere su otorgamiento -todos votaremos a favor, sin perjuicio, tal vez, de alguna abstención por ahí, como la del Senador señor Novoa, quien es de Gobierno-, sino por lo que le falta y por la forma en que se definieron los criterios aplicables.



Nadie va a negarse a darles recursos a los chilenos. El Presidente Piñera quiere repartir plata. Eso permite ganar en popularidad. El empresario señor Farkas tira billetes alrededor del auto y es popular.



El Gobierno ha declarado que el país crece, que el desempleo está cercano a su tasa natural, que las remuneraciones reales han aumentado sobre un 4,5 por ciento. La pregunta, en consecuencia, es por qué se requiere la medida. Ello no calza. La explicación es: “Porque tenemos recursos adicionales y deseamos distribuirlos a quienes los necesitan”. 



¡Eso se llama “repartir plata”!



No se trata de un bono para hacer frente al alza de los alimentos, como lo contempló el Gobierno del Presidente Piñera en el pasado.



No es el bono sorpresa relacionado con el ingreso ético familiar.



No es el llamado “bono cohecho”, de marzo de 2010, anunciado por una candidatura presidencial nueve meses antes de ser concedido. Ningún economista hubiera podido predecir con esa anticipación -ni siquiera el más pintado de los doctores de Harvard- un beneficio dependiente de “si gano la elección”. Y eso se sabe.



Repito que la medida no calza.



Y como la situación se forzó, estamos en un embrollo con respecto a los pensionados. Porque, como se ha dicho, media una injusticia muy grande: personas que ganan un millón 370 mil pesos van a recibir 40 mil...

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Familias.

El señor LAGOS.- Gracias, Su Señoría.



Familias con un ingreso de un millón 370 mil pesos van a obtener 40 mil. ¡Y un pensionado con 134 mil pesos logrará cero!



¿Me opongo, entonces, al bono? No. Voy a aprobarlo.



¿Es correcta la forma en que se introduce la distorsión? Creo que no.



El señor Ministro, tratando de explicar, opuso: “¡Ojo! Los dos bonos de la Presidenta Bachelet, el de enero de 2009 y el de agosto del mismo año, tampoco llegaron a los pensionados”. 



Ello es efectivo, pero nosotros no introdujimos la distorsión de darles más a los que tienen más y no darles a quienes tienen menos, que es lo que ahora está sucediendo.



Por eso, el Honorable señor García-Huidobro, de manera adecuada y como se tiene que hacer, le ha pedido al Gobierno una reconsideración.



Quiero expresarle a Su Señoría que en la Comisión de Hacienda hicimos lo mismo. Le manifestamos al señor Ministro, por intermedio de los Senadores señor Zaldívar y señora Rincón, entre otros: “¿Sabe? Tiene dos opciones: formular una indicación y poner más lucas en este Presupuesto o presentar otra en el sentido de que en el bono de invierno, el cual se otorgará más adelante, se van a incluir recursos” -son 50 millones de dólares, por lo demás- “para beneficiar también a las otras personas”.



Existe una distorsión, por lo tanto.



En cuanto a lo manifestado por la vocera señora Pérez, no me siento ni mezquino ni embargado por la amargura, que fue la figura que empleó. Más mezquindad hay en darles 40 mil pesos a quienes ganan un millón 370 mil y no entregarles nada a aquellos cuyo ingreso es de 134 mil.



Considero que el Gobierno no es mezquino, sino que se equivocó. ¿Y saben por qué? Porque trató de forzar un criterio nuevo: la clase media emergente.



¡Perdónenme, Sus Señorías! ¡Marzo se les aparece a todas las familias de clase media, hayan sido o no pobres hace ocho años! También al que tiene tres cabros chicos y ha de pagar la matrícula del colegio particular subvencionado, el crédito del auto, las vacaciones y el plasma. O sea, ¿porque una persona era pobre hace ocho años no tiene derecho a recibir los 40 mil pesos?



¿Cuál era la idea? Se lo escuché al Presidente: aliviar a la clase media. 



¿Y por qué se introdujo un segundo elemento? El primero, relativo a los pensionados, ¡para afuera! En cuanto al segundo, ¿por qué se discrimina al interior de la clase media?



No fue satisfactoria la respuesta del Ministro señor Lavín: “Ellos contaban con ficha de protección social y venían de la pobreza”. ¡Pero si se trataba de aliviar a la clase media! Y aquí no se está haciendo eso.



Entonces, señor Presidente, ¿voy a dar mi aprobación? Sí. ¿Soy mezquino? No. ¿Experimento amargura?

El señor BIANCHI.- ¡Ahí sí!

El señor LAGOS.- Tampoco, Su Señoría. Soy irónico, que es distinto. Porque sé lo bueno que es repartir plata y el Presidente Piñera quiere hacerlo para que digan que también entregó bonos.



Ahora, deseo recordarle al señor Ministro de Hacienda que el año pasado anunció que no habría más “bonos marzo”, porque se seguiría la vía de las soluciones permanentes. “Cada vez que surja un problema, alguien va a levantar la voz para plantear que se distribuya plata”, dijo. ¡Textual! “No”, continuó, “el camino es el de soluciones permanentes”. Por esa razón, el año pasado no dio el beneficio, a pesar de que se registraban alzas en combustibles, alimentos y transporte público.



Y ahora, cuando la economía va como avión, ¡reparten plata!



Entonces, hay que prodigarse más para explicar por qué se discrimina a los pensionados. ¡Cincuenta millones de dólares! ¿A cuánto ascendió el superávit del año pasado? ¿A 0,6 por ciento? ¿Cuánto es eso? ¿Mil millones de dólares? Entonces, ¿qué son cincuenta millones? ¿Sabe cómo se arregla eso, señor Presidente? ¡Con buena voluntad! Y en vez de pensar el señor Ministro en que le doblaron la mano, debe generar un buen ambiente y manifestar: “¿Saben? Vamos a considerar lo expuesto por todas las bancadas y presentaremos una indicación para incorporar a un porcentaje de pensionados cuando se dé más adelante el bono de invierno”.



No sé si olvido algo más.



En cuanto a la aprobación de bonos, los hemos acogido todos, pero los hemos mejorado.



El de bodas de oro, que era de un populismo abyecto, también lo despachamos -cabe recordar que se gastaron 350 millones de dólares por ese concepto-, pero perfeccionado, porque iba dirigido originalmente solo a matrimonios cuyo aniversario se cumpliera durante el Gobierno del Presidente Piñera. Fue preciso arreglar ese aspecto, ya que resultaba injusto.



Entonces, ¿acoger bonos? Los aprobaremos todos. Si me ponen en la disyuntiva de hacerlo o no, optaré por lo primero. Pero la responsabilidad por la decisión, afortunadamente, no es mía, sino del Gobierno de turno. Y si el Gobierno de turno quiere repartir plata, que lo haga bien, que no discrimine a los abuelitos y no establezca divisiones odiosas al interior de la clase media, tan sacrificada.



¿Se va a penalizar a alguien porque no ha sido pobre? O sea, a una persona que ha logrado no caer en esa situación trabajando duramente se le expresará: “A usted no le tocó, porque nunca fue pobre, mi amigo, y no tuvo ficha de protección social”. En cambio, a alguien que se supone que le ha ido bien se le premiará.



¿Saben Sus Señorías lo que sucede? Es preciso decirlo en castellano. Se va a afirmar: “Tenemos bonos para la clase media”.



Si el beneficio se hubiera dado a toda la clase media, sin la distinción de la ficha de protección social, ¿de qué tamaño habría sido el bono? Chiquitito. ¿O no? El universo de lo soñado habría sido tan grande, que ese habría sido el resultado: chiquitito -el señor Ministro sabe a lo que me refiero-, porque las lucas no habrían alcanzado para más.



En consecuencia, ¿qué se decidió? Inventar un criterio: el de “clase media emergente”. Así es como se comienza, de a poco, a faenar la política pública. Y después, cuando vienen otras Administraciones, estas se sienten autorizadas a introducir elementos distorsionadores. Afortunadamente, tengo la convicción de que si llegamos otra vez al Gobierno no vamos a imaginar una categoría inexistente.



Porque al sacrificado padre de Playa Ancha, de San Antonio, de Cartagena, que lleva su hijo al colegio particular subvencionado, que paga las vacaciones hasta el día de hoy, se le apareció marzo de todas maneras, como decía esa gran propaganda. La diferencia radica en que el Gobierno decidió discriminarlo, porque “no fue pobre antes”.



Quiero aseverarles a mis votantes de San Antonio, de Cartagena, de Viña del Mar, de Valparaíso, que no se preocupen, que esa distinción odiosa no la haremos en el futuro. Pero la Administración actual puede corregirla, sí, porque tiene las herramientas necesarias para ello.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra inició su intervención afirmando que le parecía incomprensible que nuestro Gobierno hubiera defendido el bono anunciado en marzo.



A nosotros nos parece incomprensible la posición de algunos miembros de la Oposición que critican con rudeza, con ironía -como Su Señoría lo manifestó-, la entrega del beneficio.

El señor LAGOS.- Pero sin mentir.

La señora PÉREZ (doña Lily).- El Presidente Piñera entregó un bono en marzo de 2010. A quienes sostienen que nunca más se otorgó uno -y aluden al Ministro señor Felipe Larraín, quien nos acompaña- puedo precisarles que el año recién pasado no se entregó el de marzo, pero sí el de alimentos, que favoreció a cerca de 700 mil personas.



Por lo tanto, lo que ha hecho el Gobierno es ser responsable: dispone la medida sin endeudarse. No gira a cuenta, sino que dispone de los recursos fiscales suficientes.



Y el bono de marzo no es el único instrumento económico que usa nuestra Administración. Aquí se hace mucha referencia a las políticas públicas permanentes. Deseo recordar que en este período se ha sacado adelante el ingreso ético familiar, herramienta relevante con relación a las familias en situación de vulnerabilidad, porque logra que cumplan metas. Recuerdo cuando el Ministro señor Lavín -quien también está presente- explicaba en la Sala cómo ellas debían seguir el procedimiento de llevar a sus hijos al control de niño sano para obtener parte del beneficio.



Entonces, no se está regalando nada, sino que se da un bono extraordinario a gente a la cual le hace falta.



Y me siento con autoridad moral para expresarlo, además, porque cuando la Presidenta de la República los entregó en el Gobierno anterior, la Senadora que habla no la criticó -por el contrario, la aplaudió-, pues considera que en un país como el nuestro no es suficiente todo lo que se hace para sacar adelante a las familias que más lo necesitan.



Por eso, no solo celebro a nuestra Administración, sino que también la felicito, como lo expuso mi Honorable colega García-Huidobro, porque nos sentimos orgullosos de que fije metas de políticas públicas a mediano y largo plazo, como el ingreso ético, instrumento económico que dará permanencia a las familias en situación de vulnerabilidad, y, además, sea capaz de otorgar un bono de marzo o uno de alimentos, según corresponda, para ir en ayuda de los sectores de menos recursos.



¿Y por qué parece que duele tanto en las bancadas de enfrente el que se haga referencia a la clase media emergente? ¡Claro que esta existe! Las personas necesitan sentirse parte de esa clase media trabajadora, boyante. Ello no necesariamente se asocia al ingreso, sino a cómo tratan de sacar adelante a sus familias, porque quieren sentirse parte de una sociedad donde se registra movilidad social. Por esa razón, ¡qué importante es pertenecer a ese grupo mayoritario en el que muchísima gente se autodefine de clase media!



¿Cuál es la molestia de que exista la clase media emergente? ¿Acaso no tenemos que premiar o subsidiar a quienes más esfuerzo despliegan por impulsar a su familia, por mandar a sus hijos a ser educados, por apartar a sus seres queridos de la vulnerabilidad? ¿Acaso no es preciso estimularlos? ¿O tenemos que condenarlos permanentemente a una situación de vulnerabilidad o de pobreza?



Me parece muy importante destacar el punto, señor Presidente.



Por eso, opino que el que nos ocupa es un instrumento económico adecuado en los gobiernos, trátese de los anteriores, del nuestro o de los futuros. Cuando el país puede y tiene la capacidad de hacerlo, sin recurrir a endeudamiento, entregar bonos resulta necesario.



En consecuencia, la bancada de Renovación Nacional va a apoyar al Gobierno en su propuesta.



Y también deseo recordar que siempre hemos alzado la voz por los jubilados. ¡Porque no pertenecen a ningún grupo ni partido político! Hemos luchado al interior de nuestro Gobierno para que a todos se les deje de aplicar el descuento del 7 por ciento para salud, no en forma parcial, sino total.



En cuanto al anuncio del Presidente de la República respecto de la eliminación del descuento del 6 por ciento a los pensionados de las Fuerzas Armadas y de Orden, queremos que el compromiso adquirido por nuestro Gobierno se cumpla cabalmente, ya que todos los jubilados merecen y necesitan que tales medidas se concreten en su totalidad. Creemos que asimismo se tiene que hacer un esfuerzo en esa línea.



Por eso, le solicitamos a nuestro Ministro de Hacienda prestar atención al punto, ya que hemos expuesto nuestro planteamiento de manera reiterada, casi majadera, durante estos tres años y esperamos que el último del período culmine con la eliminación total de los descuentos por los conceptos anunciandos.



Dicho lo anterior, felicito a nuestro Gobierno por la iniciativa sobre el bono. Apoyamos este tipo de instrumentos en favor de la gente que más los necesita y lo seguiremos haciendo en el futuro.



Muchas gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, me alegro de que contemos con la presencia del señor Ministro de Hacienda en la Sala, porque me parece esencial, desde el punto de vista de las finanzas públicas, saber lo que no se ha logrado saber hasta ahora: si existe un aumento del gasto público respecto de lo que se comprometió en la Ley de Presupuestos, que es una posibilidad; o si hay una reasignación de gasto, que es otra. Y, si hubiera una reasignación de gasto, quisiéramos conocer dónde se produce.



Lo señalo, porque el señor Ministro ha sido contradictorio. En su primera presentación dijo que no había aumento de gasto, después afirmó que sí lo había, luego volvió a decir que era una reasignación y en una cuarta oportunidad se desmintió nuevamente.



Entonces, el señor Ministro ha logrado un propósito bien significativo: generar una completa confusión en este ámbito.



Lo felicito por eso, Ministro; de verdad. Ha conseguido que nadie sepa qué pasa en realidad con los cerca de 200 millones de dólares involucrados en esta decisión del Ejecutivo.



Y como él en reiteradas declaraciones públicas ha hecho gala de sentir un fuerte desprecio hacia sus antecesores en los temas de gasto público, con afirmaciones carentes de fundamento, desde mi punto de vista, con relación a la transparencia y el cuidado con que se manejó la política fiscal en las administraciones anteriores; y como sus intervenciones además no han estado exentas de un autoelogio muy grande de su gestión, creo que, de verdad, el país necesita saber de qué estamos hablando. 



¿Acá se pasa, una vez más, por encima de los compromisos fiscales que el Gobierno asumió? Si no es así, que nos explique dónde se va a ajustar el gasto. Porque en esto no hay milagros, como el propio señor Ministro sabe. De alguna parte tienen que salir los dineros.



En segundo lugar, me parece muy loable también el propósito de incluir a la clase media emergente, como aquí se ha señalado, pero todos sabemos que la política fiscal se hace sobre la base de una cierta coherencia.



En tal sentido, uno no puede ayudar a quienes están más arriba en la pirámide económica y social si se salta eslabones, es decir, si deja sin incluir a sectores muy importantes dentro de ella. Y, en este caso, resulta evidente que la medida tomada con relación a los jubilados genera una completa distorsión en esta política.



O sea, aquí se genera una absoluta y completa desfocalización. Porque se quiere ayudar a familias que perciben ingresos de hasta un millón 300 mil pesos y, al mismo tiempo, el Ejecutivo afirma que va a incluir a los jubilados, pero a aquellos con ingresos menores a 132 mil pesos y con más de 75 años.



En consecuencia, ¡se le produjo una cierta deformación a la propuesta del Gobierno! Yo diría que la línea recta se cambió por una sinuosa, que deja fuera a sectores que teóricamente tienen que ser favorecidos e incluye a otros que debiesen, claro, poder recibir algún tipo de beneficio en la medida en que hubiera coherencia en la propuesta.



Como la Administración actual ha puesto mucho énfasis en que se corren graves riesgos cuando se desfocalizan las políticas sociales y se tiende a beneficiar a sectores que se encuentran por encima de otros que quedan fuera de los beneficios, también quiero saber cuál es la coherencia que se halla detrás de la decisión del Ejecutivo de enviar un proyecto de estas características.



Finalmente, pienso que esta iniciativa de ley tiene perspectivas de largo plazo, pero que no miran a la elección de noviembre, sino a la del 2017. No cabe ninguna duda de que con esto el actual Jefe de Estado prepara su postulación presidencial para cuatro años más.



Resulta evidente, si uno sigue las afirmaciones políticas de diferentes voceros de la Alianza de Gobierno, que la elección presidencial de este año se les presenta muy difícil. Por lo tanto, me parece coherente mirar en una perspectiva más amplia de tiempo, pero lo que no la tiene es hacer una criatura tan deforme. Porque, si se va a incluir a los sectores medios, bueno, incluyamos a todos los que están antes en la pirámide, para que, de esa manera, realicemos una política social con un fundamento fiscal sólido, y que no signifique simplemente utilizar los recursos públicos de manera arbitraria.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, el día lunes le pedí una entrevista al señor Ministro de Desarrollo Social, porque me costaba entender lo que íbamos a votar hoy día, que me merecía legítimas dudas. Y ella se concretó.



Justo el fin de semana hice un recorrido por una cantidad importante de lugares de la Región de Magallanes donde había fundamentalmente adultos mayores, y les contaba que el proyecto, tal cual disponía su texto, los dejaba excluidos. Y me decían: “No puede ser, Senador”.



Bueno, como había dudas, pedí una entrevista y fui a hablar con el Ministro. Y, efectivamente, lo que aquí se ha dicho no solo es cierto, sino que falta agregar algo muy importante: también se excluye a los beneficiarios de la Pensión Básica Solidaria. Vale decir, a los pensionados que hoy ganan cuánto: ¿75 mil, 85 mil pesos mensuales?



Ahora, la explicación que el Ministro me dio es que tanto ellos como los otros jubilados que perciben pensiones más bajas reciben un bono permanente que llega a la suma de 48 mil pesos. 



¿Eso es así? Sí. Pero lo curioso es que hoy tenemos que votar por un bono de 40 mil pesos, más 7 mil 500 pesos por carga.



Y aquí también me detengo un poco, señor Presidente. Porque ¿logra una familia cubrir alguna mínima necesidad de una persona con discapacidad con 7 mil 500 pesos? Claramente, no.



Es decir, aquí se requieren políticas públicas de largo plazo, que corrijan ya no el error, sino el gran horror que se ha venido cometiendo con este grupo importante de seres humanos compuesto por las personas con capacidades distintas, que reciben pensiones de 7 mil pesos, de 40 mil pesos, de 75 mil pesos, con lo cual les resulta absolutamente imposible cubrir sus más básicas necesidades de alimentación, de calefacción, de medicamentos, etcétera.



Pero el punto es el siguiente. Aquí hay una situación que tenemos que rectificar, que corregir. Y yo añoro que se establezca una política pública que de verdad apunte a dar solución a la situación que enfrenta nuestra clase media.



Ello -así lo entiendo y lo siento- va más allá de la entrega del bono de 40 mil pesos que hoy día estamos votando. Pasa, por ejemplo, por una decisión a firme del Estado de Chile para eliminar el impuesto a los combustibles, lo que hemos debatido largamente y que, en definitiva, afecta de manera directa el bolsillo del ciudadano de clase media. Hay otros asuntos por resolver, como el relativo al IVA, al que se refirió un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, y también las situaciones que afectan a los sectores de la salud y de la educación.



Hay temas de país y de Estado, que, de verdad, hemos dejado de lado para buscar una solución real al problema de la clase media media, de la clase media emergente, de la clase media alta, que llega a la cifra que se señaló en su oportunidad.



Señor Presidente, estamos dando un bono a un sector que comprende casi a 300 mil familias que perciben hasta un millón 300 mil pesos. Se trata de personas que en un momento dado, efectivamente, tuvieron la Ficha de Protección Social. Y quiero decir algo al respecto. En Magallanes cientos de personas se agolparon en las municipalidades en busca de sus Fichas. Afortunadamente -como también explicó el Ministro y lo hemos venido aclarando-, las personas que tengan Ficha de Protección Social, pero que hoy se hallen realizando trámites porque se la están cambiando, van a poder acceder al beneficio por el solo hecho de tenerla.



¿Eso es verdad? Sí, es absolutamente cierto.



El problema de fondo, señor Presidente, y lo que resulta realmente inentendible, radica en lo que han manifestado los Senadores y las Senadoras de todos los sectores políticos que me han antecedido. Y es exactamente lo mismo que en la gratísima reunión a la que me referí le manifesté al propio Ministro de Desarrollo Social: vamos a estar de acuerdo en muchas cosas respecto de lo que significa el bono, pero toparemos en no saber con qué cara les explicaremos a los adultos mayores, gente que vive -¡vive!- (esta es la realidad) una real pobreza puertas adentro, que no lo recibirán.



Hoy día en Chile nuestros queridos viejos, nuestras queridas viejas -la “gente grande”- perciben pensiones de 150 mil o 200 mil pesos -a veces menos- y viven una dura pobreza al interior de sus hogares. El solo hecho de pagar la luz, el gas, el agua, los consumos más básicos, les significan casi el 60 por ciento o más de sus ingresos.



Por eso el excluirlos ahora resulta casi criminal, casi intolerable. Es verdad que en este caso nos encontramos con las manos amarradas, pero afortunadamente podemos manifestarlo. Se lo dije al Ministro, con la esperanza absoluta de que este problema se pueda corregir. Es más, ¡este tema debemos corregirlo! ¡El Gobierno debe enmendarlo! Porque, si no, se generará una situación escandalosa, no deseada. Cómo le diremos a la gente que vamos a favorecer a personas que reciben un ingreso de un millón 300 mil pesos -lo cual me parece bien-, pero que no les daremos ni un centavo a quienes perciben la pensión básica solidaria, o sea, 75 mil pesos. Y, asimismo, que no les otorgaremos ni un centavo a las personas con pensiones de 150, 200 o 250 mil pesos. Esos adultos mayores no recibirán ni un centavo, salvo -entre comillas-, y el Ministro me dio una buena explicación, en el caso de los que sean carga de su cónyuge, que podrían recibir un bono de 7 mil 500 pesos.



Yo entiendo que hay voluntad, que existe el deseo de ayudar. No entro en la crítica de si antes se dieron más bonos que ahora. Eso no le interesa -¡créanme, por favor!- a nadie. La discusión política que hacemos acá en el Parlamento no le interesa a la gente. Lo que sí le importa es poder cubrir sus gastos a fin de mes: ¡Cómo llego a fin de mes en marzo! ¡Cómo pago mis cuentas a fin de mes! Y al adulto mayor le interesa comer, a lo menos alimentarse con las proteínas que requiere y que no puede ingerir porque, simplemente, su ingreso no le da para poder comer como desea, como necesita, como debiera hacerlo.



Entonces, por su intermedio, señor Presidente, les digo al Ministro de Hacienda y al de Desarrollo Social, don Joaquín Lavín, quien sé que tiene una sensibilidad particular en esta materia, que de verdad corrijan este horror, que lo enmienden, a fin de que cuando se entregue el bono de invierno se pueda dignificar a cada adulto mayor del país, a cada persona adulta de Chile. Porque hoy día no van a entender lo que ha ocurrido; no van a comprender por qué se los castiga a ellos, por qué tienen que sufrir una espantosa discriminación al quedar fuera del beneficio.



¿Cuál es la respuesta? Se dice que hay un grupo importante de estos adultos mayores que recibe el bono invierno, que alcanza a 48 mil pesos. Sin embargo, quedan exceptuados aquellos cuyas rentas vayan de 200 mil pesos hacia arriba. Yo no sé cómo se los cataloga en la clase media, porque la verdad es que están casi sujetándose a la clase media, hundiéndose en ella. Y, claramente, se encuentran en una situación que requiere la ayuda, el rescate y el apoyo de un Estado, que no puede ser indolente frente a esta materia, ni quedar ausente.




Por consiguiente, vamos a votar favorablemente el proyecto, apelando a los Ministros para que le transmitan al Presidente de la República que hoy día el país no entiende que se dé un bono a alguien que gana un millón 300 mil -¡en buena hora!-, pero que no se le otorgue a quien gana 75 mil pesos.



Eso no tiene explicación, salvo que se corrija con un proyecto que el Senado -estoy seguro- estará gustoso de votar con ocasión del próximo bono de invierno.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, la verdad es que no comparto mucho algunas apreciaciones del Senador Bianchi en cuanto a que a la gente no le interesa cómo se gastan los recursos del Estado.



Porque al final del día la cuenta la paga “Moya”, todos los chilenos que cancelan sus impuestos y, por tanto, todos aquellos que con su trabajo, con su esfuerzo, tributan y esperan que el Gobierno elegido por ellos mismos gaste esa plata de manera eficiente y la focalice de buena manera, promoviendo el bien común.



Es cierto que la historia de los bonos no es nueva. Y es verdad que cuando se entregan de esta manera se enfrenta una situación de abierta discrecionalidad y arbitrariedad. Eso lo reconocemos todos aquí, tal cual lo han hecho los Senadores de la Derecha.



Las justificaciones dadas por el Gobierno para entregar este bono hoy día son, por un lado, el crecimiento económico, las cifras de empleo, las buenas expectativas de nuestra economía hacia el futuro. Y por otro, que en marzo las familias más modestas deben incurrir en una cantidad mayor de gastos, que es bastante significativa. Y no se trata solamente de útiles escolares, sino también de un montón de cosas, por ejemplo, la patente del vehículo, en fin.



Nosotros hemos dicho que vamos a aprobar que se dé el beneficio, pero ojalá que se busque una fórmula para disminuir esa discrecionalidad, estableciendo algunos parámetros objetivos, evaluables, medibles, certificables, a fin de entregar en esas circunstancias, en determinado momento y tiempo, una ayuda como esta, aun cuando todos entendamos que no es la forma para superar la pobreza.



Lo que sí me cuesta entender, seguramente el Ministro Lavín o el de Hacienda lo van a comentar, porque se ha mencionado bastante -y, lamentablemente, tengo que repetirlo-, es lo relativo a la focalización. Como dije al principio, a la gente no le es indiferente la forma como se gastan los dineros que son de todos.



¿Estarán bien focalizados recursos que alcanzan a 200 millones de dólares cuando se deja fuera a cientos de miles de jubilados? 



Yo siento que ahí, a lo mejor, faltó un análisis más fino. Porque si se pretendía hacer de esto una medida electoral para este año, para el 2017 -como sostuvo el Senador Escalona-, o para el año que sea, la verdad es que va a haber muchos jubilados muy descontentos con esta medida que no los contempla.



Y si uno analiza, pues se supone que se entregan recursos a las personas que lo necesitan, la realidad de los jubilados, vemos que deben de tener más de 75 años de edad y una pensión de menos de 137 mil pesos para recibir el bono de invierno. Es cosa de comprobarlo.



Un adulto mayor en los últimos años de su vida gasta el 80 por ciento de los recursos en salud.



Entonces, la situación de precariedad, de vulnerabilidad y de riesgo socioeconómico de un jubilado justifica plenamente el que se les hubiera entregado el beneficio, el cual, por lo demás -es lo que más molesta- tiene un costo de 40 millones de dólares.



Con eso estaríamos ayudando al Gobierno a ser más popular. Porque, seguramente, si tuviéramos una Oposición que quiere que le vaya mal y que baje en las encuestas, no estaría formulando esa petición.



Si el Presidente Piñera, o el Ministro de Hacienda, o el Ministro Lavín anuncian más rato que extenderán ese beneficio a los jubilados, a quienes no se les entrega, probablemente subirán uno o dos puntos en las encuestas. Y para nosotros va a ser motivo de alegría, no tanto por ese incremento en su popularidad, sino porque beneficiaremos a personas que lo necesitan mucho.



Es una materia bastante difícil, señor Presidente.



Ahora, hay que dejar en claro que una cosa son los anuncios y otra, las leyes.



Hemos visto que muchos proyectos de ley siempre tienen letra chica, como el que extendió el posnatal o el que eliminó el descuento del 7 por ciento a los jubilados.



Por lo tanto, cuando a uno le preguntan por ese anuncio en su Región, es preferible decir que es mejor leer la  iniciativa legal.



A mí me consultaron en programas radiales de Iquique y Arica qué pasa con los jubilados.



Ese es un tema central. Hay mucho malestar. Me parece que se trata de algo injusto.



Como pienso que a la gente le interesa saber cómo se gasta la plata de los chilenos, debo decir que, a mi juicio, ella no está bien focalizada si se entregan recursos de esta manera.



Me llama la atención que una familia con un ingreso de un millón 300 mil pesos tenga ficha de protección social. Lo conversé con el Senador señor Gómez. No deja de ser curioso. 



Por lo demás, para que no haya congestión en los municipios, hay que informar a la gente que el proyecto señala que se debe contar con la ficha de protección social vigente al 31 de diciembre. De modo que no sirve de nada ir hoy día a requerir esa ficha o conversar con alguien de la Dirección de Desarrollo Comunitario. Porque -reitero- la iniciativa enviada dispone que el grupo de clase media “emergente” -nuevo estamento definido por el Gobierno-  debe contar con ese documento al 31 de diciembre.



Quiero señalar algo que es casi de Perogrullo y que no deja de llamar la atención. 



En el anuncio del Presidente Piñera hubo dos aspectos. El primero dice relación con el bono que vamos a aprobar. El otro se refiere a que se anticiparía  el envío del proyecto de reajuste del salario mínimo.



Entonces, si se analizan las dos iniciativas (una se encuentra en la Cámara de Diputados), y se comprueba que en la que ahora nos ocupa se argumenta que a la economía le ha ido bien; que Chile es un país próspero; que se ha bajado la tasa de desempleo; que la productividad ha mejorado, lo mismo que el crecimiento, en fin, se da la posibilidad de entregar ese beneficio. Porque si no fuera así, no se otorgaría.



Pero el Chile que describe el Gobierno en el proyecto que reajusta el salario mínimo habla de la situación de crisis internacional, los problemas en la economía, las dificultades que hemos tenido. ¿Para qué? Para justificar un reajuste bastante pobre: 6.2 por ciento. Se sube de 193 mil pesos a 205 mil. O sea,  12 mil pesos. El año anterior se incrementó de 182 mil pesos a 193 mil: once mil.



Pero lo más grave es que la brecha entre el salario mínimo y el ingreso mínimo familiar -que impide que una familia quede fuera de la línea de la pobreza- se va agrandando.



El salario mínimo -hoy día de 193 mil pesos- representa el 60 por ciento de lo que una familia requiere para estar fuera de la línea de la pobreza.



Por eso, en Chile se da una cosa que no podemos aceptar y que indigna: una persona que trabaja puede ser pobre. Uno podría entender que alguien que no tiene pega o que está en la calle sea pobre. Pero también una que trabaja puede serlo.



Entonces, en vez de acercar el salario mínimo al ingreso mínimo familiar, para que una familia salga de la pobreza, lo estamos alejando.



Los argumentos que se dan para entregar el bono –con un costo de 200 millones de dólares, excluyendo a los jubilados- no son los mismos que se toman en cuenta para un reajuste del salario mínimo, que sí es una política pública o una herramienta de fomento de la equidad en un país tan desigual como el nuestro.



Esa ya no es una medida arbitraria, discrecional. Es una política pública de largo plazo, permanente.



Fíjense, señores Senadores, que el costo de la canasta básica en enero de 2013 fue de 37 mil 981 pesos.



Sus Señorías saben que para el cálculo del ingreso mínimo familiar y salir de la pobreza hay que duplicar el valor de esa canasta básica. El resultado se multiplica por 4,2, que es el número promedio de integrantes de una familia en Chile. Eso da una cifra de 319 mil pesos.



Por lo tanto, tenemos una brecha de 193 mil pesos a 319 mil.



Si subimos el ingreso mínimo a 205 mil pesos, esa brecha seguirá aumentando, porque el precio de la canasta se incrementa. El año pasado la inflación de los alimentos fue de 10 por ciento.



Señor Presidente, nosotros vamos a aprobar el proyecto, que otorga un bono solidario. Pensamos que es necesario.



El llamado que hacemos al Gobierno es a incorporar a los jubilados.



Creo que en eso todos los Senadores de enfrente están de acuerdo. Se trata de 40 a 45 millones de dólares.



El impacto que tendrá esta medida en la vida de mucha gente que necesita ese beneficio lo justifica. Estamos en condiciones económicas para otorgarlo.



Ojalá que el proyecto de reajuste del salario mínimo se discuta sobre la base de las mismas condiciones económicas que se describen para la iniciativa que ahora discutimos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero señalar que el artículo 2° de esta iniciativa, que otorga un bono de 40 mil pesos por beneficiario, más 7 mil 500 pesos por carga familiar, establece: “El gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, durante el año 2013 se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social y se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público”.



Por lo tanto, no hay recorte de gastos en los Ministerios ni alteración de sus presupuestos.



Lo que se está haciendo es sacar del Tesoro Público, de sus instrumentos financieros, los recursos necesarios para financiar el proyecto, sin que ello, además, signifique aumentar el gasto público acordado en la Ley de Presupuestos. Es decir, dentro del marco de gasto que aprobamos en el Presupuesto para el 2013 están los recursos que permiten el financiamiento.



Con lo anterior, creo responder algunas inquietudes expresadas en cuanto a si habría recortes financieros o si se estaba incrementando el gasto público.



Por otro lado, después de escuchar las intervenciones de los señores Senadores,  me alegra que en su gran mayoría hayan señalado que aprobarán la iniciativa.



En mi opinión, es lo que debemos hacer. Porque ninguno de nosotros puede dudar de que estos recursos irán en apoyo de las familias, en un mes en que efectivamente los gastos escolares se hacen presentes con mucha fuerza.



Ninguno de nosotros tampoco va a negar su voto para ir en auxilio de familias que reciben el ingreso ético familiar o son beneficiarias del subsidio único familiar, que mayoritariamente son hogares encabezados por mujeres; o de aquellas  que perciben asignación familiar, o de las que en algún minuto, cuando esta se focalizó, simplemente dejaron de recibirla, y están en el límite de los 495 mil pesos.



Me alegro mucho de que el Gobierno del Presidente Piñera haya tomado la decisión de extender esos beneficios a la llamada “clase media emergente”.



Estimados colegas, cuántas veces en esta misma Sala hemos señalado a los Ministros que la ficha de protección social se aparta de la realidad; que porque el jefe de hogar, después de estudiar en un liceo vespertino con tremendo sacrificio y esfuerzo, sacó su cuarto medio, se le disparó el puntaje y perdió la condición de estar en el tercio más vulnerable. Pasó esa categoría. 



El Estado sistemáticamente, en lugar de premiar ese esfuerzo, lo castiga negándole beneficios y bonos como este; no dándole, muchas veces, incluso la posibilidad de postular a un subsidio habitacional. 



Cómo no va ser bueno que también consideremos como beneficiarias de este bono a personas que se han esforzado, han estudiado y han completado su enseñanza media.  O que, inclusive, pueden estar siguiendo estudios superiores.



Encuentro que era un paso necesario e indispensable para decir a las familias que superarse, salir adelante y ponerle el hombro siempre vale la pena. Dejar atrás la pobreza no puede ser sinónimo de castigo a los beneficios sociales, sino que, al contrario, tiene que ser motivo de premio. 



Señor Presidente, también deseo referirme a la situación de los pensionados. 



Comparto plenamente la idea de que no podemos dejar sin bono de invierno a pensionados que perciben una pensión mensual de poco más de 132 mil pesos. 



Cuando uno escucha las distintas intervenciones en la Sala, se da cuenta de que no se trata solo del bono de invierno, pues hay muchas demandas en el mundo de los pensionados. Por de pronto, los que tienen la pensión básica solidaria nos dicen, con mucha fuerza y razón,  que ellos no pueden vivir con los poco más de 80 mil pesos que significa esa pensión.



A muchos se les sigue descontando el 7 por ciento de salud, por estar su pensión sobre los 225 mil pesos. Nos reclaman también y nos dicen: “¡Hasta cuándo a nosotros nos siguen haciendo pagar ese porcentaje!”. 



Cuántas personas adscritas al nuevo sistema previsional nos denuncian que ellas no tienen derecho a aguinaldo de Fiestas Patrias ni de Navidad; tampoco se les entrega el llamado “bono de invierno”. 



Se trata  de pensiones de 150 mil, de 180 mil y de 200 mil pesos.



Entonces, convengamos en que las demandas del sector de pensionados son muchas, todas ellas muy legítimas. Por lo tanto, tenemos que procurar que la economía del país siga creciendo. Si así sucede, también aumenta la recaudación tributaria. Y cuanto mayor sea esta, más problemas sociales podremos resolver y hacer más justicia social. 



Escuché con mucha atención las palabras del Honorable señor Rossi. Expresó que aquí el Gobierno usaba un discurso para pedir la aprobación del proyecto que establece el bono, y otro distinto cuando se trata del reajuste del salario mínimo.


Pero no es que el Ejecutivo use discursos distintos. Son las situaciones las diferentes. El bono se va a poder pagar porque ha habido una política fiscal responsable y se han hecho los ahorros necesarios, sin endeudar el erario, pues se solventará con recursos ya existentes. En cambio, en el caso del reajuste del ingreso mínimo,  no hay mayores fondos fiscales comprometidos. Son las pequeñas y medianas empresas las que pagan el ingreso mínimo. Y todos en esta Sala tenemos también compromisos con las pymes. Les hemos dicho que las queremos fortalecer; que se agranden, que vendan y produzcan más, que crezcan. Porque esa es la manera definitiva de que sus trabajadores puedan tener salarios mucho mayores que el mínimo. 



Señor Presidente, termino señalando que en estos tres años de Gobierno, bajo la conducción del Presidente Piñera y la tuición económica del Ministro de Hacienda, Felipe Larraín, el país no solo ha crecido en su economía, sino que nos hemos hecho cargo de muchos problemas sociales, a los que se les está dando solución. Y, en la medida que continuemos en esta senda y el crecimiento económico sea mayor, ello hará posible que también tengamos más desarrollo social, bienestar para las familias y felicidad para todos los chilenos. 



Es a lo que aspira el Gobierno y el profundo deseo del Presidente Sebastián Piñera. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la intervención del Senador señor García deja muy clarificadas las dudas planteadas respecto de esta iniciativa. 



Yo, contrariamente a lo señalado por la Oposición, quiero agradecer al Presidente Piñera el envío de esta iniciativa y reconocer al Ministro de Hacienda lo que está haciendo. Porque este es un bono complementario. 



Chile ha visto disminuida la pobreza y no aumentada como ocurrió en la Administración anterior. Estamos hablando de un país que tiene hoy un alto nivel de generación de empleo y una cesantía del 6 por ciento, cifra histórica que no habíamos tenido hace mucho tiempo. 



Estamos hablando de un país que acusa la mayor inversión pública y privada y de un bono que no es salvavidas, como en otras oportunidades, sino más bien complementario. 



Dos millones de familias, siete millones de personas, se verán beneficiadas. Además, se agregan 300 mil de la clase media. 



Lamento que no se haya escuchado el llamado del Presidente saliente, Honorable señor Escalona, de hacer en el Senado un debate de altura y no una discusión en que yo diría que el 90 por ciento de los discursos de la Oposición han sido para referirse a quienes no les va a llegar el bono. 



Me parece que esa no es la forma de construir un Estado en donde nos respetamos y en donde queremos que al país entero le vaya bien.



Pareciera que a algunos señores Senadores no les gusta este bono y que les duele que se entregue por el Presidente Piñera y por su Gobierno. Creo que tienen mala memoria, porque el 2010 se dio un beneficio similar. En los años 2011 y 2012 criticaron a esta Administración por no entregar tal beneficio. Y ahora que se entrega un bono, entonces la crítica es porque no alcanza para este o para aquel sector. 



Señor Presidente, cuando se plantea este tipo de ayudas, uno podrá sostener que quedan marginadas tales o cuales personas. 



Yo y la bancada de Renovación Nacional votaremos a favor cualquier ampliación que el Gobierno pudiera enviar. Nos gustaría, por supuesto, que estos bonos también cubrieran a otros sectores, porque siempre hay gente que lo está pasando mal. 



Marzo es un mes en el cual hay que pagar los colegios, las contribuciones, las patentes de los vehículos y otra serie de obligaciones, todo lo cual hace muy recomendable que el Gobierno -por tener una economía que le ha ido bien por el manejo serio de ella- pueda compartir los beneficios con otras personas, especialmente con las que reciben menores ingresos. 



Hago un llamado a la Oposición, porque su actitud es distinta a la que nosotros tuvimos durante 20 años. No recuerdo realmente que en esta Sala se haya hecho una crítica tan mordaz -incluso, en algunos casos, con desconocimiento de elementos básicos,  que ha aclarado aquí el Senador señor García-  en el sentido de que aquí habría disminución de recursos en otras áreas, por lo que no podrían hacer mayores  gastos. No es así. Aquí se establece una disposición al respecto. Pareciera que no hubieran leído el mensaje del proyecto de ley y que más bien esta fuera una crítica a fondo a un Gobierno que, a mi juicio, ha sido serio, y que quiere entregar este beneficio no solamente a los más modestos, sino también a las familias que siempre quedan fuera: las de la clase media. 



Aquí se ha hecho un esfuerzo especial para que 300 mil familias más puedan obtener el bono, y yo lo valoro, porque por primera vez la clase media chilena podrá decir: “Bueno, yo también voy en este carro; también me beneficio con un Gobierno al que le va mejor”.



Por eso, la bancada de Renovación Nacional va a apoyar la presente iniciativa y va a generar condiciones para que ojalá más adelante, en la medida de lo posible y dentro de las condiciones de la economía, se amplíen estos beneficios a otros chilenos, porque siempre hay gente que queda al margen. 



Pero digamos las cosas como son. Este es un Gobierno serio, que quiere compartir los triunfos que ha obtenido en materia económica, los cuales son admirados en Europa por países a los que usualmente poníamos como ejemplo y que hoy día nos miran a nosotros. España, Francia, Italia y otras naciones que enfrentan problemas económicos graves no pueden hacer lo mismo que la Administración del Presidente Piñera.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero felicitar al Gobierno y al Ministro de Hacienda por enviar este proyecto. De otro modo no tendríamos la oportunidad de realizar el presente debate. 



Yo no estoy de acuerdo con que el bono sea solo para algunos. Pero creo que bien vale la pena reconocerlo y felicitar al Gobierno; alegrarme de que se entregue, aun cuando sea para pocas familias; aunque sea insuficiente; con baja cobertura, injusto; aunque no llegue a los sectores que más lo necesitan. 



Voy a votar favorablemente la iniciativa porque me parece importante la oportunidad que nos brinda el Ministro de Hacienda y el Presidente Piñera para hacer una discusión más a fondo sobre la situación que hoy día viven los trabajadores y la economía nacional.



En el mensaje, el Primer Mandatario nos habla de “La solidez con la que hemos avanzado en los últimos años, gracias al aporte y esfuerzo de todos los chilenos”. No sé si hablamos del mismo “esfuerzo”. Pero, al parecer, de acuerdo a las intervenciones, a la realidad social y a los ingresos con que viven los más vulnerables (los trabajadores; aquellos que reciben sueldos mínimos; los pensionados), ese esfuerzo es mayor en unos que en otros. Luego continúa: “nos ha permitido un desarrollo económico por sobre lo esperado, recuperando el liderazgo y dinamismo de nuestra economía, aún en épocas de crisis económica a nivel mundial”.



Chile es un país de la OCDE. Pero, si estamos tan bien, ¿por qué es necesario conceder un bono? Sería un reconocimiento de que las familias más vulnerables y las no tan vulnerables -el mensaje dice que alcanza también para la clase media- no están tan bien. La bonanza y los resultados excepcionales de la macroeconomía no han llegado a los trabajadores, a la gran mayoría de los sectores más vulnerables, a las familias que van a recibir y a las que no van a recibir el bono.



Por tanto, aquí tenemos un tema estructural.



Quiero reconocer que el Papa Francisco, en su libro El Jesuita, se refiere con mucha precisión al tema que nos ocupa cuando manifiesta: “Es verdad que en momentos de crisis hay que recurrir a la dádiva para salir de la emergencia”. Pero también dice: “Es muy importante que los gobiernos de los diferentes países fomenten una cultura del trabajo, no de la dádiva”. 



El Papa Francisco nos invita a mirar más allá de este bono; a mirar qué está ocurriendo con los ingresos de los trabajadores, de los pensionados. Porque el debate ha demostrado categóricamente que se ha tomado una medida discriminatoria. El Senador Novoa sostiene que los bonos son siempre discriminatorios. Sí, claro, pero este bono es arbitrario, pues no llega a los sectores que más lo ameritan.



Me alegro de que beneficie a la clase media, pero me alegraría todavía más si, con mucha mayor justicia, hubiese podido alcanzar a los más carentes: los pensionados. 



Señor Presidente, el debate no debería centrarse en si el bono ha de ser de 40 o 50 mil pesos, en su carácter ocasional o en si constituye una dádiva. El Papa nos invita a hacer la discusión de fondo, que tiene que ver con el por qué se entrega el beneficio.



El Congreso Nacional ha sido testigo de cómo periódicamente aprobamos bonos de incentivo al retiro. ¿Y qué demuestra eso? Que poseemos un sistema previsional absolutamente fracasado, que tiene condenados a los pensionados -por eso la gente no jubila-, siendo inocentes. El sistema no castiga a los delincuentes, pero, a quienes han trabajado toda una vida, los condena a perpetuidad, hasta que se mueran, a recibir pensiones de hambre.



Y por eso que es necesario de repente otorgar algunos bonos o incentivos al retiro para que la gente jubile. En ningún país del mundo existe esto. Y creo, queridos Ministros, que debemos avanzar a fondo hacia un cambio estructural del sistema previsional y también del mercado laboral. 



En el caso del mercado laboral, la debilidad de los trabajadores se manifiesta en que no pueden negociar colectivamente; en que muchos empleos son absolutamente precarios, con contratos temporales, donde, por supuesto, no solo no gozan de vacaciones, sino tampoco de una continuidad en las imposiciones. 



Por su parte, el sistema de AFP es, en definitiva, una fábrica de pobres, porque cuando los trabajadores jubilan pasan a formar parte de la pobreza. Este sistema se construyó sobre el falso supuesto de que, primero, los trabajadores empezarían a cotizar a temprana edad. Y no es así. No comienzan a cotizar ni a los 18, ni a los 20, ni a los 30 años. En promedio, solo lo vienen a hacer a una edad superior a los 27, 28 o 30 años.



Eso no se cumplió.



Y tampoco se verificó el supuesto de que los trabajadores iban a cotizar permanentemente. Esto no ha sido posible por la inestabilidad laboral: han perdido el trabajo; ha habido períodos de bonanza y períodos de cesantía y, por tanto, no tienen previsión.



Luego, el resultado final de la cuenta individual no les garantiza ni siquiera una pensión mínima, y por eso el Estado debe poner los recursos que faltan.



¡Gran parte de las pensiones no las pagan hoy las AFP, sino el Estado!



Entonces, si eso sucede, ¿por qué no sinceramos el sistema previsional y hacemos una reforma para permitir que los trabajadores obtengan pensiones dignas, para darles la seguridad de que después de 25, 30 o 35 años de imposiciones recibirán rentas adecuadas, y no sea el Estado el que deba garantizar pensiones mínimas que hacen que sigamos debatiendo sobre “bonitos” que no resuelven el problema de fondo?



Por eso, los invito a debatir respecto de qué transformaciones, qué modificaciones le vamos a introducir al sistema.



Y quiero invitar al Presidente Piñera, al actual Gobierno, a presentar proyectos de ley sobre la materia. ¡Vamos al meollo del asunto! Aquí he escuchado a parlamentarios de la Alianza decir: “Mire, las pensiones son muy bajas, pero hay que esperar el crecimiento de la economía”. ¡No! Yo los invito a modificar el decreto ley N° 3.500, a que pongan sus votos para modificar el sistema que rige las AFP, que lo único que garantiza son pensiones de hambre. Y luego de eso, hacer una reforma profunda y reparatoria del daño previsional. 



¿Cuántos pensionados están recibiendo sueldos de hambre, miserables, porque el sistema no les garantizó una pensión adecuada o digna? ¿Por qué? Porque el Estado, que es el peor empleador, no les cotizó oportunamente a los funcionarios públicos, a los profesores, generándose el daño previsional.



Vemos a los propios funcionarios de este Parlamento mendigar de los congresistas, que no tenemos la capacidad ni la iniciativa para que se lleven adelante reformas que les permitan acogerse a una jubilación digna. 



Entonces, existe una deuda muy importante en esta materia. Pero eso se resuelve solo si hay iniciativa del Ejecutivo.



De modo que vuelvo a felicitar al Gobierno por enviar este proyecto de bono, pues ha hecho posible realizar esta discusión.



Si nos ha ido tan bien y los esfuerzos realizados por todos los chilenos han sido tan beneficiosos para la macroeconomía y los éxitos alcanzados, quisiera escuchar del Ejecutivo su voluntad de traducir eso en una reforma sustantiva, de fondo: una modificación al Código Laboral para que los trabajadores puedan negociar. 



Por ejemplo, los del cobre reciben un bono por término de conflicto de 20 millones de pesos. ¡Los felicito! ¡Qué envidiable! Pero la mayoría de los trabajadores de este país no está ni sindicalizado, ni posee capacidad de negociación, ni recibe bono por término de conflicto, ni tiene estabilidad laboral.



En consecuencia, este proyecto invita a llevar a cabo un debate de fondo, a hacer las transformaciones necesarias y a garantizar mejores condiciones de vida no solo para los trabajadores, sino, principalmente, para quienes laboraron toda una vida y están recibiendo pensiones miserables.



No obstante el análisis efectuado, voto a favor de la iniciativa, señor Presidente, porque no puedo negar estos 40 mil pesos o esta asignación familiar mejorada. Pero, naturalmente, esto no es lo que quisiera el país.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, anticipo mi voto positivo a la iniciativa. Pero tengo que ser honesto y manifestar mi opinión desfavorable a una suerte de política de bonos que se ha ido instalando en el país y que lamentablemente hemos mantenido en el actual Gobierno.



Y quiero explicar estas dos afirmaciones, que pueden parecer contradictorias.



Considero que el esfuerzo que hace el Gobierno, la preocupación que revela por el estado de la gente que está pasando por malos momentos, independiente de las condiciones económicas del país (los beneficios no llegan de un día para otro a todos), es razonable. Y por eso lo apoyo. No podría impedir yo que a 2 millones de familias les lleguen recursos que les permitan aliviar una situación compleja en forma permanente. En ese sentido, lo apoyo.



Es cierto que, por la discrecionalidad de los criterios, se entra en los problemas que muchos han señalado.



La omisión de los pensionados es un tema muy de fondo. Ahora bien, los bonos que se han entregado nunca los han incluido, porque existen otras soluciones para ellos. Pero esto empieza a ser cuestionado precisamente por las características tan particulares de definir este mecanismo como una manera de ir resolviendo los problemas.



Sin embargo, en lo fundamental, a pesar de las limitaciones del planteamiento que se hace, yo por lo menos no tendría cómo explicarle a mucha gente que recibiría este bono que lo rechacé y que con mi voto impedí que les llegaran esos recursos a sus bolsillos.



Dicho lo anterior, quiero explicar por qué las políticas de bono que se han ido instalando no me gustan.



En primer término, porque, de alguna forma, ir resolviendo los problemas económico-sociales de una parte importante del país a través de políticas como esta significa mantener el criterio del asistencialismo. Y ha sido este propio Gobierno, a través de distintas políticas -entre ellas, por ejemplo, el ingreso ético familiar, que posee una connotación diferente-, el que ha ido buscando caminos diversos. 



Pero considero que este bono se aparta de esa tendencia. Nosotros queremos soluciones permanentes, que dignifiquen a las personas. Y estimo que los bonos constituyen una mala señal, porque pareciera que ante ciertas situaciones particulares se justifica entregar dádivas, regalos caritativos, que al final no escapan de este concepto de asistencialismo, que hace a la gente simplemente dependiente de la voluntad discrecional de la autoridad.



Tampoco me gusta la justificación que se entrega: porque al país le ha ido bien y quiere compartir los recursos. En verdad, no creo que esa sea una buena justificación, menos todavía cuando Chile, país al que le ha ido bien desde hace varios años, posee en fondos acumulados en el extranjero una cifra superior a los 18 mil millones de dólares.

El señor SABAG.- ¡22 mil millones!

El señor LARRAÍN.- El Ministro de Hacienda informaba días atrás que en materia de fondos se había recuperado el nivel previo al terremoto, y que, por lo tanto, a pesar de los gastos que ocasionó dicha tragedia, estábamos en una situación muy favorable. 



Puede que sean más de 18 mil millones, como me señala el Senador Sabag. No sé la cifra exacta.



Con esos recursos, cada vez que un Gobierno en el futuro, por las razones que sea, quiera dar un bono, ahí estará la plata. 



Por consiguiente, estamos generando una situación que en realidad no tiene justificación. Y por eso mismo estamos constituyendo un precedente que a mí no me gusta. Porque un día el bono será porque hay crisis económica; otro, porque suben los alimentos; otro, porque los gastos de marzo son muy elevados. Al final, cualquier motivo justificará su otorgamiento. Vamos a depender de la discrecionalidad, del capricho, de la voluntad del gobernante. Porque la plata está. Y eso es lo que no me gusta.



En mi concepto, esa no es la forma de solucionar los problemas permanentes que padecen ciertos sectores sociales que requieren ayuda.



Creo que con medidas de este tipo los criterios de asignación de recursos que son de todos los chilenos están siguiendo caminos equivocados. 



Esto es quizá lo más medular que quisiera transmitir.



Cuando discutimos el proyecto de Ley de Presupuestos, planteé la necesidad de destinar mayores recursos a la educación. Porque se había implementado una reforma tributaria que recaudaría sumas que se orientarían enteramente a dicho sector. Pero no se le estaban entregando todos los fondos provenientes de dicha reforma: de acuerdo con nuestras estimaciones, faltaban 250 millones de dólares. Se lo señalé en su momento a la Directora de Presupuestos. También lo hice presente en la Sala. Y se me dijo que no había recursos. ¡Los había! Y no solo gracias a la reforma tributaria, sino porque el país estaba produciendo más.



Pero no tenemos la posibilidad real de influir en estas materias. A lo mejor es sano; quizás es muy imprudente que los parlamentarios tengamos iniciativa de gasto. Está bien. Entiendo la filosofía que hay detrás. Pero tampoco contamos con capacidad para discutir criterios de asignación de recursos, facultad reservada solo para el Ejecutivo. Y, en ese sentido, me parece que el camino que este ha tomado ahora es equivocado.



Los problemas de fondo que tiene Chile, como la falta de oportunidades de millones de compatriotas para acceder a una educación de calidad, desde la cuna hasta la sepultura, siguen siendo la primera prioridad social, más allá de cualquier otra consideración. Y mientras eso no se corrija en forma definitiva, pienso que todos los esfuerzos que el país haga deben ir en esa dirección. Y si existen 208 millones de dólares que se pueden gastar en un fin social determinado, considero que ese es el objetivo medular al cual deben asignarse, porque representa una solución permanente para los problemas de fondo. Y me parece que en eso nos hemos equivocado en esta oportunidad.



El criterio que uno advierte en este proyecto de alguna manera refleja lo que yo llamo “política de bonos”. Y no me refiero a este Gobierno (el que más bonos entregó fue el anterior). Pero se va generalizando un sistema para resolver los problemas. Y no creo en ese camino. Yo creo en las soluciones permanentes, las cuales, en mi opinión, pasan por generar mecanismos para que las personas puedan ser autosuficientes, autónomas, por su esfuerzo, por su trabajo, por sus capacidades, y desarrollar su vida sin tener que depender de subsidios o dádivas del Estado ni de nadie. 



¡Ese es el camino real! Eso es lo que hace una sociedad libre: que las personas sean libres para desarrollar sus proyectos y que no dependan de terceros en cuanto a su funcionamiento.



Estos 208 millones de dólares no resuelven el problema, pero dan la señal correcta, en lugar de estar entregando calmantes o anestésicos que, al final, es lo que reflejan estos proyectos o iniciativas.



No creo -como se ha cuestionado aquí- que se trate de un bono con carácter electoral. Si esa fuera la intención, esta sería completamente equivocada. Recordemos que durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet se entregaron en un año de elecciones un par de bonos, y uno podría haber pensado que con ello la Concertación debería haber ganado las elecciones. Pero no fue así: nuestro buen amigo Eduardo Frei no se vio beneficiado con el otorgamiento de esos bonos, porque, en definitiva, carecen de finalidad electoral, aunque ese sea el motivo.



En consecuencia, quienes puedan estar mirando una doble intención en la entrega de este bono se equivocan, pues no tiene un propósito electoral. 



Sí constituye un apoyo circunstancial, temporal, porque está la plata disponible. No obstante, a mi juicio, no es esa la forma más adecuada para asignar los recursos de todos los chilenos.



Creo en las soluciones de fondo, como en el caso de la educación. Y lamento que estos dineros no se hayan empleado en su mejoramiento, porque, cuando los pedimos en la discusión presupuestaria, se nos dijo que no había plata disponible. Pero ahora que la hay -al menos así subyace en este planteamiento- deploro que no se destine a lo central.



Sin embargo, no voy a negarles estos pesos a muchos chilenos que los necesitan.



Por eso, voto que sí.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que el otorgamiento de este beneficio a millones de compatriotas nos da la oportunidad de realizar un gran debate. No obstante, en el corto tiempo de que disponemos, no es posible llevarlo a cabo íntegramente. 



Porque lo señalado recién por el Senador Larraín, al igual que lo manifestado por el colega García, amerita una gran discusión. Lo hicieron muy bien, cada uno desde su punto de vista.



Pero la solución integral a los problemas del país radica en terminar con la injusticia y en luchar por la equidad y por una mejor distribución de la riqueza.



En ello se ha ido avanzando. Todos sabemos que resulta fundamental invertir en educación, a la cual estamos destinando hoy el 23 por ciento del Presupuesto.



Yo diría que con tal asignación hemos ido progresando ostensiblemente y ya apreciamos un cambio significativo en la inmensa mayoría de la gente más modesta del país: ¡hijos de obreros que no saben leer ni escribir son médicos, abogados, ingenieros!



¡Ese es el gran cambio que hemos experimentado en Chile!



Esta tarde el Gobierno nos presenta un proyecto respecto del cual me habría gustado que hubiesen intervenido los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social para explicar qué significa “clase media vulnerable”; cuál es el sentido de tal beneficio. Aun cuando el Senador García dio a conocer los fundamentos de la iniciativa, hubiera querido escuchar al titular de la Cartera de Hacienda sobre el particular.



Porque, si bien los papeles señalan una cosa, en el poco rato que estuve en la Comisión de Hacienda escuché decir que podría haber reasignaciones. El informe financiero del proyecto expresa: “El gasto fiscal que represente la aplicación de este proyecto de ley, durante el año 2013, se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social y se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público”.



¡Estupendo! En eso estamos de acuerdo, pero no en cuanto a efectuar reasignaciones de platas desde el Ministerio de Obras Públicas u otra Secretaría de Estado para reunir estos 211 millones de dólares. 



Los fondos soberanos depositados suman 22 mil 900 millones de dólares.



Gracias a Dios, no tenemos deuda y contamos con reservas. Esa es la fortaleza del país. Hemos bajado el nivel de pobreza y en la actualidad ha aumentado fuertemente la tasa de empleo. En pocos días vamos a discutir el proyecto sobre el salario mínimo.



El ingreso mínimo constituye un tope. En estos momentos casi no corre en la construcción, ni en la agricultura, ni en el caso de los temporeros. ¡Nadie trabaja por esa cantidad! Si las personas quieren contratar trabajadores deben desembolsar sueldos de 400 a 450 mil pesos, más beneficios adicionales.



Esa es otra etapa. 



Aquí el Gobierno nos dice que se encuentra en condiciones de dar este beneficio a la gente más necesitada. Yo me alegro por eso. Y los 8 Senadores presentes de mi bancada estamos votando a favor, porque las familias pobres siempre necesitan; viven con poco, y el bono más las asignaciones familiares pueden llegar a incrementar sus ingresos en 50, 80 o 100 mil pesos.



¡Ello beneficiará enormemente a la gente modesta!



¿Por qué respaldamos la entrega del bono con agrado? Porque están disponibles los fondos para ello.



Yo no aprobaría tal desembolso si se hiciera con cargo al endeudamiento del país. Así lo vemos en otras naciones: bonificaciones por una u otra cosa, jubilación a los 55 años, etcétera.





¿Pero quién paga esos beneficios? ¿Dónde están los recursos? Ahí radica el motivo por el cual esos países se hallan en quiebra y experimentan una cesantía enorme, además de estar endeudados. Les resulta casi imposible pagar la deuda acumulada. Por eso nos admiran: porque hemos actuado con responsabilidad fiscal, sobre la base de una ley que aprobamos durante los Gobiernos de la Concertación. 



Si entran 1.000 pesos al erario, no podemos gastar 1.100, sino 980 o 990.



Como señalé, existe responsabilidad fiscal por ley. Y hemos tenido muy buenos Ministros de Hacienda que nos han llevado a que Chile se destaque por su robustez en las finanzas y sea ejemplo -yo diría- para la inmensa mayoría de los países del mundo.



Nosotros -reitero- aprobamos este beneficio con agrado porque estamos en condiciones de otorgarlo.  



El Senador Hernán Larraín dice que no es el mejor sistema. A lo mejor no. Es otra discusión.  Conforme. Pero es el Ejecutivo el que propone y nosotros solo estamos pronunciándonos a favor. Y lo hacemos con gusto, porque se justifica plenamente.



Ahora bien, deseo dejar en claro que el financiamiento es sin reasignaciones, sino con cargo a la Partida Tesoro Público, tal como expresa el mensaje. 



Quiero salvar esa parte, porque el Honorable señor García así lo garantizó en su intervención. Me agradaría que también pudiera ratificarlo el Ministro de Hacienda.



Por otro lado, la bancada Demócrata Cristiana y los otros colegas de Oposición señalamos que este beneficio va producir inequidad, lo cual resulta evidente, porque quienes perciben ingresos por hasta un millón 370 mil pesos (200 y tantas mil personas) también lo recibirán. Hay una clasificación al respecto, que me gustaría que la explicara el Ministro Lavín.



Asimismo, percibirán el bono aquellos cuya renta es de 400 mil pesos mensuales, mientras que quienes ganan 550 mil o 600 mil pesos ¡no lo obtendrán! ¡En cambio, el que tiene un ingreso de un millón 370 mil pesos mensuales sí tiene derecho a él!



¿Cómo explicamos a los jubilados que cobran una pensión de 240 mil pesos mensuales que no recibirán este bono? ¡Necesitamos una respuesta!



El Ministro nos dice: “Ellos van a percibir un beneficio que se entregará en algunos meses más: el bono de invierno, que llega a 48 mil pesos”.



Es una respuesta que podemos darle a la gente.



Pero, si no se encuentran contemplados -el Senador Zaldívar pedía incluirlos-, ojalá sean considerados más adelante. Es preciso que el señor Ministro aclare si les va a dar o no el beneficio. Porque la gente nos consulta, en particular, cuando recorremos las comunas, las provincias de nuestras respectivas circunscripciones.



Por lo tanto, si nosotros, en nuestra calidad de parlamentarios, aprobamos el bono, cómo no vamos a ser capaces de dar una respuesta seria y responsable sobre el particular y de aclarar las razones por las cuales algunos no fueron incluidos en esta iniciativa.



Señor Presidente, lo he dicho en reiteradas oportunidades: siempre he avalado las medidas que toman los Ministros de Hacienda desde el año 90 hacia delante. Porque gracias a ellos nuestro país exhibe hoy una economía robusta.



¡Para dar hay que tener; para crecer hay que producir! 



¡Eso estamos haciendo! 



¡La demagogia y la politiquería destruyen las naciones! Y ojalá eso nunca ocurra en Chile.



Por eso, decimos: “Este beneficio lo otorgamos porque el Estado tiene recursos”, con alegría concurrimos a su aprobación, para posibilitar que llegue a los más pobres y necesitados de nuestra patria.



Voto que sí.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, ante todo, quiero señalar que voy a aprobar la concesión del bono, con todas las reservas, explicaciones y algún planteamiento general que haré más adelante.



Y votaré que sí, porque con el Ministro de Hacienda me comprometí a aprobar alguna vez lo que él proponga. Ahora cumplo mi palabra y quedo salvado para el resto del año.

El señor ESPINA.- ¡Oh...!

El señor LARRAÍN.- ¡Muy caro el voto!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, si uno quisiera hacer este debate un poco más simpático, le diría también al Ministro que acojo las críticas que han formulado los Senadores de Gobierno y con eso estaría sobrepasado en mi propia crítica. Pero no es así.



Creo que esta iniciativa sirve para que al menos hagamos un debate sobre algunos aspectos importantes.



Primero, recojo y comparto las críticas formuladas por diversos Senadores de la Oposición y también de Gobierno -lo digo en serio- respecto a la modalidad de entregar bonos.



Desde que soy parlamentario, o sea, desde hace mucho tiempo, nunca acepté de buena manera el otorgamiento de bonos. Me suena a dádiva; me suena a una cosa ocasional; me suena a un escapismo para no abordar los temas de fondo. 



¡Esa es la realidad de las cosas!



Sin perjuicio de lo anterior, es evidente que estamos sujetos a la generosidad o discrecionalidad, como se ha indicado, de los Ministros de Hacienda o de los Gobiernos de turno. Y eso, naturalmente, siempre es posible que sea inequitativo, como lo es en este caso.



Reitero: no me gusta este método. Creo que hay que ir al fondo del problema.  Y me alegro infinitamente de que la tesis central del Senado haya sido “Aprobemos esto porque no hay más en esta oportunidad”; “Aprobemos esto porque” -como han manifestado, con toda franqueza, los colegas que han intervenido-  “de todas maneras es un punto de apoyo; es algo que se le entrega a la gente que poco tiene”.



Pero el asunto es otro: por qué este bono de 40 mil pesos, que es solo para algunos (debería ser para todos) se hace insuficiente.



Ello se debe, a mi juicio, a que la desigualdad en Chile es de tal inmensidad que impide que cualquier bono que se entregue sea una solución razonablemente justa.



Y eso tiene que ver con las cifras que registra el país. Algunos colegas han sostenido que estamos muy bien -y es verdad- en la macroeconomía y en todos los parámetros que se han mencionado como  fruto de distintos Gobiernos. Porque también es cierto que en esos resultados le ha cabido participación no solo al actual Gobierno, sino también a los anteriores, cuyos Ministros de Hacienda seguían la misma línea.



Lo que pasa es que la desigualdad existente mata cualquier intento por resolver, vía bonos, los problemas de la gente de menores recursos.



Señor Presidente, en Santiago, un diario de la plaza,... 

El señor ESPINA.- ¿De cuál plaza?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- La plaza está exactamente a dos cuadras del ex Congreso y usted pasa por ahí permanentemente, Senador.



Ese diario, que no se puede catalogar de revolucionario, días atrás publicó cifras espeluznantes. En el respectivo artículo se indica que las 14 figuras económicas más fuertes de Chile tienen prácticamente 60 mil millones de dólares en su activo personal o societario, y que, por lo tanto, para lograr el índice de utilidades de esas familias o sectores, los demás ciudadanos del país tendrían que trabajar un número de años que también es espeluznante: 200, 300, mil, en fin, cualquiera de ustedes los puede calcular.



Eso es, en cristiano, un pecado social. 



Eso es, en cristiano, una bofetada a Cristo. 



Eso es, en cristiano, algo que tenemos el deber de reparar.



Ahí está la razón primera: serían 20, 30, 50 generaciones las que tendrían que trabajar para lograr alcanzar lo que hoy solo algunos tienen.



Y si ello es así, por supuesto que nunca podremos resolver los problemas de la gente a través de las medidas que estamos tomando.

En consecuencia, hay que buscar el camino largo; la forma de discutir más adelante sobre el particular. Y esta materia también debe ser motivo de debate en la carrera presidencial, para que los candidatos digan qué van a hacer cuando lleguen al Gobierno.



Al respecto, nosotros deberíamos plantear algunas cosas muy simples.  



Cuando se discuta lo relativo al monto del salario mínimo, uno perfectamente podría relacionar estos temas con el aumento de aquel.

Creo que es humillante, para nosotros mismos, que estemos preocupados de si elevamos el salario mínimo a 203 mil o 206 mil pesos, lo que es una miseria, cuando existen las diferencias de ingresos y acumulación de riquezas a que nos hemos referido.



En su momento presentaremos algunas alternativas posibles. 



¡Por qué no relacionar el salario mínimo, por ejemplo -y doy excusas por apartarme algunos momentos del asunto central- con las utilidades de los propios empleadores...! 



Hace muchos años se planteó la siguiente idea: “Hagamos un índice pyme”, o “Hagamos un índice bancario”, o “Hagamos un índice de otra naturaleza”. 



Pues bien, el porcentaje de utilidades que percibe un determinado grupo de empleadores es el mismo, o la mitad, o el promedio de lo que se les paga como salario mínimo a las personas que trabajan con ellos.



Señor Presidente, creo que he sido claro en esta materia. 



Pienso que mientras no elaboremos una política de fondo la gente no va a salir de la miseria. Porque la economía -lo saben muy bien los propios economistas; no es mi caso: yo soy apenas un Senador aficionado a esta disciplina, pero estoy convencido, porque lo he aprendido a través de mi vida- debe comprender temas no solo de esa índole o atinentes a los dineros, sino también otros relacionados con los problemas del desarrollo social y de la competencia que se hace con quienes son nuestros vecinos.



Una persona está satisfecha, contenta o no contenta, no solo al recibir un determinado ingreso, sino al ver cuánto tienen sus propios vecinos. Y en eso, en Chile, se ha llegado a un límite que sobrepasa toda -yo diría- licitud ética para no enfrentar el punto.



Termino, señor Presidente -usted me perdonará que desde ya le pida un minuto o 30 segundos más-, comentando dos cosas que me llamaron la atención.



Una. Se argumenta que es necesario dar un bono en marzo porque en este mes corresponde pagar las patentes de los autos y otros gastos. Bueno, es cuestión de racionalizar los pagos de ciertas cosas distribuyéndolos en varios meses y no hacerlos exclusivamente en marzo. Entre otras cosas, hay que cambiar ciertos hábitos.



Y dos. Aquí se ha señalado, por uno de mis más queridos y distinguidos colegas, que nosotros somos una Oposición irracional; que no aprobamos nada. Entonces, voy a entregar algunas cifras.



Termino en 30 segundos, señor Presidente.



En la prensa se ha informado que nosotros hemos apoyado prácticamente el 80 u 85 por ciento de los proyectos que han llegado desde el Ejecutivo. 



Además, se ha dicho que hacemos una oposición tremenda, insensata, que de alguna manera paraliza al Gobierno.



Señor Presidente, quienes llevamos varios períodos en el Senado sabemos exactamente cómo se comportó la Oposición de Derecha en nuestros cuatro Gobiernos: actuaron con tal fiereza -y uso bien la palabra- que en determinado momento nos pareció un exceso.



Pero, como decía una señora española, “Otro vendrá que bueno me hará”. El actual Gobierno termina en un año. Ya vendrá otro en el que lograremos corregir los errores estructurales que tiene esta Administración de Derecha, más allá de las personas que la sustentan.



Como dije al comienzo, voto haciendo honor a mi compromiso con el Ministro de Hacienda.

El señor PIZARRO (Presidente).- El turno siguiente corresponde a la Senadora señora Allende, quien no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se ha hablado tanto de dar, de crecimiento, de cifras, que al final surge confusión sobre el real impacto que lo que estamos discutiendo tiene en la economía.



Yo siempre recuerdo una frase del Padre Hurtado -ahora lo hago a propósito de la frase célebre del Papa Francisco “Una Iglesia pobre al servicio de los pobres”- que me encanta: “Hay que dar hasta que duela”.



Claro: si no duele, es lo que sobra; cuando duele, es porque la persona necesita lo que está dando.



Señor Presidente, pienso que al discutir este bono de 40 mil pesos debemos reflexionar en torno a las personas a las que va destinado.



Tarjetas de crédito o pacto con el diablo.



Pacto con el diablo es aquel en que a la persona se le ofrece satisfacer las necesidades del presente de tal forma que al final del plazo quede condenada eternamente a las penas del infierno.



Las tarjetas de crédito son un pacto con el diablo.



Mi pregunta es: ¿a qué van a dedicar los beneficiarios esos 40 mil pesos?



En un artículo CONADECUS señala claramente: “El nivel de endeudamiento de los consumidores ha crecido en términos reales a tasas muy superiores al aumento de los ingresos medios y bajos. El quintil más bajo de ingresos,” (los más pobres, quienes van a ser beneficiados con el bono) “de acuerdo a la encuesta Casen,” -estos datos son de 2010-2011- “está dedicando más del 60% de sus ingresos al servicio de deudas.”.



En Chile hay 29 millones de tarjetas de crédito -¡29 millones!-, para una población activa de 6,5 millones de habitantes. Las tasas de interés aplicadas son usurarias. Como señala CONADECUS, es posible cobrar casi el 100 por ciento debido a conceptos como el de la inelasticidad, es decir, las eventuales debilidades de pago del consumidor.



Tengo, pues, la impresión de que los 40 mil pesos irán al pago de los intereses de las múltiples tarjetas que los más pobres usan para sobrevivir.



Entonces, señor Presidente, estoy con sentimientos encontrados. Primero, de frustración, pues me obligan a debatir sobre un bono y no acerca del modelo.



Es el modelo neoliberal de crecimiento y concentración el que hoy día nos tiene más pobres.



Chile ha crecido, por cierto. Pero tiene entre la décima y la duodécima peor distribución del ingreso del mundo.



Chile ha crecido, por cierto. Pero los ricos se han hecho más ricos.



Señor Presidente, las tarjetas de crédito son un problema que en algún momento deberemos abordar.



Ahora, siento frustración y alegría, porque recuerdo que cuando, allá por la década de los 70, mi padre recibía el aguinaldo de Fiestas Patrias era una fiesta en nuestro hogar. Se sabía que venía, y se gastaba antes: para la pinta nueva, para hacer alguna reparación, en fin.



Sé que en muchas familias humildes de mi país el bono de 40 mil pesos provoca alegría, porque les permitirá resolver problemas pendientes y contribuirá a hacerlas un poco más felices.



Sé también que la tarea de todos es acumular la mayor cantidad posible de felicidad para el pueblo. Sin embargo, reflexiono sobre lo efímero de esa felicidad en este caso.



Algunos criticaron a la Presidenta Bachelet cuando dio bonos. No obstante, ahora buscan parecerse a ella. Y hay una prueba de fuego.



El Senador Escalona señaló que este bono suena más para el 2017 y la reelección de Piñera. Y lo reafirmó el colega Lagos Weber.



De otro lado, algunos podemos tener un discurso raro: primero decimos alegrarnos de votar a favor y luego le damos duro al bono, criticándolo fuertemente.



Siento, entonces, que también es una prueba para quienes apoyaremos a Michelle Bachelet, quien, sin ninguna duda, va a ser Presidenta de la República en marzo del 2014. Y veremos qué hace con el bono de marzo. ¿Lo va a hacer permanente?



Por lo tanto, se devuelve la pelota: se queda en la cancha de los de acá. Y en marzo de 2014 estará la prueba de la blancura para quienes esta tarde hemos criticado el bono que plantea un Gobierno de Derecha porque es efímero, por su carácter transitorio.



Así que no habrá que esperar hasta el 2017, sino hasta marzo de 2014.



En tal sentido, señor Presidente -por supuesto, voy a votar a favor-, deberemos tener presente lo que se ha dicho. Porque será muy difícil explicar -y por eso el Senado se alinea para defender el bono: espalda con espalda, Derecha con Izquierda- que no se otorgará el bono a la gente con ingreso básico solidario, de 75 mil pesos, ni a los jubilados con pensiones un poquito mayores que 132 mil, ni a los que perciben bono de invierno, y que sí recibirán el beneficio personas de la clase media -no dudo de que debemos apoyarlas- con entradas de hasta un millón 300 mil pesos.

 

Será complejo resolver esa ecuación.



En todo caso, el bono beneficiará a 2 millones de familias, o sea, a 7 millones de personas.



Señor Presidente, quiero repetir lo que señala el profesor Joseph Ramos, de la Universidad de Chile: entre 1980 y 2013 la distribución del ingreso fue de 15 a 1; hoy es de 13 a 1. O sea, no hemos avanzado prácticamente nada.



Hay quienes opinan que si a todas las personas se les hiciera un aumento de impuestos en un punto del PIB podríamos incrementar hasta en 25 por ciento los recursos de los sectores de menores ingresos.



Por lo tanto, fórmulas hay; pero son estructurales. Y aquí tenemos un modelo neoliberal que no da cuenta de ello.



Estamos, pues, frente a una disyuntiva: aprobar un bono que otorga una felicidad efímera o hacer el debate de fondo sobre la felicidad progresiva (porque jamás la felicidad es permanente). 



Entonces, está pendiente el debate sobre el modelo neoliberal, que acumula riqueza y no la distribuye.



¿Cuánto pierden los chilenos por concepto de pago de comisiones a las AFP?



Yo quisiera una nueva Constitución, señor Presidente.



Alguien podría preguntar cuándo vamos a discutir de verdad sobre la materia.



No lo vamos a hacer a propósito del bono de marzo, sino después de una elección presidencial que permita elaborar una Carta Fundamental donde, por ejemplo, se prevea la existencia de un ombudsman, de un defensor del pueblo; donde se consagre la iniciativa popular de ley.



Señor Presidente, la definición de retail habla de la venta al por menor o al detalle.



Les preguntaba a algunos de los integrantes de nuestra Comisión de Economía qué es retail, porque pensaba que esa expresión podría incluir a los coleros de las ferias persas, quienes también venden al detalle. El hecho es que el punto está entre quienes cobran intereses usurarios y aquellos que sobreviven al día.



Señor Presidente, yo estoy por negociación colectiva. Y la cuestión reside en que quien trabaja más gana más.



En Chile el 6 por ciento de los trabajadores negocia colectivamente, en ejercicio de un derecho constitucional. La gente no quiere dádivas. Desea, si trabaja más, ganar más. Y, en este sentido, la subcontratación es una lacra: crea trabajadores de primera y de segunda.



Las tarjetas de crédito son utilidades para los bancos. Como expresé, las 40 lucas del bono se destinarán a pagar deudas del último quintil; ellas se acumulan en los sectores de más bajos ingresos, donde los pobladores dedican 60 por ciento de lo que ganan a pagar deudas.



Por consiguiente, mientras no haya una reforma estructural al modelo, los pobres van a seguir endeudándose.



Los jóvenes universitarios, sin ganar ni uno, ya tienen tarjeta de crédito.



Yo, afortunadamente, no gozo de ese privilegio, no porque no quiera, sino porque no me dan tarjeta de crédito. No formo parte de ese círculo.



Señor Presidente, voy a votar a favor del bono de marzo porque creo firmemente que en la próxima Administración -tengo la convicción de que la actual Oposición será Gobierno- realizaremos un debate transformador, de fondo, con medidas revolucionarias, de cambio profundo; porque no habría coherencia alguna en el discurso que hemos pronunciado esta tarde si el próximo año no modificáramos nuestro quehacer, toda vez que la exigencia del beneficio en comento se repetirá en marzo de 2014.



Y votaré así con la convicción de que estamos brindando un poco de felicidad a muchos chilenos -felicidad efímera, como expresé- y con la certeza de que la situación debe cambiar. Y cambiará si nos decidimos a luchar.



Si los trabajadores no batallan para que exista negociación colectiva, para terminar con la subcontratación y para ganar acorde con su propio esfuerzo, no va a haber cambio en Chile.



Me pronuncio a favor de este bono, de felicidad efímera pero necesario, y me comprometo a una lucha revolucionaria por transformaciones profundas en una sociedad que requiere mayor igualdad.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor LAGOS.- ¿Y las isapres...?

El señor NAVARRO.- ¡Yo estoy en el FONASA...!

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay más inscritos. El Senador señor Orpis acaba de renunciar a su tiempo.



Antes de cerrar la votación, le daré la palabra al señor Ministro, quien la solicitó tras haber sido emplazado varias veces. 

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Muchas gracias, señor Presidente.



Seré muy breve, pues solo quiero contestar a un par de puntos que se plantearon en esta Sala.



El primero tiene relación con un aspecto conceptual debatido aquí.



Señor Presidente, nadie está afirmando que el bono es la solución permanente para los problemas de las personas. Él viene a complementar el buen momento de la economía chilena, y se encuadra dentro de la más absoluta responsabilidad fiscal. Hemos tenido dos años de superávit fiscal, y ello significa que podemos entregar ese beneficio.



A la vez, recuperamos los fondos soberanos, incluso yendo más allá de los niveles que registraban antes de la crisis de 2009. Vamos a tener fondos soberanos superiores a los 22 mil millones de dólares, en una situación fiscal completamente consolidada.



Eso es una base.



Somos conscientes de que la forma permanente de ayudar a las personas es a través de la generación de empleo. Por eso se han creado 817 mil puestos de trabajo en los últimos tres años. Los salarios reales están aumentando en el orden de 6 por ciento nominal, lo que en términos reales es más de 4 por ciento, dada la baja inflación existente, que es la otra parte del condimento.



Entonces, lo que estamos haciendo ahora es, en un mes complicado, ir en ayuda de las familias chilenas, en particular de las más vulnerables, porque las condiciones lo permiten.



Insisto: nadie sostiene que esa es la forma permanente de solucionar los problemas; pero constituye un aporte. Y para quienes tienen menos, los 50 mil 500 pesos -se estima que eso recibirá una familia con 1,4 hijos, en promedio- es una ayuda que puede ser interesante.



Hay otra serie de materias. Por ejemplo, la relacionada con el financiamiento. Este siempre debe venir del Tesoro Público; se paga a través del IPS. 



En la medida que tengamos mayores ingresos estructurales, se puede recurrir a ellos. Pero también es factible, de acuerdo a cómo se dé la ejecución presupuestaria en el año, que haya reasignaciones. Por lo tanto, puede existir una mezcla de reasignación y más ingresos estructurales, dependiendo de la ejecución presupuestaria en los distintos ministerios durante el año; es decir, una combinación de ambos elementos.



Eso, a modo de explicación.



Por último, señor Presidente, debo decir que hubo aquí una opción. 



Soy consciente de que el universo de un millón 700 mil familias es el tradicional con relación al bono de marzo que se dio en los dos Gobiernos anteriores, o al menos en el de la Presidenta Bachelet, el cual no incluyó a los pensionados.



Yo entiendo la preocupación que existe por los pensionados. Sin embargo, debo puntualizar que los bonos entregados en la Administración precedente no los incluyó.



Para ellos existe el bono de invierno, que llega a 650 mil adultos mayores que tienen, o pensión básica solidaria, o pensión con aporte previsional solidario, hasta 133 mil pesos. 



Por lo tanto, para esas personas también hay una ayuda.



Señor Presidente, siempre es posible encontrar criterios diferentes. Y el que se aplica ahora, por supuesto, es discutible. Pero uno debe tener algún criterio para llegar a la gente de clase media.



En esta ocasión, es un elemento novedoso el de ir hacia personas de clase media emergente, pero que tienen ficha de protección social; que están inscritos en el beneficio de la asignación familiar, aunque no lo reciban por ser su ingreso familiar superior a 495 mil pesos.



Entonces, no pensamos que esta es la panacea, pero sí podemos decir que se trata de un aporte importante que estamos haciendo a las familias chilenas, dentro de un marco de responsabilidad, en una economía a la que le ha ido bien.



Gracias, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (33 votos a favor y una abstención); por no haberse presentado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda terminada su discusión en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Novoa.



--(Aplausos en la Sala).

MODIFICACIÓN DE LEY SOBRE DONACIONES CON FINES CULTURALES

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación, corresponde proseguir la discusión particular del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, con segundo informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7761-24) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 19ª, en 22 de mayo de 2012.


Informes de Comisión:


Hacienda: sesión 34ª, en 11 de julio de 2012.


Hacienda (segundo): sesión 100ª, en 5 de marzo de 2013.


Discusión:



Sesiones 36ª, en 18 de julio de 2012 (se aprueba en general); 2ª, en 13 de marzo de 2013 (queda pendiente la discusión particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para que nos explique lo que quedó pendiente en la sesión anterior. 



Se trata de algunas votaciones que podemos realizar de manera expedita.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de 13 de marzo quedó pendiente la discusión particular de este proyecto de ley.



Están inscritos para hacer uso de la palabra sobre la enmienda recaída en el párrafo primero del número 1) del artículo 1°, a cuyo respecto el Honorable señor Novoa pidió votación separada, los Senadores señora Rincón y señores García-Huidobro, Tuma y Escalona, quienes no se encuentran en la Sala.



Ahora bien, el Honorable señor Pizarro, haciendo uso de su derecho reglamentario, pidió que el proyecto fuera devuelto a la Comisión de Hacienda en lo atinente a la norma antes individualizada, que figura en la página 1 del boletín comparado.



De consiguiente, lo primero que procedería sería votar la solicitud que formuló el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Para abreviar el trámite, debo señalar que yo pedí que la iniciativa volviera a la Comisión de Hacienda para que buscara un acuerdo que permitiera, o incorporar a las universidades del CRUCH, o establecer una regulación mayor sobre las universidades particulares que pudieran recibir donaciones con fines culturales.



En dicho órgano técnico hubo un debate, y entiendo que, finalmente, sus integrantes y el Ministro acordaron dejar el párrafo tal como figura en el artículo 1°, es decir, abierto en el sentido de que sea beneficiario todo el espectro de universidades reconocidas por el Estado.



Por lo tanto, obviaré mi solicitud. Considero más fácil expresar directamente...

El señor LAGOS.- Me perdí en la última parte, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le explico, señor Senador.



Una indicación que usted formuló en la Comisión de Hacienda hizo que solo las universidades estatales quedaran como beneficiarias.



Al respecto, yo expuse un criterio en la Sala y manifesté que se debía ampliar la norma por lo menos a las universidades del CRUCH, porque se estaba dejando fuera a universidades privadas tradicionales.



La discusión habida después giró en torno a si podíamos discriminar entre unas y otras.



Los miembros de la Comisión de Hacienda buscaron la posibilidad de un acuerdo, el que no fue factible. Por tanto, ellos mismos nos informaron que lo mejor era mantener la disposición actual, pues existe cierta regulación en el Comité Calificador de Donaciones Privadas, que es el órgano evaluador de los proyectos que pueden dar lugar a donaciones culturales, etcétera.



Entonces, lo único que estoy haciendo es retirar mi petición de que la iniciativa vuelva a la Comisión de Hacienda, al objeto de que se vote directamente el párrafo primero del número 1) del artículo 1°, que figura en la página 1 del comparado.

El señor LARRAÍN.- De acuerdo.

El señor LAGOS.- ¿Puedo preguntar algo, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría, y después, el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, entiendo que usted retiró la solicitud que explicitó. ¿Correcto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es, señor Senador.

El señor LAGOS.- Entonces, ¿debemos discutir ahora la norma que aparece en la columna cuatro del comparado?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tenemos que votar.


Se trata de la proposición relativa al número 1) del artículo 1º, donde se contempla a universidades e institutos profesionales estatales como beneficiarios.

El señor LAGOS.- ¿Y qué vamos a votar? ¿Si la aprobamos o rechazamos?

El señor PIZARRO (Presidente).- Quienes estén de acuerdo con el texto que quedó al acogerse la indicación de Su Señoría tienen que votar que sí y quienes quieran que se vuelva al criterio anterior han de votar que no.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, señor Senador, luego de lo cual voy a abrir la votación, para los efectos de decidir.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, deseo destacarles a mis Honorables colegas y al señor Ministro, aquí presente, que esta no es una cuestión menor.



¿Por qué no nos damos la oportunidad de hacer algo razonable, que no vaya ni en uno ni en otro sentido de las alternativas que se presentan? Optemos por que el texto sea estudiado en la Comisión, se busque un acuerdo y vuelva a la Sala, ya que creo que es la manera inteligente de hacer las cosas.



Formulo el ruego en consideración a las donaciones y a Gabriel Valdés, quien ya no está en este mundo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias por su sugerencia, Su Señoría, pero no hay acuerdo.



En consecuencia, se someterá al pronunciamiento de la Sala la proposición de la Comisión.



¿Quiere intervenir, Senador señor Navarro?

El señor NAVARRO.- ¿Puedo hacerlo?

El señor PIZARRO (Presidente).- Había tres inscritos, quienes ahora no se encuentran presentes, y usted ya usó de la palabra, pero puede fundamentar su voto.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Soy uno de ellos, señor Presidente, pero renuncio a intervenir.

El señor PIZARRO (Presidente).- Es el único que se halla en la Sala.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde pronunciarse sobre la recomendación de la Comisión de Hacienda en orden a suprimir, en el artículo 1º, número 1), párrafo primero, la frase “y particulares reconocidos por el Estado”.



De ser rechazada, la norma quedará tal como figura en el texto aprobado en general, vale decir, con todas las universidades incluidas.



Quienes estén de acuerdo con la proposición tienen que votar que sí y quienes no la compartan han de votar que no.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Cuántos Senadores hay en la Sala, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Hay quórum suficiente.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Es tan difícil ganar una elección, señor Presidente, que vale la pena hacer uso de todos los pequeños derechos que tiene nuestro cargo.



Me he comprometido a no aprobar nada, ¡absolutamente nada!, en beneficio de la industria de las universidades privadas -a una de ellas le acaba de poner término, por el modelo imperante, una síndico de quiebras-, y lo que aquí se está discutiendo es si estas entidades con fines de lucro, algunas de las cuales han hecho millonarios a sus dueños, van a recibir donaciones culturales.



Estimo que eso es inmoral.



Respeto los planteamientos expuestos por el Ministro señor Cruz-Coke y la forma como la Derecha va a votar, pero el otorgamiento de beneficios en las actuales condiciones, con un sistema ampliamente cuestionado, sin duda resulta extremadamente complejo.



El sistema de educación superior está en crisis. Lo discutimos hoy con el Ministro señor Beyer en la Comisión de Educación. También asistieron rectores de determinadas universidades privadas que sí tienen un profundo sentido de lo social. Se han cometido abusos. Y opino que el premio resulta inmerecido. No se ha demostrado que algunos otros planteles de enseñanza superior estén obrando por el bien común.



Como lo expresé en la mañana en dicho órgano técnico con motivo del proyecto sobre acreditación y lo hice presente también respecto del que crea la Superintendencia de Educación Superior, la cuestión de fondo es que con cada una de estas medidas avalamos el lucro que persiguen los establecimientos.



A propósito del debate que sostuvimos hace pocos minutos, cabe advertir que les decimos a las familias que sigan pagando millones y millones de pesos para costear la educación de sus hijos y les ofrecemos un “bonito” de cuarenta lucas, pero no hacemos nada por modificar su alto endeudamiento, con los intereses que aplica la banca. Esta registró, durante el primer semestre de 2012, una utilidad de mil 86 millones de dólares, en circunstancias de que el costo de dicho beneficio -y el Ministro de Hacienda estaba presente en la Sala- es de 200 millones.



O sea, no mantenemos coherencia entre lo que votamos y lo que hacemos: ratificamos el lucro en la educación, y las universidades privadas, además, serían receptoras de donaciones.



Juzgo que este último es un privilegio que ellas no merecen y que la indicación presentada por el Senador señor Lagos en la Comisión de Hacienda apunta en el sentido correcto.



Nadie les impide que impartan educación pagada.



Soy de los que creen que tienen que establecerse restricciones cuando median fondos públicos. Y, claramente, prefiero que donaciones provenientes, al fin de cuentas, de impuestos devengados al Fisco -o sea, se trata de plata del Estado- no vayan a instituciones de este tipo.



Desde luego, no todas son iguales, y tal vez en la generalización se puede llegar a cometer excesos. Mas existe un problema en un número indeterminado de ellas, y hoy día se nos plantea que a todas las hagamos beneficiarias de donaciones culturales. Es probable que algunas sí hagan un buen uso de los recursos, pero me parece que el sistema está cuestionado, y, mientras así sea, no estoy disponible para que se siga aportando dineros del Estado -las franquicias tributarias lo son- a las universidades privadas que lo integran.



Por ello, para reafirmar la indicación del Senador señor Lagos aprobada en la Comisión de Hacienda, acojo la proposición de excluir a dichos establecimientos del beneficio de la donación cultural.



Señor Presidente, ya que en esta oportunidad se manifiesta un rechazo, ¿se puede dar a conocer quiénes votaron a favor...

El señor LARRAÍN.- ¡Vote no más!

El señor NAVARRO.- ...en dicho órgano técnico, el cual se caracteriza por ser de un alto criterio y de encontrarse integrado por personas muy especializadas?

El señor LARRAÍN.- Su Señoría no puede formularle esa pregunta a la Mesa. Hay que asistir a las sesiones de...
El señor NAVARRO.- No soy miembro de la Comisión de Hacienda, afortunadamente. No cargo esa cruz...

El señor PIZARRO (Presidente).- El señor Secretario informa que la indicación registró unanimidad.



Le recuerdo al señor Senador que está fundamentando su voto.

El señor NAVARRO.- Me pronuncio a favor de la recomendación que es fruto de la indicación del Honorable señor Lagos en el sentido de exceptuar a las universidades privadas del beneficio de las donaciones culturales.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



¡Nueva Constitución, ahora! 



¡No más AFP!

El señor ESPINA.- ¡Y no más universidades del CRUCh, entonces...!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la proposición de la Comisión de Hacienda (12 votos contra 4 y 2 pareos).



Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Orpis, Prokurica y Sabag.



Votaron por la afirmativa los señores Lagos, Navarro, Pizarro y Tuma.



No votaron, por estar pareados, los señores García y Ruiz-Esquide.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pasamos a la siguiente votación pendiente.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Por último, la Comisión aprobó, por mayoría de votos, la proposición de eliminar el párrafo final del número 1) del artículo 1°. El texto expresa:



“Asimismo, serán beneficiarios de esta ley las empresas de menor tamaño, según éstas se definen en el artículo 2° de la ley N° 20.416, que Fija Normas Especiales para las Empresas de Menor Tamaño, cuyo objeto social exclusivo sea de carácter artístico o cultural”.



Quienes estén a favor tienen que votar que sí; quienes estén en contra, que no.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión (13 votos a favor, una abstención y un pareo), quedando despachado en particular el proyecto.



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán) Orpis, Prokurica, Sabag y Tuma.



Se abstuvo el señor Pizarro.



No votó, por estar pareado, el señor García.

El señor PIZARRO (Presidente).- El Orden del Día llegará hasta aquí, porque se encuentra a continuación un proyecto de quórum especial y prefiero evitar la suspensión de la sesión, para no tener problemas.

El señor LARRAÍN.- ¡Ha empezado con el pie derecho, señor Presidente...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Solo deseo recordar algo que usted conoce muy bien, señor Presidente.



Se ha eliminado, por enésima vez, la hora de Incidentes, que es -lo repito- el espacio para que las minorías puedan expresarse en el seno del Senado.



Reclamo contra el acuerdo respectivo, porque, si es tomado sistemáticamente y se ahoga, así, la voz de las minorías, mi actitud va a ser la que asumí en otra oportunidad: me fijaré en que una sesión se inicie a la hora, para el efecto de presionar.



Creo que se altera de verdad, en forma reiterada, el orden que es preciso seguir, y, particularmente, lo establecido en el propio Reglamento. Cabe comprender que ello ocurra en ocasiones especiales, pero ya es una norma general.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, le recuerdo que esta citación la hizo la Mesa anterior, de la cual usted formaba parte...

El señor NAVARRO.- ¡Con mi oposición a la medida...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de darse curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.
PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales, para que informe sobre RECONSTRUCCIÓN DE VILLAS CANADÁ Y SALVADOR CRUZ GANA, COMUNA DE ÑUÑOA.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministro del Interior y Seguridad Pública y General Director de Carabineros de Chile, pidiéndoles precisar FUENTE DE INFORMACIÓN DE SUPUESTO RECONOCIMIENTO DE DIRIGENTES DE ANDHA CHILE ENTRE AGRESORES DE ASESOR LEGISLATIVO SEÑOR BERNARDO CARO.



Del señor ORPIS:



 Al señor Director del Servicio de Impuestos Internos, para que proporcione antecedentes sobre DECLARACIONES ANUALES DE IMPUESTO A LA RENTA DE PERSONAS NATURALES Y JURÍDICAS DONANTES CON BENEFICIO TRIBUTARIO.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).-  Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:33.






Manuel Ocaña Vergara,






Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 1ª, ORDINARIA, EN MARTES 12 DE MARZO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona y, en calidad de accidental, del Honorable Senador señor Zaldívar.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señor Cristián Larroulet y señora Carolina Schmidt, respectivamente. Participan, además, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor legislativo de dicha Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 100ª, ordinaria, de 5 de marzo, 101ª, especial, y 102ª, ordinaria, ambas de 6 de marzo, todas del año 2013, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Cuatro de S. E. el Presidente de la República: 


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, a los proyectos de ley que se enuncian a continuación:


1.- El que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 8.129-07).


2.- El que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


Con los dos siguientes, hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento  (Boletín Nº 8.771-01).


2.- Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma” al proyecto de ley que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad  (Boletín Nº 8.677-07).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, con el que comunicó su ausencia del territorio nacional, desde el día 7 al 9 del mes en curso, en visita oficial a la ciudad de Caracas, República Bolivariana de Venezuela, para asistir a los funerales del señor Presidente de esa Nación.


Informa, además, que durante su ausencia lo subrogó, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Relaciones Exteriores, don Alfredo Moreno Charme.


-- Se toma conocimiento.


Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados, con los que informa que prestó su aprobación a las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que establece requisitos mínimos para los estudiantes que ingresen a estudiar pedagogía (Boletín N° 8.449-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


2.- Proyecto de ley que certifica calidad de los centros de larga estadía de adultos mayores para su funcionamiento (Boletín N° 8.012-32).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 


3.- Proyecto de ley que modifica el Código Civil y otras leyes, regulando el régimen patrimonial de la sociedad conyugal (Boletines N°s. 7.567-07, 5.970-18 y 7.727-18, refundidos). 


4.- Proyecto de ley que sanciona con mayor rigor las falsas alarmas públicas (Boletín N° 7.018-25).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Contesta petición, cursada en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, sobre reconsideración de la sanción aplicada a la planta Agrosúper, ubicada en la comuna de Freirina.

De la señora Ministra del Medio Ambiente


Responde solicitud de información, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre daño ambiental a bofedales en el sector Pantanillo, ubicado en el sitio Ramsar Complejo Lacustre Laguna del Negro Francisco - Laguna Santa Rosa, y adjunta antecedentes de denuncias recibidas, gestiones realizadas y actividades asociadas al proyecto Mina Refugio de la Compañía Minera Maricunga. 

Del señor Subsecretario de Pesca


Atiende consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa al sistema de seguros de vida para pescadores artesanales implementado por el Gobierno.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 8.129-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece elección directa de los Consejeros Regionales (Boletín N° 7.923-06) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional,  que crea el Sistema Elige Vivir Sano (Boletín N° 8.749-11) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el protocolo por el que se enmienda el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, adoptado el 6 de diciembre del año 2005 (Boletín N° 8.486-10).


-- Quedan para Tabla.

Mociones


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley que incorpora en el artículo 15 de la ley N° 18.455 una norma que fija el grado de impurezas volátiles máximas en los alcoholes potables, destilados y licores (Boletín N° 8.831-01).


-- Pasa a la Comisión de Agricultura.


De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, con la que inicia un  proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, con el fin de sancionar a las empresas  de recreación o afines que no cumplan las medidas de seguridad a las que tiene derecho el consumidor (Boletín N° 8.826-03).


-- Pasa a la Comisión de Economía.


De los Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica, con la que se da inicio a un proyecto de ley que establece un requisito adicional en el artículo 237 del Código Procesal Penal en materia de procedencia de la suspensión condicional del procedimiento (Boletín N° 8.827-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Frei, para ausentarse del territorio nacional a contar del día lunes 11 del mes en curso.


 -- Se accede a lo solicitado.

Comunicaciones


Del Comité Partido Demócrata Cristiano, con el que informa que ha elegido como sus representantes a los Honorables Senadores señora Rincón y señor Sabag.


Del Comité Partido Renovación Nacional, con el que indica que sus representantes, a contar de esta fecha, son los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica.


-- Se toma conocimiento.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1.- Tratar en Fácil Despacho, de la Sesión Ordinaria de mañana, los siguientes proyectos de ley:


a) el que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251 (Boletín Nº 7.818-14), signado con el número 9 en la Tabla de hoy.


b) el que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 8.129-07).


2.- Remitir el proyecto de ley que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 8.129-07) a Comisiones Unidas de Hacienda y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para su despacho en particular.


3.- Extender el Orden del Día de la Sesión Ordinaria de mañana hasta las 21 horas, dejando sin efecto la Hora de Incidentes, con el objeto de continuar tratando el proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


4.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la Sesión Ordinaria del próximo martes 19 del mes en curso, el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín Nº 8.041-04).


5.- Realizar un homenaje al conjunto folklórico Los Lazos inmediatamente después de la Cuenta, en la sesión ordinaria del día de hoy.


6.- Volver el proyecto de ley, signado con el número 4.- de la Tabla, que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado (Boletín Nº 8.105-11), a la Comisión de Salud, para un nuevo primer informe.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Larraín Fernández se refiere al proyecto de ley que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 8.129-07) y señala que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento está de acuerdo con su texto, por lo que sugiere agilizar su despacho.


La Sala resuelve que la iniciativa sea considerada, en particular, solamente por la Comisión de Hacienda.
- - -


El mismo señor Senador pide abrir nuevo plazo de indicaciones para el proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletín N° 8.324-03).


La Sala acuerda que dicho plazo sea hasta las 18 horas de hoy, en la Secretaría de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas.

- - -


A petición del Honorable Senador señor Uriarte, la Sala autoriza a la Comisión de Salud para que discuta en general y en particular el nuevo primer informe que le solicitó respecto del proyecto de ley que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado (Boletín Nº 8.105-11).

- - -


A continuación, el señor Secretario General hace presente a la Sala que en la sesión 99ª ordinaria, celebrada el día 23 de enero recién pasado, se aprobó en general el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversas normas que regulan la actividad hípica nacional con el fin de incentivar y promover dicha actividad en Chile (Boletín N° 8.773-05), iniciativa respecto de la cual no se han presentado indicaciones en el plazo fijado al efecto, por lo que en conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación, corresponde darla por aprobada también en particular.


En consecuencia, el señor Presidente declara aprobada dicha iniciativa en particular.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 4.566, General de Hipódromos:


1) Agrégase en su artículo 1º el siguiente inciso segundo:


“El sistema de apuestas mutuas podrá recaer también sobre competencias hípicas de caballos fina sangre disputadas en el extranjero y transmitidas en vivo en el país. El monto bruto de las apuestas mutuas que se realicen sobre estas competencias se regirá por lo dispuesto en los incisos cuarto y siguientes del artículo 1º del decreto ley Nº 2.437, de 1978, que establece la distribución del monto de las apuestas mutuas y otras normas de la actividad hípica. La regulación del sistema de apuestas señaladas en este inciso será materia del Reglamento de Carreras.”.


2) Agrégase en su artículo 4º el siguiente inciso cuarto:


“Las sanciones señaladas en el artículo anterior y en el presente artículo se aplicarán también a todo aquel que explote apuestas mutuas sobre carreras disputadas en el extranjero y que no cumpla con las condiciones establecidas al efecto por esta ley y por el Reglamento de Carreras.”.


3) Intercálanse, antes del Título II, los siguientes artículos 7º y 7º bis:


“Artículo 7º.- Las apuestas mutuas sobre carreras disputadas en el extranjero, deberán recaer sobre competencias de caballos de carrera fina sangre que se lleven a cabo en hipódromos reconocidos por las autoridades del país en que se disputen tales competencias.


Artículo 7º bis.- Para que los hipódromos nacionales en actividad puedan recibir apuestas por carreras de caballos fina sangre disputadas en el extranjero, será requisito que el número de carreras en vivo celebradas en cada uno de dichos hipódromos, en el año calendario anterior al de la transmisión de las carreras disputadas en hipódromos extranjeros, sea igual o superior al del año calendario anterior a aquél, salvo fuerza mayor o impedimento justificado, requisitos todos que serán especificados en el Reglamento de Carreras, el que además reglamentará y establecerá la forma de verificar tales requisitos y las condiciones del sistema de transmisión y exhibición de las carreras.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1º del decreto ley Nº 2.437, de 1978, que establece la distribución del monto de las apuestas mutuas y otras normas de la actividad hípica nacional:


1) Suprímese en el inciso primero la expresión “, semestralmente, hasta”.


2) Introdúcense los siguientes incisos cuarto y quinto:


“En el caso de las apuestas mutuas que se realicen sobre carreras de caballos fina sangre llevadas a cabo en el extranjero y transmitidas en vivo, el descuento total o comisión se fijará en un 30% del monto bruto de las apuestas mutuas, y se distribuirá conforme a las siguientes reglas:


a) 3% a beneficio fiscal como impuesto único, que se enterará en la Tesorería General de la República conjuntamente con el impuesto establecido en la letra a) del inciso primero;


b) 12,5% como mínimo para premios de carreras en vivo, el que será repartido entre los hipódromos en partes iguales, y


c) El porcentaje que resultare como saldo, para gastos de administración y apuestas mutuas de los hipódromos.


El saldo de las apuestas mutuas señaladas en el inciso anterior, que resulte una vez descontada la comisión, se destinará al pago de dividendos a los apostadores. Los acuerdos adoptados al respecto deberán ser publicados.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.-  Esta ley entrará en vigencia una vez que el Reglamento de Carreras sea modificado para regular las materias que la ley Nº 4.566 y el decreto ley Nº 2.437 establecen respecto de las apuestas mutuas sobre carreras de caballo fina sangre disputadas en el extranjero y transmitidas en vivo en Chile.


No obstante, en el año calendario en que esta ley entre en vigencia, el sistema de apuestas mutuas que recaiga sobre competencias hípicas de caballos fina sangre disputadas en el extranjero, podrá llevarse a cabo sin observar los requisitos exigidos en el artículo 7º bis de la ley Nº 4.566, General de Hipódromos. Dicha norma se aplicará a contar del año calendario subsiguiente al de entrada en vigencia de esta ley.


Artículo segundo.- Por decreto del Ministro de Hacienda expedido en la forma señalada en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975, podrá destinarse, para el año calendario correspondiente a la publicación de esta ley en el Diario Oficial, hasta $ 100.000 miles al Consejo Superior de la Hípica Nacional, recursos que deberán reasignarse desde el Programa 01 del Capítulo Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda. Dichos recursos serán transferidos previa firma de un Convenio con la entidad receptora, en la cual deberá señalarse el uso de los recursos, los objetivos a cumplir, y sus rendiciones, entre otros, en el marco de la normativa vigente.”.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

HOMENAJE AL CONJUNTO FOLKLÓRICO “LOS LAZOS”


El señor Presidente anuncia que corresponde rendir homenaje al conjunto folklórico “Los Lazos”, de Aysén.


Al efecto, ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio).


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el homenaje.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional,  que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata de la iniciativa contenida en los Boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos, para cuyo despacho se ha hecho presente la urgencia calificada de “suma”.


Informa que la iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión del 4 de julio de 2012.


Manifiesta que la Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 3° del proyecto no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones y destaca que esta disposición debe darse por aprobada, salvo que algún Senador solicite, con el respaldo de la unanimidad de los presentes, su discusión o votación.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobado el referido precepto.

- - -


A continuación, el señor Secretario General explica que el referido órgano técnico realizó diversas modificaciones a la iniciativa sancionada en general, las cuales fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de dos de ellas, que serán puestas en discusión y votación oportunamente.


Resalta que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición o existan indicaciones renovadas.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1º

Número 1)

Párrafo primero


Suprimir, en el párrafo primero, la frase “y particulares reconocidos por el Estado”.

Párrafo final


Eliminarlo.

Número 3)


- Reemplazar, en el párrafo primero, la expresión “un representante”, entre la frase “Confederación de la Producción y del Comercio, por” y “de las organizaciones culturales”, por la expresión “dos representantes”, e intercalar, entre las expresiones “de las organizaciones culturales, artísticas” y “y patrimoniales”, la frase “, de urbanismo o arquitectura”.


- Sustituir, en el párrafo segundo, la frase “siempre que durante dicho período se encuentre en el ejercicio del cargo de senador o diputado, según corresponda”, por la frase “debiendo recaer dicho nombramiento en ex senadoras o ex senadores y en ex diputadas o ex diputados, según corresponda”.


- Intercalar, en el párrafo tercero, entre la palabra “representante” y el punto aparte (.), la frase “, quien tendrá voto dirimente en caso de empate”.

Número 6)

Eliminar la expresión “, con las modificaciones señaladas más adelante”.

Artículo 3º

Número 2


Incorporar, en su párrafo segundo, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:


“Los desembolsos efectivos que realicen los contribuyentes y que den derecho al señalado crédito, se reajustarán en la forma establecida para los pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta a contar de la fecha en que se incurrió en el desembolso efectivo, y no constituirán un gasto necesario para producir la renta, pero no se les aplicará lo dispuesto en el artículo 21 de dicha ley.”.

Artículo 8°

Numeral 2)


Reemplazar la frase “contendrá las especificaciones que se extenderá con las formalidades que señale el Reglamento”, por la expresión “se extenderá al donante, conforme a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos”.

Numeral 3)


Suprimirlo, pasando el numeral 4) a ser 3) sin otra enmienda.

Artículo 9º

Número 1)


Reemplazar, en su párrafo primero, por una coma (,) la conjunción “y” que sigue a la palabra “cultura”, agregar, a continuación de la expresión “las artes”, la locución “y el patrimonio”, e intercalar, a continuación del vocablo “infraestructura”, la frase “, incluyendo la patrimonial”.


Incorporar el siguiente párrafo tercero, nuevo: 


“El Comité deberá divulgar y promover entre los donantes aquellos proyectos aprobados vigentes cuya ejecución se realice en comunas de escasos recursos. Asimismo, el Comité priorizará el análisis y aprobación de aquellos proyectos que contemplen la realización de actividades culturales en dichas comunas”.

Número 2)


Suprimir su párrafo segundo, pasando los actuales párrafos tercero y cuarto a ser segundo y tercero, respectivamente, sin enmiendas. 

Artículo 10

Inciso primero

Letra a)


Agregar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración final: “En todo caso, se deberá asegurar que la retribución cultural gratuita a la comunidad constituya al menos el 30% de los bienes, servicios, o beneficiarios finales generados por el proyecto. En el caso de proyectos relativos a espectáculos que se financien en su totalidad con donaciones acogidas a la presente ley, la retribución consistirá en disponer de un 30% de las entradas con un descuento de, al menos, el 30% del valor, debiendo distinguirse entre espectáculos de creación y temporada de estrenos, en los cuales se deberá garantizar, al menos, ocho funciones en cartelera y los proyectos de presentación y circulación de espectáculos, en los que no se exigirá un mínimo de funciones.”.”.

Artículo 11


Sustituir su inciso tercero por el siguiente:


“Asimismo, deberán elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, de acuerdo a los contenidos que establezca el Servicio de Impuestos Internos, el cual deberá serle remitido a dicho Servicio en la forma y plazo que éste señale mediante resolución.”.

Artículo 12


- Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, a ser tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente:


“Asimismo, los beneficiarios deberán presentar al Comité una declaración jurada informando los contratos que suscriban con motivo de la ejecución del proyecto, individualizando las partes contratantes y el precio total pactado en cada uno de los contratos, cuando correspondiere. Del mismo modo, deberán elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, y presentar dicha información al Comité. La información señalada precedentemente deberá ser entregada al Comité dentro del mes siguiente al del cierre del ejercicio correspondiente.”.


- Incorporar los  siguientes incisos finales, nuevos:


“El Comité podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale, aquellas resoluciones que hubiere emitido durante el ejercicio y que puedan tener como consecuencia la pérdida de los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.


Anualmente el Comité de Donaciones Culturales deberá evacuar un reporte completo que contenga toda la información indicada en este artículo, consolidada, que permita conocer tanto los montos donados, los donantes y los beneficiarios, resguardando el secreto tributario hasta donde ello no impida el debido conocimiento público del buen uso de esta franquicia. Este informe deberá ser hecho público de manera electrónica y enviarse copia de él a las Comisiones de Hacienda y de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados.".

Artículo 14

Incisos tercero y cuarto


Reemplazarlos por los siguientes:


“Los demás contribuyentes señalados en el inciso primero, determinarán el valor de las especies que donen según las normas de valoración de bienes contenidas en la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones. No obstante, cuando en dicha ley no se establezcan métodos de valorización para bienes específicos, el beneficiario deberá contar con un informe de peritos independientes, cuyo costo será de su cargo y no formará parte de la donación.


Las especies donadas no formarán parte del costo de los bienes del activo de los donatarios que determinen sus rentas efectivas según contabilidad completa, durante la ejecución del proyecto. Adicionalmente, en el caso de la donación de especies que deban formar parte del activo fijo de los donatarios, durante el plazo de ejecución del proyecto, éstos no podrán deducir suma alguna por concepto de depreciación.”.


-Incorporar los siguientes artículos 19 y 20, nuevos:


“Artículo 19.- Información a la Cámara de Diputados. El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes informará anualmente y por escrito a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados acerca del uso de los beneficios tributarios contenidos en esta ley y del número de proyectos aprobados por el Comité.


Artículo 20.- Mecanismos de información y transparencia. Con anterioridad al 30 de junio de cada año, el Comité preparará anualmente, para fines estadísticos y de información, un informe en el que se incluirá de manera general y en términos agregados, la siguiente información referida al año calendario anterior:


a) Identificación de los proyectos aprobados, señalando su propósito, presupuesto, montos efectivamente recibidos y región a los que fueron destinados.


b) Número de contribuyentes que hayan efectuado donaciones en el mismo período.


c) Cantidad total de recursos comprometidos por los contribuyentes en proyectos aprobados por el Comité, debiendo indicarse las regiones del país que concentran el mayor compromiso de recursos para dichos proyectos.


El informe al que se refiere el inciso anterior será de público conocimiento, debiendo quedar publicado en forma electrónica en el sitio web del Comité, a más tardar el 31 de julio de cada año.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Incorporar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:


“Artículo Tercero.- Durante el primer trimestre del año 2017, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá encargar a expertos independientes la realización de una evaluación de la presente ley en cuanto instrumento de fomento para la realización de actividades culturales.


Adicionalmente, el Servicio de Impuestos Internos deberá confeccionar un informe completo acerca del uso de la franquicia para donaciones culturales, incluyendo todos los donantes y donatarios, los montos involucrados y una reseña sobre todos los procesos de fiscalización efectuados, incluyendo citaciones, liquidaciones y eventuales juicios tributarios. Este informe deberá ser enviado a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados, y de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado.


En el estudio mencionado en el inciso primero deberá realizarse, a lo menos, un análisis acerca del efecto o impacto que la presente ley hubiere tenido en la creación de nuevas iniciativas y proyectos, y la calidad de los mismos, así como en el desarrollo de las instituciones ya existentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, principalmente, en términos de impacto en las comunidades y en la sociedad, y estímulos al desarrollo de más y mejores iniciativas culturales. El mencionado estudio deberá incluir, además, de manera general y en términos agregados, la misma información a la que se refiere el artículo 12 de la presente ley.


Ambos estudios serán de público conocimiento, debiendo ser publicados en forma electrónica o digital antes del 31 de agosto de 2017 y enviado, en la misma fecha a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados, y de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado. Lo anterior es sin perjuicio de las evaluaciones que las autoridades competentes realicen anualmente acerca del uso de la presente ley por parte del sector privado, las que serán de público conocimiento, debiendo ser publicadas en forma electrónica dentro del primer semestre de cada año.”.

- - -


El Honorable Senador señor Novoa solicita


Puesta en votación esta redacción, es aprobada por unanimidad de los presentes, cumpliéndose con el quórum constitucional exigido.


Asimismo, se acuerda oficiar, al respecto, a la Excma. Corte Suprema, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental.
- - -


Enseguida, se pone en discusión la modificación relativa a la letra d) del artículo 225-2, contenido en el número 3 del artículo 1° del proyecto.


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Espina y Walker (don Patricio).

 Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en relación con esta norma, son retiradas, quedando, en consecuencia, aprobada la enmienda en análisis.


Finalmente, hace uso de la palabra la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:


1.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 224 por el siguiente:


“Artículo 224.- Toca de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal de sus hijos. Éste se basará en el principio de corresponsabilidad, en virtud del cual ambos padres, vivan juntos o separados, participarán en forma activa, equitativa y permanente en la crianza y educación de sus hijos.”.


2.- Reemplázase el artículo 225 por el siguiente:


“Artículo 225.- Si los padres viven separados podrán determinar de común acuerdo que el cuidado personal de los hijos corresponda al padre, a la madre o a ambos en forma compartida. El acuerdo se otorgará por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, y deberá ser subinscrito al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días subsiguientes a su otorgamiento. Este acuerdo podrá revocarse o modificarse cumpliendo las mismas solemnidades.


El cuidado personal compartido es un régimen de vida que procura estimular la corresponsabilidad de ambos padres que viven separados, en la crianza y educación de los hijos comunes, mediante un sistema de residencia que asegure su adecuada estabilidad y continuidad.


El acuerdo a que se refiere el inciso primero deberá establecer la frecuencia y libertad con que el padre o madre privado del cuidado personal mantendrá una relación directa y regular con los hijos.


Si los padres viven separados y no hubiere acuerdo entre ellos, compartirán la responsabilidad y todos los derechos y obligaciones respecto de los hijos comunes. Sin perjuicio de lo anterior y mientras no exista acuerdo, el juez deberá resolver dentro de sesenta días quién tendrá a cargo el cuidado del hijo. En el intertanto, éste continuará bajo el cuidado de la persona con quien esté residiendo, sea ésta el padre, la madre o un tercero.


En cualquiera de los casos establecidos en este artículo, cuando las circunstancias lo requieran y el interés del hijo lo haga conveniente, el juez podrá modificar lo establecido, para atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido. Pero no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiere contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo. Siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la frecuencia y libertad con que el otro mantendrá con él una relación directa y regular.


En ningún caso el juez podrá fundar exclusivamente su decisión en la capacidad económica de los padres.


Mientras una nueva subinscripción relativa al cuidado personal no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.”.


3.- Incorpórase, como artículo 225-2, el siguiente:


“Artículo 225-2.- En el establecimiento del régimen y ejercicio del cuidado personal, se considerarán y ponderarán conjuntamente los siguientes criterios y circunstancias:


a) La vinculación afectiva entre el hijo y sus padres, y demás personas de su entorno familiar;


b) La aptitud de los padres para garantizar el bienestar del hijo y la posibilidad de procurarle un entorno adecuado, según su edad;


c) La actitud de cada uno de los padres para cooperar con el otro, a fin de asegurar la máxima estabilidad al hijo y garantizar la relación directa y regular;


d) La dedicación efectiva que cada uno de los padres procuraba al hijo antes de la separación y, especialmente, la que pueda seguir desarrollando de acuerdo con sus posibilidades;


e) La opinión expresada por el hijo;


f) El resultado de los informes periciales que se haya ordenado practicar;


g) Los acuerdos de los padres antes y durante el respectivo juicio;


h) El domicilio de los padres, e


i) Cualquier otro antecedente que sea relevante atendido el interés superior del hijo.”.


4.- Agrégase el siguiente inciso tercero, al artículo 227:


“El juez podrá apremiar en la forma establecida en el artículo 543 del Código de Procedimiento Civil, a quien fuere condenado por resolución judicial que cause ejecutoria, a hacer entrega del hijo y no lo hiciere o se negare a hacerlo en el plazo que se hubiere determinado para estos efectos. En igual apremio incurrirá el que retuviere especies del hijo y se negare a hacer entrega de ellas a requerimiento del juez.”.


5.- Derógase el artículo 228.


6.- Sustitúyese el artículo 229 por el siguiente:


“Artículo 229.- El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo tendrá el derecho y el deber de mantener con él una relación directa y regular, la que se ejercerá con la frecuencia y libertad acordada directamente con quien lo tiene a su cuidado según las convenciones a que se refiere el inciso primero del artículo 225 o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo.


Se entiende por relación directa y regular aquella que propende a que el vínculo familiar entre el padre o madre que no ejerce el cuidado personal y su hijo se mantenga a través de un contacto periódico y estable.


Para la determinación de este régimen, los padres, o el juez en su caso, fomentarán una relación sana y cercana entre el padre o madre que no ejerce el cuidado personal y su hijo, velando por el interés superior de este último, su derecho a ser oído y la evolución de sus facultades, y considerando especialmente:


a) La edad del hijo.


b) La vinculación afectiva entre el hijo y su padre o madre, según corresponda, y la relación con sus parientes cercanos.


c) El régimen de cuidado personal del hijo que se haya acordado o determinado.


d) Cualquier otro elemento de relevancia en consideración al interés superior del hijo.


Sea que se decrete judicialmente el régimen de relación directa y regular o en la aprobación de acuerdos de los padres en estas materias, el juez deberá asegurar la mayor participación y corresponsabilidad de éstos en la vida del hijo, estableciendo las condiciones que fomenten una relación sana y cercana.


El padre o madre que ejerza el cuidado personal del hijo no obstaculizará el régimen de relación directa y regular que se establezca a favor del otro padre, conforme a lo preceptuado en este artículo.


Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando manifiestamente perjudique el bienestar del hijo, lo que declarará el tribunal fundadamente.”.


7.- Incorpórase, como artículo 229-2, el siguiente:


“Artículo 229-2.- El hijo tiene derecho a mantener una relación directa y regular con sus ascendientes. A falta de acuerdo, el juez fijará la modalidad de esta relación atendido el interés del hijo, en conformidad a los criterios del artículo 229.”.


8.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 244:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“A falta de acuerdo, toca al padre y a la madre en conjunto el ejercicio de la patria potestad.”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“Con todo, los padres podrán actuar indistintamente en los actos de mera conservación. Respecto del resto de los actos, se requerirá actuación conjunta. En caso de desacuerdo de los padres, o cuando uno de ellos esté ausente o impedido o se negare injustificadamente, se requerirá autorización judicial.”.


9.- Modifícase el artículo 245 en el siguiente sentido:


a) Intercálanse en el inciso primero, entre los términos “hijo,” y “de conformidad” las palabras “o por ambos,”.


b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Sin embargo, por acuerdo de los padres o resolución judicial fundada en el interés del hijo, podrá atribuirse la patria potestad al otro padre o radicarla en uno de ellos si la ejercieren conjuntamente. Además, basándose en igual interés, los padres podrán ejercerla en forma conjunta. Se aplicarán al acuerdo o a la resolución judicial las normas sobre subinscripción previstas en el artículo precedente.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“En el ejercicio de la patria potestad conjunta, se aplicará lo establecido en el inciso tercero del artículo anterior.”.


Artículo 2°.- Reemplázase, en el artículo 42 de la ley N° 16.618, de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000, la frase inicial “Para los efectos” por “Para el solo efecto”.


Artículo 3°.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 21 de la ley N° 19.947, sobre Matrimonio Civil, por el siguiente:


“En todo caso, si hubiere hijos, dicho acuerdo deberá regular también, a lo menos, el régimen aplicable a los alimentos, al cuidado personal y a la relación directa y regular que mantendrá con los hijos aquél de los padres que no los tuviere bajo su cuidado. En este mismo acuerdo, los padres podrán convenir un régimen de cuidado personal compartido.”.”.

________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de

la Comisión de Hacienda


El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde continuar ocupándose de la iniciativa de la referencia, solicita la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y del asesor legislativo de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “suma”. Hace presente que se debe comenzar el debate del número 12, que pasaría a ser 14, del artículo 1° del proyecto, mediante el cual las Comisiones unidas proponen reemplazar el artículo 15 de la ley vigente respectiva, que es de rango orgánico constitucional.

Informa que en cuanto a este numeral se han renovado cuatro indicaciones y que el Honorable Senador señor Novoa pidió votación separada de los preceptos que fueron aprobados por mayoría.

- - -


A continuación, se considera la indicación número 200 bis, renovada, que sustituye el aludido artículo 15.


Sobre este punto, hacen uso de la palabra el señor Subsecretario de Telecomunicaciones y los Honrables Senadores señores Chahuán, Letelier, Pizarro, Gómez, Girardi y Coloma y señora Allende.


Cerrado el debate, se pone en votación la aludida indicación, la que es rechazada por 22 votos en contra, 5 a favor y una abstención.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Votan a favor, los Honorables Senadores señora Allende y señores Girardi, Gómez, Muñoz Aburto y Tuma.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier, quien fundamenta su decisión.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha terminado el Orden del Día, quedando pendiente la discusión de este asunto.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende y señor García han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 2ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 13 DE MARZO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Justicia, y Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Cristián Larroulet, señora Patricia Pérez y señor Luciano Cruz-Coke, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor legislativo de dicha Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 100ª, ordinaria, de 5 de marzo, 101ª, especial, y 102ª, ordinaria, ambas de 6 de marzo, todas del año 2013, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, al proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).


-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que prestó su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N° 20.502, que crea Ministerio del Interior y Seguridad Pública y Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, facultando a los municipios a constituir Consejos Comunales de Seguridad Pública (Boletín N° 8.517-25).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Con el segundo, comunica que prestó su aprobación a las modificaciones propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que regula el contrato de seguro (Boletín N° 5.185-03).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia de resoluciones dictadas en el requerimiento de inconstitucionalidad presentado por un grupo de Honorables Senadores, respecto de los incisos segundo y tercero del nuevo artículo 112 B, introducidos por el proyecto de ley, en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, para fortalecer la protección de principios activos de medicamentos (Boletín N° 8.183-03).


-- Se toma conocimiento.

De los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional


Remiten, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 13 de la ley N° 20.297, el informe correspondiente al primer semestre de 2012, respecto de tropas nacionales que participan en operaciones de paz fuera del territorio de la República. 


-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

Del señor Contralor General de la República


Atiende petición, cursada en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, relativa a realización de auditorías en las Municipalidades de Llanquihue, Fresia, Frutillar, Maullín, Puqueldón y Queilen.

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre factibilidad sanitaria del proyecto Fuerte Viejo, en la comuna de Lota.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Nuevo segundo informe de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, recaído en los incisos cuarto y quinto del artículo 13, contemplado en el numeral 9 del artículo 1º propuesto en su segundo informe del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Se manda agregar a sus antecedentes.


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 8.129-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento (Boletín Nº 8.771-01) (con urgencia calificada de “suma”).


De las Comisiones de Defensa Nacional y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece nuevo mecanismo de cálculo del sueldo base para el personal a jornal de las Fuerzas Armadas (Boletín Nº 8.613-02).


-- Quedan para Tabla.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señor Larraín Fernández y señora Alvear, con la que proponen un proyecto de ley que introduce el voto programático en la elección del Presidente de la República, de senadores y diputados y de alcaldes, y establece la obligación de rendir cuenta anual del cumplimiento de sus respectivos compromisos programáticos.


-- Se declara inadmisible por contener materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Gómez, Lagos, Muñoz Aburto y Rossi, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el reintegro de los trabajadores del Instituto de Fomento Pesquero y el fortalecimiento integral de su institucionalidad (Boletín N° S 1.558-12).


-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicaciones


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con la que informa que, en sesión del día de hoy, ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Pedro Muñoz Aburto.


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con la que expone que, en sesión del día de hoy, eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Patricio Walker Prieto.


-- Se toma conocimiento.


Al término de la cuenta, llega a la Mesa una comunicación del Comité Partido Socialista, con la que informa que ha elegido como sus representantes a los Honorables Senadores señor Rossi y señora Allende.


-- Se toma conocimiento.

- - -


Por otra parte, a proposición del señor Presidente, la Sala acuerda oficiar al señor Secretario de Estado S.EM., Cardenal Tarcisio Bertone, y al señor Nuncio Apostólico en Chile a fin de hacer llegar a la Iglesia Católica las felicitaciones de la Corporación por la reciente elección del Sumo Pontífice, Su Santidad Francisco, con sus mejores deseos al nuevo Papa en las trascendentes responsabilidades que ha asumido.

- - -


Posteriormente, la Honorable Senadora señora Allende pide recabar el acuerdo de la Sala para que se abra un nuevo plazo de indicaciones al proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y las Comunas Mineras de Chile (FONDENOR) (Boletín N° 8.272-08).


La Sala acuerda que dicho plazo sea hasta las 12 horas del día 19 del mes en curso, en la Secretaría de la Comisión de Minería y Energía.

- - -


Luego, la Sala decide dejar sin efecto el acuerdo adoptado para sesionar hoy hasta las 21 horas. Asimismo, resuelve celebrar una sesión especial el día 19 del mes en curso, de 12 a 14 horas, con el objeto de proseguir el estudio del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín Nº 6.190-19), disponiéndose, además, que las sesiones ordinarias de ese día y del 20 del presente mes se extiendan hasta las 21 horas, sin Tiempo de Votaciones ni Hora de Incidentes.
- - -


Por otra parte, y a petición de los Honorables Senadores señores Navarro y Rossi, se acuerda incluir en la Tabla de Fácil Despacho de hoy el proyecto de ley que declara feriado el día 7 de junio para la Región de Arica y Parinacota (Boletín N° 6.967-06), para ser considerado sin debate.

- - -


A su turno, el señor Presidente señala que el Ejecutivo ha solicitado que la iniciativa que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (Boletín N° 7.761-24), sea vista en el primer lugar del Orden del Día de hoy, a lo cual se accede.

- - -


A continuación, el señor Secretario General da cuenta de la resolución de la Comisión de Régimen Interior, adoptada en sesión del día de hoy, de proponer a la Sala la aprobación del siguiente proyecto de acuerdo (Boletín N° S 1.559-12):

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Rossi, Sabag y Tuma, con el que se solicita a S.E. el Presidente de la República que adopte las medidas conducentes a la disolución de la Editorial Jurídica de Chile y que se confiera la facultad que se indica a la Biblioteca

del Congreso Nacional

“Considerando:

1. Que la creación de la Editorial Jurídica de Chile (EJCH) data del año 1945 y correspondió a una iniciativa conjunta del Congreso Nacional, por intermedio de su Biblioteca, con la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile, siendo su función publicar y mantener al día los Códigos de la República, confeccionar y publicar códigos anotados y repertorios de jurisprudencia, obras jurídicas y, en general, colaborar en la confección y publicación de cualquiera obra que pueda ser de interés para el progreso de las ciencias jurídicas y sociales y de la legislación del país;

2. Que, en cuanto a la naturaleza jurídica de la EJCH, la ley N° 8.737, de 6 de febrero de 1947, le concedió personalidad jurídica de derecho público, norma que posteriormente fue complementada mediante la ley N° 8.828. A este respecto la Contraloría General de la República señaló que la “Editorial Jurídica de Chile es una corporación de derecho público que no forma parte de los cuadros orgánicos de la Administración del Estado por lo que queda excluida del control que ejerce la Contraloría sobre los servicios estatales. No tiene obligación de rendir cuenta del uso y destino de fondos fiscales cuando le son asignados genéricamente”;

3. Que en materia de financiamiento, la EJCH, en sus orígenes, contaba con fondos provenientes del recargo del 10% que se aplicaba a las multas por infracciones a leyes, decretos, decretos leyes, decretos con fuerza de ley, reglamentos u ordenanzas municipales. Posteriormente, el decreto ley N° 728, de 1974, estableció que le correspondería el 0,03% de los recursos destinados a la Contraloría General de la República. Sin embargo, esta norma fue derogada tácitamente al dictarse el decreto ley N° 2.053, de 1977, que eliminó el artículo 148 de la Ley Orgánica de la Contraloría, disposición que sustentaba su financiamiento público y, por tanto, a partir de esa fecha, dejó de recibir aportes fiscales;

4. Que, frente a esta nueva realidad, la institución se vio en la necesidad de proveerse sus propios fondos, lo que, en la actualidad, la ha llevado a una situación económica en extremo delicada. De acuerdo a un análisis económico presentado por Consultora Felipe Montt & Asociados en octubre de 2012, la entidad mantiene una situación imposible de sostener financieramente bajo el actual modelo y condiciones de trabajo;

5. Que, ante a este panorama, la mencionada consultora propuso al Consejo de la EJCH, órgano encargado de su dirección y administración superior, evaluar dos alternativas: el cierre o la restructuración de la institución. Según consignan las respectivas actas, la mayoría del Consejo estimó que la continuidad de la EJCH era inviable; 

6. Que dada esta inminente crisis que enfrenta la institución, es preciso considerar la importancia de las funciones que ella cumple. Especial atención merece la atribución que le fue conferida por la ley Nº 8.828, conforme a la cual corresponde a dicha entidad la exclusividad de la edición oficial de los Códigos de la República. La importancia de esta edición oficial irroga consecuencias directas, pues se trata de las fuentes normativas oficiales y, por tanto, se encuentran dotadas de certeza jurídica, lo que es imprescindible en un Estado de Derecho;

7. Que atendida la importancia de esta función, la cual debe mantenerse en el tiempo, resulta pertinente que ella sea traspasada a la Biblioteca del Congreso Nacional (BCN). En primer término, por la existencia de un vínculo de origen fundacional entre la BCN y la EJCH. Asimismo, en materia de implementación, la BCN ha desarrollado la base de datos legal del Congreso Nacional (Ley Chile), que es la más completa y consultada del país, con más de 20.000 visitas diarias y más de 260.000 textos legales completos, entre los que se encuentran los Códigos de la República actualizados y en formato digital. La filosofía de la publicación digital de los textos legales es contar con datos abiertos interoperables, es decir, usables y reutilizables por los usuarios. Por otra parte, es importante considerar, para efectos de la seguridad jurídica requerida por los ciudadanos, que los procesos de ingreso, actualización e integración de la base de datos se encuentran certificados bajo la norma ISO 9001:2008 y son realizados por profesionales especializados en tratamiento de información jurídica, y

8. Que, en consecuencia, existiendo una situación que hace materialmente imposible la continuidad de la Editorial Jurídica de Chile dado el grave estado financiero en el que se encuentra, resulta necesario proceder a su disolución previo cumplimiento de los requisitos que establece el artículo 6° de la ley N° 8.737. Asimismo, atendida la importancia de la función que ella cumple en la actualidad en el ámbito de la edición de los Códigos de la República y dado su vínculo histórico con la Biblioteca del Congreso Nacional, es atendible que tal función sea traspasada a dicha biblioteca, entidad que cuenta con la capacidad técnica necesaria para desarrollar la referida tarea con altos estándares de calidad y certeza.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto de ley que:


a) Disponga la disolución de la Editorial Jurídica de Chile, estableciendo una comisión liquidadora encargada del proceso de liquidación y cierre de dicha entidad, y regulando el destino de sus bienes y los efectos legales que procedan;


b) Confiera a la Biblioteca del Congreso Nacional la facultad, en carácter de exclusiva, de editar y publicar en formato digital los textos oficiales de los Códigos de la República, manteniendo los procesos actualmente vigentes para esa edición. Asimismo, que disponga que los textos que publique la BCN en formato digital sean puestos a disposición de los usuarios de manera gratuita en la base de datos Ley Chile, facilitando el acceso de todos los habitantes del país a las fuentes legales oficiales.”.

- - -


La Sala aprueba esta iniciativa por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

___________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251, con segundo

informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General expresa que la iniciativa, Boletín N° 7.818-14, fue aprobada en general en sesión del 19 de diciembre de 2012. Agrega que la Comisión deja constancia de que el artículo 2º no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conserva el mismo texto aprobado en general.


Por otra parte, manifiesta que el órgano técnico subraya que todas las indicaciones presentadas fueron retiradas; por tanto, corresponde dar por aprobada la iniciativa en particular en los mismos términos en que fue despachada en general por la Sala.


Destaca que los incisos segundo y tercero del artículo 1° y el número 1) del artículo 2° del proyecto tienen carácter de normas orgánicas constitucionales.
- - -


Puesta en votación en particular, la iniciativa es aprobada por 25 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política, respecto de los incisos segundo y tercero del artículo 1° y del número 1) del artículo 2° del proyecto.

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Además, el Honorable Senador señor Girardi manifiesta su intención de voto favorable.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251


Artículo 1°.- Los propietarios de viviendas sociales, emplazadas en áreas urbanas o rurales, podrán por una sola vez, dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, regularizar las ampliaciones de hasta 25 m2 de superficie que hubieren efectuado en dichas viviendas, cumpliendo además con los requisitos que se señalan a continuación:


1) No estar emplazadas en zonas de riesgo o protección, en franjas declaradas de utilidad pública o en bienes nacionales de uso público. 


2) A la fecha de la regularización no deben existir reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ingresadas con anterioridad a la fecha de publicación de la presente ley, ante la Dirección de Obras Municipales o el juzgado de policía local respectivo.


3) Las ampliaciones deben cumplir con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores.


4) El propietario deberá presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:


a) Declaración simple del propietario, señalando ser titular del dominio del inmueble y que la ampliación cumple con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad e instalaciones interiores.


b) Especificaciones Técnicas resumidas y un plano esquemático que grafique la planta y el perfil de la ampliación, señalando las medidas y superficie a regularizar.


Tratándose de ampliaciones en segundo piso o superior la solicitud deberá ser firmada por un arquitecto, o bien, contar con un informe favorable de inspección de la Dirección de Obras Municipales.


La Dirección de Obras Municipales, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, deberá pronunciarse, con el solo mérito de los documentos a que se refiere este artículo y, si procediere, otorgará el correspondiente certificado de regularización.


En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad funcionaria.


Las regularizaciones que se efectúen de conformidad al presente artículo, estarán exentas de los derechos municipales establecidos en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 166 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones:


1) Intercálase a continuación del inciso segundo el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos terceros, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente:


“La certificación profesional a que se refiere el inciso anterior no se requerirá cuando la ampliación cuente con un informe favorable de inspección de la Dirección de Obras Municipales.”.


2) Incorpóranse a continuación del actual inciso cuarto, que pasó a ser quinto, los siguientes incisos sexto y séptimo:


“Lo dispuesto en el presente artículo también será aplicable en caso de regularización de otras viviendas o infraestructuras sanitarias en el mismo predio, en cuyo caso el valor de 520 unidades de fomento se aplicará, separadamente, a cada vivienda o infraestructura sanitaria adicional.

 
Las Municipalidades podrán desarrollar programas de regularización de conjuntos de viviendas sociales conforme al presente artículo, en cuyo caso podrán aprobarse permisos y recepciones colectivas.”.


3) Reemplázase en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser octavo, la expresión “inciso primero de este” por la palabra “presente”.”.

__________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal, con informe de la Comisión

de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General expresa que el objetivo principal de la iniciativa, que tiene el Boletín N° 8.129-07 y urgencia calificada de “discusión inmediata”, es extender algunos beneficios con los que ya cuenta el personal directivo del sector salud adscrito al Sistema de Alta Dirección Pública a los funcionarios que ocupen cargos equivalentes en el Servicio Médico Legal, con el fin de fomentar la postulación de interesados a los cargos de subdirector médico y de directores regionales del mencionado servicio forense.


Precisa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Peña, Larraín Fernández y Walker (don Patricio).


Puntualiza que el referido órgano técnico deja constancia de su opinión en cuanto a que la Sala del Senado debería discutir tanto en general cuanto en particular este proyecto, con el fin de darle una pronta tramitación.


Asimismo, hace presente que la Comisión de Hacienda, por su parte, informa que la iniciativa legal no contiene normas de su competencia, por cuanto ella no incide en materia presupuestaria y financiera del Estado, de conformidad con el artículo 17 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Ello, porque en el primer trámite constitucional, en la Honorable Cámara de Diputados, se suprimió el artículo 1º del Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, que establecía una bonificación que sí incidía en materia presupuestaria del Estado. Agrega que la Comisión adoptó dicho acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos, Novoa y Zaldívar.
- - -


Puesto en discusión el proyecto, intervienen los Honorables Senadores señores Zaldívar, Walker (don Patricio) y García.

- - -


Cerrado el debate y puesta en votación esta iniciativa, en general y en particular, es aprobada -eliminándose su artículo transitorio- por unanimidad.


Funda su voto favorable, el Honorable Senador señor Prokurica.

- - -


Posteriormente, la señora Ministra de Justicia agradece la aprobación del proyecto.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal


Artículo 1°.- Agrégase en el inciso primero del artículo 4° de la ley N° 20.261, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Lo anterior se extiende, en los mismos términos y bajo el mismo deber de información, al Subdirector Médico y a todos los Directores Regionales del Servicio Médico Legal, incluido el Director Regional Metropolitano, seleccionados por el Sistema de  Alta Dirección Pública.”.


Artículo 2°.- Agrégase en el inciso cuarto del artículo 14 del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Lo anterior será igualmente aplicable al Subdirector Médico y a todos los Directores Regionales del Servicio Médico Legal, incluido el Director Regional Metropolitano, seleccionados por el Sistema de Alta Dirección Pública.”.


Artículo 3°.- Esta ley entrará en vigencia a contar del primer día del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.

__________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el día 7 de junio para la Región de Arica y Parinacota, con informe de la Comisión

de Gobierno, Descentralización y Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General expresa que el objetivo principal de la iniciativa, que tiene el Boletín N° 6.967-06, es declarar feriado en dicha Región el 7 de junio de cada año, en conmemoración de la Toma del Morro, ocurrida en tal día de 1880.


Hace presente que la Comisión discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio aprobación por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Rossi, Sabag y Zaldívar, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


Puesto en discusión en general y en particular el proyecto, intervienen los Honorables Senadores señores Orpis, Rossi, Muñoz Aburto, Navarro y Bianchi.


Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular, el proyecto se aprueba por 29 votos a favor.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte y Zaldívar.
- - -


Cabe hacer presente que, en el marco del análisis de esta iniciativa y a instancias de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona, la Sala acuerda oficiar a S.E. el Presidente de la República para que, si lo tiene a bien, se sirva instruir al señor Ministro de Educación para que se incorpore en los planes y programas educacionales aplicados en el país, así como en los respectivos textos de estudio, una narración pormenorizada de los hechos que dieron lugar a la toma de posesión del Estrecho de Magallanes y sus territorios adyacentes, efectuada el día 21 de septiembre de 1843 por parte de los tripulantes de la goleta Ancud.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Declárase feriado el día 7 de junio de cada año para la región de Arica y Parinacota.”.

__________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, con segundo informe de la Comisión

de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata de la iniciativa contenida en el Boletín N° 7.761-24, para cuyo despacho se ha hecho presente la urgencia calificada de “suma”.


Informa que la iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión del 18 de julio de 2012.


Manifiesta que la Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 4°, 5°, 7°, 13, 15, 16, 17 y 18 permanentes y los artículos primero y segundo transitorios, contenidos en el artículo único del proyecto, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deberían darse por aprobados, salvo que algún Senador solicite, con el respaldo de la unanimidad de los presentes, su discusión o votación.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -


A continuación, el señor Secretario General pone de relieve que la Comisión de Hacienda realizó diversas modificaciones al texto despachado en general, las cuales fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de una de ellas, que será puesta en discusión y votación oportunamente.


Agrega que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición o existan indicaciones renovadas.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1º

Número 1)

Párrafo primero


Suprimir, en el párrafo primero, la frase “y particulares reconocidos por el Estado”.

Párrafo final


Eliminarlo.

Número 3)


- Reemplazar, en el párrafo primero, la expresión “un representante”, entre la frase “Confederación de la Producción y del Comercio, por” y “de las organizaciones culturales”, por la expresión “dos representantes”, e intercalar, entre las expresiones “de las organizaciones culturales, artísticas” y “y patrimoniales”, la frase “, de urbanismo o arquitectura”.


- Sustituir, en el párrafo segundo, la frase “siempre que durante dicho período se encuentre en el ejercicio del cargo de senador o diputado, según corresponda”, por la frase “debiendo recaer dicho nombramiento en ex senadoras o ex senadores y en ex diputadas o ex diputados, según corresponda”.


- Intercalar, en el párrafo tercero, entre la palabra “representante” y el punto aparte (.), la frase “, quien tendrá voto dirimente en caso de empate”.

Número 6)


Eliminar la expresión “, con las modificaciones señaladas más adelante”.

Artículo 3º

Número 2)


Incorporar, en su párrafo segundo, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Los desembolsos efectivos que realicen los contribuyentes y que den derecho al señalado crédito, se reajustarán en la forma establecida para los pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta a contar de la fecha en que se incurrió en el desembolso efectivo, y no constituirán un gasto necesario para producir la renta, pero no se les aplicará lo dispuesto en el artículo 21 de dicha ley.”.

Artículo 8°

Numeral 2)


Reemplazar la frase “contendrá las especificaciones que se extenderá con las formalidades que señale el Reglamento”, por la expresión “se extenderá al donante, conforme a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos”.

Numeral 3)


Suprimirlo, pasando el numeral 4) a ser 3) sin otra enmienda.

Artículo 9º

Número 1)


- Reemplazar, en su párrafo primero, por una coma (,) la conjunción “y” que sigue a la palabra “cultura”, agregar, a continuación de la expresión “las artes”, la locución “y el patrimonio”, e intercalar, a continuación del vocablo “infraestructura”, la frase “, incluyendo la patrimonial”.


- Incorporar el siguiente párrafo tercero, nuevo: 


“El Comité deberá divulgar y promover entre los donantes aquellos proyectos aprobados vigentes cuya ejecución se realice en comunas de escasos recursos. Asimismo, el Comité priorizará el análisis y aprobación de aquellos proyectos que contemplen la realización de actividades culturales en dichas comunas”.

Número 2)


Suprimir su párrafo segundo, pasando los actuales párrafos tercero y cuarto a ser segundo y tercero, respectivamente, sin enmiendas. 

Artículo 10

Inciso primero

Letra a)


Agregar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración final: “En todo caso, se deberá asegurar que la retribución cultural gratuita a la comunidad constituya al menos el 30% de los bienes, servicios, o beneficiarios finales generados por el proyecto. En el caso de proyectos relativos a espectáculos que se financien en su totalidad con donaciones acogidas a la presente ley, la retribución consistirá en disponer de un 30% de las entradas con un descuento de, al menos, el 30% del valor, debiendo distinguirse entre espectáculos de creación y temporada de estrenos, en los cuales se deberá garantizar, al menos, ocho funciones en cartelera y los proyectos de presentación y circulación de espectáculos, en los que no se exigirá un mínimo de funciones.”.

Artículo 11


Sustituir su inciso tercero por el siguiente:


“Asimismo, deberán elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, de acuerdo a los contenidos que establezca el Servicio de Impuestos Internos, el cual deberá serle remitido a dicho Servicio en la forma y plazo que éste señale mediante resolución.”.

Artículo 12


- Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, a ser tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente:


“Asimismo, los beneficiarios deberán presentar al Comité una declaración jurada informando los contratos que suscriban con motivo de la ejecución del proyecto, individualizando las partes contratantes y el precio total pactado en cada uno de los contratos, cuando correspondiere. Del mismo modo, deberán elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, y presentar dicha información al Comité. La información señalada precedentemente deberá ser entregada al Comité dentro del mes siguiente al del cierre del ejercicio correspondiente.”.


- Incorporar los  siguientes incisos finales, nuevos:


“El Comité podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale, aquellas resoluciones que hubiere emitido durante el ejercicio y que puedan tener como consecuencia la pérdida de los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.


Anualmente el Comité de Donaciones Culturales deberá evacuar un reporte completo que contenga toda la información indicada en este artículo, consolidada, que permita conocer tanto los montos donados, los donantes y los beneficiarios, resguardando el secreto tributario hasta donde ello no impida el debido conocimiento público del buen uso de esta franquicia. Este informe deberá ser hecho público de manera electrónica y enviarse copia de él a las Comisiones de Hacienda y de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados.".

Artículo 14

Incisos tercero y cuarto


Reemplazarlos por los siguientes:


“Los demás contribuyentes señalados en el inciso primero, determinarán el valor de las especies que donen según las normas de valoración de bienes contenidas en la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones. No obstante, cuando en dicha ley no se establezcan métodos de valorización para bienes específicos, el beneficiario deberá contar con un informe de peritos independientes, cuyo costo será de su cargo y no formará parte de la donación.


Las especies donadas no formarán parte del costo de los bienes del activo de los donatarios que determinen sus rentas efectivas según contabilidad completa, durante la ejecución del proyecto. Adicionalmente, en el caso de la donación de especies que deban formar parte del activo fijo de los donatarios, durante el plazo de ejecución del proyecto, éstos no podrán deducir suma alguna por concepto de depreciación.”.


Incorporar los siguientes artículos 19 y 20, nuevos:


“Artículo 19.- Información a la Cámara de Diputados. El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes informará anualmente y por escrito a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados acerca del uso de los beneficios tributarios contenidos en esta ley y del número de proyectos aprobados por el Comité.


Artículo 20.- Mecanismos de información y transparencia. Con anterioridad al 30 de junio de cada año, el Comité preparará anualmente, para fines estadísticos y de información, un informe en el que se incluirá de manera general y en términos agregados, la siguiente información referida al año calendario anterior:


a) Identificación de los proyectos aprobados, señalando su propósito, presupuesto, montos efectivamente recibidos y región a los que fueron destinados.


b) Número de contribuyentes que hayan efectuado donaciones en el mismo período.


c) Cantidad total de recursos comprometidos por los contribuyentes en proyectos aprobados por el Comité, debiendo indicarse las regiones del país que concentran el mayor compromiso de recursos para dichos proyectos.


El informe al que se refiere el inciso anterior será de público conocimiento, debiendo quedar publicado en forma electrónica en el sitio web del Comité, a más tardar el 31 de julio de cada año.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Incorporar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:


“Artículo Tercero.- Durante el primer trimestre del año 2017, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá encargar a expertos independientes la realización de una evaluación de la presente ley en cuanto instrumento de fomento para la realización de actividades culturales.


Adicionalmente, el Servicio de Impuestos Internos deberá confeccionar un informe completo acerca del uso de la franquicia para donaciones culturales, incluyendo todos los donantes y donatarios, los montos involucrados y una reseña sobre todos los procesos de fiscalización efectuados, incluyendo citaciones, liquidaciones y eventuales juicios tributarios. Este informe deberá ser enviado a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados, y de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado.


En el estudio mencionado en el inciso primero deberá realizarse, a lo menos, un análisis acerca del efecto o impacto que la presente ley hubiere tenido en la creación de nuevas iniciativas y proyectos, y la calidad de los mismos, así como en el desarrollo de las instituciones ya existentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, principalmente, en términos de impacto en las comunidades y en la sociedad, y estímulos al desarrollo de más y mejores iniciativas culturales. El mencionado estudio deberá incluir, además, de manera general y en términos agregados, la misma información a la que se refiere el artículo 12 de la presente ley.


Ambos estudios serán de público conocimiento, debiendo ser publicados en forma electrónica o digital antes del 31 de agosto de 2017 y enviado, en la misma fecha a las Comisiones de Hacienda y de Educación, Deportes y Recreación de la Cámara de Diputados, y de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado. Lo anterior es sin perjuicio de las evaluaciones que las autoridades competentes realicen anualmente acerca del uso de la presente ley por parte del sector privado, las que serán de público conocimiento, debiendo ser publicadas en forma electrónica dentro del primer semestre de cada año.”.

- - -


Luego, el señor Secretario General informa que el Honorable Senador señor Novoa ha solicitado votación separada respecto de la modificación recaída en el párrafo primero del número 1) del artículo 1° de que se trata.

- - -


A continuación, la Sala aprueba las modificaciones unánimes, con excepción de la consignada precedentemente.

- - -


Posteriormente, se pone en discusión la enmienda recaída en el párrafo primero del número 1) del artículo 1° de que se trata.

Intervienen el señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y los Honorables Senadores señores García, Sabag, Novoa, Letelier, Navarro, Pizarro, Larraín Fernández, Lagos, Coloma, Larraín Peña, Zaldívar, Girardi y Orpis, señora Von Baer y señores Espina y Ruiz-Esquide.

- - -


Finalmente, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que el Honorable Senador señor García ha requerido que se dirijan oficios, en su nombre, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador indicado, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE PERFECCIONA LAS DISPOSICIONES INTRODUCIDAS POR LA LEY N° 20.568 SOBRE INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA Y QUE MODERNIZÓ EL SISTEMA DE VOTACIONES

(8819-06)

Con motivo del mensaje, certificados y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8819-06:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:

1) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:

a) Agréganse, a continuación del inciso primero, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, respectivamente:

“No se podrá declarar como domicilio electoral la oficina o sede de un candidato o partido político, salvo que quienes lo declaren tengan una relación de trabajador dependiente con dicho partido o candidato.

Tratándose de una residencia temporal el vínculo objetivo deberá corresponder a la condición de propiedad o arriendo superior a un año del bien raíz por parte del elector, o de su cónyuge, sus padres o sus hijos.”.

b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “al lugar de nacimiento en Chile” por “al lugar o comuna de nacimiento en Chile. En ningún caso procederá la inscripción de una persona sin domicilio electoral en Chile o comuna de nacimiento en Chile”.

2) Agrégase, a continuación del artículo 21, el siguiente artículo 21 bis:

“Artículo 21 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, cualquier elector podrá solicitar al Servicio Electoral la actualización del Registro Electoral, para lo cual acompañará los antecedentes fundantes de su petición.”.

3) Introdúcense los siguientes cambios en el artículo 23:

a) Agrégase a la letra a), entre el vocablo “identidad” y el punto y aparte, la expresión “o pasaporte”.

b) Reemplázase la letra c) por la siguiente:

“c) Cualquier otro cambio o solicitud de cambio en los datos señalados en el artículo 8°.”.

4) Reemplázase el artículo 27 por el siguiente:

“Artículo 27.- Sin perjuicio de lo señalado en el inciso tercero del artículo 10, el domicilio electoral será aquel que registre el Servicio Electoral.”.

5) Incorpórase en el artículo 30 el siguiente inciso tercero:

“En la elaboración del Padrón Electoral, el Servicio Electoral excluirá a aquellos electores que, teniendo menos de 80 años de edad, no hubieren obtenido o renovado cédula de identidad nacional o para extranjeros o pasaporte chileno en los últimos veintiún años. Así también, excluirá a aquellos electores que, teniendo 80 años de edad o más, no hubieren obtenido o renovado cédula de identidad nacional o para extranjeros o pasaporte en los últimos quince años.”.

6) Reemplázase el inciso quinto del artículo 31 por el siguiente:

“El Padrón Electoral y la Nómina Provisoria de Inhabilitados son públicos, sólo en lo que se refiere a los datos señalados en el inciso tercero, debiendo los requirentes pagar únicamente los costos directos de la reproducción. Los partidos políticos recibirán del Servicio Electoral, dentro de los cinco días siguientes de su emisión, en forma gratuita, copia de ellos en medios magnéticos o digitales, no encriptados y procesables por software de general aplicación. Lo mismo se aplicará para los candidatos independientes, respecto de las circunscripciones electorales donde participen.”.

7) Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:

“Artículo 37.- Los partidos políticos podrán solicitar al Servicio Electoral, con al menos sesenta días de anticipación a una elección o plebiscito, un listado impreso de cada Padrón de Mesa, que contendrá los nombres, apellidos y número de rol único nacional de los electores. Los candidatos independientes podrán solicitar dicha información respecto de las circunscripciones electorales donde participen.


El Servicio Electoral deberá entregar el referido listado con al menos veinte días de anticipación a una elección o plebiscito.”.

8) Reemplázase el inciso final del artículo 47 por el siguiente:

“Ejecutoriada la sentencia, el Tribunal remitirá al Servicio Electoral, de oficio, copia fiel e íntegra de aquélla, la que deberá individualizar a los electores que se deban incorporar. El Servicio Electoral procederá a cumplirla sin más trámite, siempre que a la fecha de recepción faltaren, a lo menos, tres días para el vencimiento del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 33.”.

9) Reemplázase el inciso final del artículo 48 por el siguiente:

“Ejecutoriada la sentencia, el Tribunal remitirá al Servicio Electoral, de oficio, copia fiel e íntegra de aquélla, la que deberá individualizar a los electores que se deban excluir. El Servicio Electoral procederá a cumplirla sin más trámite, siempre que a la fecha de recepción faltaren, a lo menos, tres días para el vencimiento del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 33.”.

10) Reemplázase el número 2 del artículo 53 por el siguiente:

“2.- El que, al declarar o actualizar domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento, proporcione datos falsos o un domicilio electoral diferente de los permitidos en el artículo 10.”.

11) Reemplázase el número 3 del artículo 54 por el siguiente:

“3.- El que incite, promueva, solicite u organice a los electores, a modificar su domicilio electoral, declarando uno nuevo con datos falsos o diferente de los permitidos en el artículo 10.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:

1) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:

a) Suprímese la oración final de su inciso primero, que se inicia con la expresión “En caso” y termina con la palabra “convocatoria”.

b) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:

“El Servicio Electoral otorgará las facilidades para que las candidaturas independientes, en forma previa a la declaración de candidaturas, puedan revisar si sus patrocinantes son personas que tienen la condición de ciudadanos independientes.”.

2) En el inciso segundo del artículo 29, sustitúyese la expresión “dentro del plazo señalado en el inciso anterior.” por “al décimo quinto día anterior a la elección.”.

3) Reemplázase el inciso primero del artículo 37 por el siguiente: 

“Artículo 37.- El Servicio Electoral podrá fusionar mesas receptoras de sufragios de la misma circunscripción electoral, con el objeto de que funcionen conjuntamente, como si fueran una sola mesa, siempre que la mesa resultante no supere el número de cuatrocientos cincuenta electores.”.

4) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 43, entre la palabra “vocales” y el punto seguido (.), la frase “y si le corresponde concurrir a la capacitación obligatoria que se señala en el artículo 49”.

5) Modifícase el artículo 49 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, el término “voluntaria” por la siguiente frase: “obligatoria respecto de aquellos vocales que ejerzan por primera vez dicha función. Esta capacitación no podrá ser inferior a una hora ni superior a dos. No procederá la capacitación de vocales en el caso de las elecciones primarias.”.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“A los nuevos vocales designados por las Juntas Electorales que, con ocasión de su primera elección en tal función, concurran a la capacitación señalada en el inciso anterior, se les incrementará el bono señalado en el artículo 47 bis en la suma de 0,22 unidades de fomento. Para tal efecto, el Servicio Electoral deberá remitir a la Tesorería General de la República una nómina que individualice a estos vocales en los términos del inciso final del artículo 47 bis.”.

6) Reemplázase el artículo 52 por el siguiente: 

“Artículo 52.- Con, a lo menos, sesenta días de anticipación a la elección o plebiscito, el Servicio Electoral determinará, para cada circunscripción electoral, los locales de votación en que funcionarán las mesas receptoras de sufragios.

El Director Regional respectivo del Servicio Electoral requerirá de la Comandancia de Guarnición, a lo menos con sesenta días de anticipación a la determinación de los locales de votación, un informe sobre los locales o recintos, estatales o privados, que sean más adecuados para el expedito funcionamiento de las mesas, la instalación de cámaras secretas y la mantención del orden público.

El Servicio Electoral deberá preferir aquellos locales de carácter público en la medida que existan establecimientos suficientes para atender las necesidades para la instalación de las mesas de la circunscripción electoral que corresponda, considerando criterios de facilidad de acceso para los electores. A falta de éstos, podrá también determinar el uso de establecimientos de propiedad privada como locales de votación, siempre que correspondan a establecimientos educacionales y deportivos. También, si fuere necesario, el Servicio Electoral podrá disponer que bienes nacionales de uso público sean destinados como locales de votación, restringiéndose su acceso durante el tiempo en que se utilicen como tales, siempre que correspondan a parques de grandes dimensiones, que permitan ubicar en ellos un número significativo de mesas receptoras de sufragios.

Determinados los locales de votación, estos no podrán reconsiderarse ni alterarse, salvo por causas debidamente calificadas por el Servicio Electoral. Subsistirá la designación, tratándose del caso establecido en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política.

Los locales de votación, con el detalle de las mesas receptoras de sufragios que funcionarán en cada uno de ellos, serán informados a las Juntas Electorales correspondientes antes del trigésimo día anterior a la fecha de la elección o plebiscito. La Junta Electoral publicará la nómina de locales de votación en la misma forma y oportunidad señaladas en el artículo 43.  En la misma audiencia pública en que las Juntas Electorales designen los vocales de las mesas receptoras de sufragios se procederá, a continuación, a designar para cada local de votación los delegados a que se refiere el artículo 54.

El Servicio Electoral comunicará al Gobernador Provincial y al municipio respectivo, con a lo menos cincuenta días de anticipación a la fecha de la elección o plebiscito, la lista de los locales que hubiere designado a fin de que los encargados de los mismos procuren los medios de atender a la debida instalación de cada mesa. Igualmente, se hará la respectiva comunicación a los propietarios o responsables de los locales que se hubieren designado.”.

7) Modifícase el artículo 54 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 54, el vocablo “catorce” por “nueve”.

b) Incorpórase el siguiente numeral 7) al inciso quinto:

“7) Disponer, en el evento que sea necesario, el traslado de cédulas para la emisión de sufragios no utilizadas, desde las mesas donde sobren a aquellas mesas donde pudieren faltar. De lo anterior se dejará constancia en el acta de la mesa donde se retiran los sufragios, como en el acta de la mesa en que se agregan, indicando el número de serie de ellos.”.

8) Reemplázase el numeral 3) del artículo 55 por el siguiente: 

“3) Las cédulas para la emisión de los sufragios. Su número será determinado por el Servicio Electoral para cada mesa receptora, en función de la experiencia de abstención en elecciones similares anteriores.”.

9) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 58, la frase “en las hojas en blanco del Registro”.

10) Reemplázase el inciso primero del artículo 62 por el siguiente:

“Artículo 62.- El elector chileno entregará al Presidente su cédula nacional de identidad o pasaporte. El elector extranjero, su cédula de identidad para extranjeros. Ningún otro documento ni certificado podrá reemplazar a los anteriores. Los documentos señalados deberán estar vigentes. Se aceptarán también aquellos que hayan vencido dentro de los doce meses anteriores a la elección o plebiscito, para el solo efecto de identificar al elector.”.

11) Modifícase el artículo 72 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 72.- Inmediatamente después de practicado el escrutinio, y en el mismo lugar en que hubiere funcionado la mesa receptora, se levantarán actas del escrutinio, estampándose en números la cantidad de firmas en el padrón correspondientes a los electores que emitieron su sufragio, la cantidad de talones y el total de sufragios emitidos encontrados en las urnas para cada tipo de elección. Además, se anotarán, en cifras y letras, el número de sufragios que hubiere obtenido cada candidato o cada una de las proposiciones de la cédula para plebiscito, en su caso; los votos nulos y los blancos.”.

b) Agrégase, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, a ser tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:

“A continuación se procederá a sumar los votos anotados para todos los candidatos o proposiciones de plebiscito, más los votos nulos y blancos, anotando el resultado en cifras y letras en el total de votos señalado en el acta. La mesa deberá revisar que este total de votos sumados sea igual al número total de sufragios emitidos encontrados en las urnas estampado al inicio del acta. La mesa deberá cerciorarse de que no existan, en ninguno de los ejemplares del acta de escrutinio, diferencias o descuadraturas de los votos sumados y de los totales señalados anteriormente.”.

12) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 76 bis:

a) Agréganse, a continuación del inciso primero, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual segundo a ser cuarto:

“Si las actas contuvieren errores, especialmente descuadraturas entre la suma real de los votos de cada candidato, los nulos y los blancos y los totales ingresados en las actas, se ingresarán igual al sistema los datos que existan, pero en este caso deberá indicarse por el sistema computacional como mesa descuadrada, según lo señalado en la letra g) del inciso quinto del artículo 175 bis.

Adicionalmente, las personas referidas anteriormente, procederán a efectuar una copia digitalizada o escaneada del acta de escrutinio, que se incorporará como respaldo al sistema computacional.”.

b) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Si en algún local de votación el Servicio Electoral no contare con las facilidades técnicas para la digitación y transmisión de datos de las actas de escrutinios y su incorporación a los sistemas computacionales, o existiendo éstos presentaren fallas o problemas, el Servicio Electoral podrá disponer el traslado de las actas a otro local de votación u oficina del Servicio para proceder a su incorporación.”.

13) Elimínase, en el inciso primero del artículo 77, la frase “, con excepción de los Registros Electorales, los que deberán ser entregados a las respectivas Juntas Electorales”.

14) Modifícase el artículo 81 de la siguiente manera:

a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “seis” por “diez”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “tres”, las dos veces que aparece, por el vocablo “cinco”.

15) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 82, la palabra “seis”, las dos veces que aparece, por el término “diez”.

16) Modifícase el artículo 86 en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el inciso primero, entre el punto seguido (.) y el término “reunido”, la siguiente frase “Si a las 14:15 horas no se hubieren presentado al menos tres de sus miembros, el Secretario del colegio procederá a completar el número de tres miembros designando como tales a alguno de los delegados de la junta electoral que se señalan en el inciso siguiente. Constituido el colegio, los miembros originalmente designados podrán incorporarse, en orden de presentación, hasta completar el máximo de diez, sin que puedan reemplazar a los delegados designados y siempre que ello ocurra con anterioridad a las 15 horas. Del hecho de las incorporaciones y su hora se dejará constancia en el acta.”.

b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la expresión “Al inicio de la sesión,” la frase “y después de constituido el Colegio Escrutador,”.

17) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 91, la frase “de los Registros que le hubieren sido proporcionados y”.

18) Reemplázase el inciso tercero del artículo 95 por el siguiente:

“A los resultados de los colegios escrutadores les será aplicable lo dispuesto en los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 175 bis. Estos resultados deberán sustituir a los entregados en forma preliminar por el Servicio Electoral, en virtud de dicho artículo. Al realizar esta sustitución deberá señalarse, en sus informes y boletines, que son los resultados de los colegios escrutadores.”.

19) Reemplázase la letra f) del artículo 96 por la siguiente:

“f) la utilización de un Padrón Electoral diferente del que establece el artículo 33 de la ley N°18.556, y que fue sometido a los procesos de auditoría y reclamación señalados en el párrafo 2° del Título II y el Título III de dicha ley. No procederá en este caso la reclamación de nulidad por las circunstancias señaladas en los artículos 47 y 48 de ley N° 18.556.”.

20) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 110, el número “14” por “9”.

21) Reemplázase el inciso primero del artículo 111 por el siguiente:

“Artículo 111.- El Presidente de la República designará, con sesenta días de anterioridad a la fecha de una elección o plebiscito, a un oficial de Ejército, de la Armada, de la Fuerza Aérea o de Carabineros, que tendrá el mando de la fuerza encargada de la mantención del orden público en cada una de las regiones del país. Dichos nombramientos se publicarán en el Diario Oficial, al día siguiente hábil de su designación. Estos jefes de fuerza deberán designar con treinta días de anticipación a los oficiales de las Fuerzas Armadas y Carabineros que tendrán el mando de las fuerzas encargadas de la mantención del orden público en las localidades de sus respectivas regiones, en que deban funcionar mesas receptoras de sufragio o colegios escrutadores. Para el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política, tales nombramientos se entenderán subsistentes.”.

22) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 112, entre la frase “que llevará el jefe de las fuerzas de cada localidad”, y la coma (,) que le sigue, la frase “y el jefe de fuerza regional”.

23) Agrégase al artículo 131, antes del punto final, la siguiente frase: “, desde los diez días anteriores a la fecha de la elección o plebiscito”.

24) Introdúcense los siguientes cambios en el artículo 132:

a) En el número 8), sustitúyese la expresión “, y” por un punto y coma (;).

b) En el número 9), sustitúyese el punto final por la expresión “, y”.

c) Agrégase el siguiente número 10):

“10) Recibir sufragios antes de la hora indicada en el inciso primero del artículo 57 ó declarar cerrada la votación antes de la hora señalada en el inciso primero del artículo 68.”.

25) Agrégase, a continuación del artículo 134, el siguiente artículo 134 bis:

“Artículo 134 bis.- Será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio, el delegado de la Junta Electoral que incurriere en alguna de las siguientes conductas:

1) Hacer entrega de los útiles electorales antes de la hora indicada en el inciso primero del artículo 57.

2) No constituir las mesas disponiendo de los voluntarios a los que se refiere el inciso cuarto del artículo 57.

3) Impedir que un apoderado ejerza sus funciones, conforme a lo establecido en esta ley, retirarle las carpetas o credenciales de identificación que se señalan en el artículo 162 o expulsarlo del local de votación.”.

26) Agrégase al final del artículo 135, después del punto y aparte, la siguiente frase: “Igual pena sufrirán las personas que tengan responsabilidad en la entrega de los resultados, señaladas en el artículo 175 bis, que omitan el ingreso de los resultados a los sistemas informáticos, los alteren o los destruyan.”.

27) Intercálase en el inciso primero del artículo 136, entre el término “grado mínimo” y los dos puntos (:) que le siguen, la frase “y multa de una a tres unidades tributarias mensuales”.

28) Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 138:

“La misma multa se aplicará al vocal que, ejerciendo por primera vez dicha función, no asista a la capacitación obligatoria a que se refiere el artículo 49.”.

29) Modifícase el artículo 151 en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “contra los delegados de la misma” y la conjunción “y”, la frase “, de los miembros de los colegios escrutadores”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “133 y 134” por “133, 134 y 138”.

30) Reemplázase en el artículo 152, la expresión “137 y 138” por “136 y 137”.

31) Modifícase el artículo 175 bis en el siguiente sentido:

a) Incorpórase al final del inciso primero, a continuación del vocablo “escrutinio” y antes del punto aparte, la expresión “, los que tendrán el carácter de preliminares”.

b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la frase “acreditará a una persona”, la expresión “, y a sus ayudantes técnicos,”.

c) Agrégase al final del inciso segundo, a continuación del punto aparte, la siguiente frase: “En la misma oficina, y con no más de siete días de anticipación a una elección o plebiscito, se podrán instalar las líneas telefónicas y aquellas necesarias para las comunicaciones que se utilizarán el día de dicha elección o plebiscito.”.

d) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “este funcionario” por “las personas señaladas en el inciso anterior”.

e) Elimínase, en el inciso tercero, la segunda oración a continuación del punto seguido, que comienza con la palabra “Además” y termina con la expresión “los mismos”.

f) Elimínase, en el inciso cuarto, el párrafo que sigue al punto seguido, que comienza con las palabras “Los resultados” y termina con el vocablo “senatorial”.

g) Intercálase, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual quinto a ser sexto:

“Los resultados deberán estar desplegados de la siguiente forma:

a) A nivel de cada mesa receptora de sufragios, como a niveles agregados de circunscripción electoral, colegio escrutador, comuna, provincia, región y país, como también de distrito electoral y circunscripción senatorial.

b) Respecto de cada candidato, se informará su número de identificación, su nombre, su partido político o su condición de independiente, el subpacto cuando corresponda y el pacto o lista a que pertenece, los votos obtenidos y el porcentaje que ellos representan.

c) Se deberá informar también totales de votos y porcentajes de votación por cada partido político, subpacto si corresponde y por lista o pacto.

d) Cuando el nivel de agregación sea superior al territorio electoral de los candidatos, se informarán los votos y el porcentaje de votación obtenido por cada partido político, subpacto, si corresponde, y por lista o pacto, como también el número total de candidatos presentados.

e) En todos los niveles de agregación se señalará el número de mesas escrutadas respecto del total de mesas que correspondan al nivel de agregación.

f) Los porcentajes de votación del candidato, partido, subpacto si corresponde y pacto o lista se calcularán sobre el total de votos válidos, excluyendo votos nulos y blancos.

g) A nivel de mesa de votación, la condición de estar sus resultados descuadrados, esto es, que el total de la suma de los votos asignados a cada candidato en las actas, más los blancos y los nulos, no correspondan al número total de votantes que sufragaron en la mesa según se consigne en la misma acta. Por cada nivel de agregación, se deberá informar también la cantidad de mesas que, consideradas en los resultados, se encuentran descuadradas, permitiendo acceder a un detalle con la identificación de ellas.

h) En el último informe de resultados preliminares entregado por el Servicio Electoral, se deberá informar para cada nivel de agregación, un detalle con la identificación de las mesas no escrutadas.

i) A partir del porcentaje escrutado que determine el Servicio Electoral y siempre en el último informe de resultados preliminares entregado por éste, deberán indicarse los candidatos que pueden considerarse estimativamente electos de acuerdo a las reglas establecidas en la ley y el número de ellos en los niveles agregados.”.

h) Agrégase, a continuación del actual inciso quinto, que pasa a ser sexto, el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando los actuales sexto y séptimo a ser octavo y noveno, respectivamente:

“Los partidos políticos y los candidatos independientes que participan en la elección podrán acceder y revisar, en el sitio web del Servicio Electoral, las copias digitalizadas o escaneadas de las actas de escrutinios, incorporadas al sistema computacional en virtud de lo señalado en inciso tercero del artículo 76 bis.”.

32) Intercálase en el artículo 184, a continuación del actual inciso tercero, el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:

“Si no hubiere alguno de los funcionarios que desempeñen los cargos mencionados en los incisos precedentes, las Juntas se integrarán con cualquier funcionario auxiliar de la administración de justicia.”.

33) Reemplázase el inciso segundo del artículo 185 por el siguiente:

“Si no hubiere alguno de los funcionarios que desempeñen los cargos mencionados en el inciso precedente, las Juntas se integrarán con cualquier funcionario auxiliar de la administración de justicia.”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°20.640, que Establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes:

1) Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el inciso primero, entre la expresión “Servicio Electoral” y el punto aparte (.), la siguiente oración: “, salvo en lo que se refiere a la publicidad del padrón electoral que se otorgará mediante medios magnéticos y ordenado en forma alfabética, en conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 31 de dicha ley”.

b) Reemplázase la segunda oración del inciso tercero, que comienza con las palaras “El padrón” y finaliza con el término “sufragios”, por la siguiente: “El padrón contemplará, además, un espacio para la firma del elector por la primaria de cada cargo en que esté habilitado para sufragar, estos es, uno por la primaria para Presidente de la República, uno por la primaria de senador, uno por la primaria de diputado y uno por la primaria de alcalde, si las hubiere.”.

2) Sustitúyese el título del Párrafo 5° por el siguiente:

“De las cédulas electorales, el acto electoral y el derecho a sufragio de los electores”.

3) Agrégase el siguiente artículo 24 bis:

“Artículo 24 bis.- El sufragio será personal, igualitario, secreto, informado y voluntario.”.

4) Sustitúyese el título del Párrafo 6° por el siguiente:

“De las mesas receptoras de sufragio, vocales de mesa, apoderados y escrutinios”

5) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 26, el guarismo “350” por “450”.

6) Modifícase el artículo 27 en el siguiente sentido:

a) Elimínase el inciso primero.

b) Reemplázase en el inciso segundo, que pasa a ser único, la palabra “tres” por “cinco”.

7) Elimínase el artículo 28.

8) Agrégase el siguiente artículo 29 bis:

“Artículo 29 bis.- En los escrutinios, la mesa procederá a escrutar primero las primarias del cargo de Presidente de la República, después las de senadores y finalmente las de diputados, cuando corresponda.

Respecto de cada cargo de Presidente de la República, senador, diputado o alcalde se procederá como sigue:

a) El presidente contará el número de electores que hayan sufragado según el padrón de la mesa. Se abrirá la urna, se contarán las cédulas utilizadas y se firmarán al dorso por el presidente y por el secretario de la mesa. Si hubiere disconformidad entre el número de firmas y el de cédulas, se dejará constancia en el acta, pero no obstará para que se escruten todas las cédulas que aparezcan emitidas.

b) A continuación, el presidente y secretario de la mesa procederán a abrir las cédulas electorales y a separarlas por cada una de las elecciones primarias realizadas para el cargo.

c) Luego, se procederá a escrutar las diferentes primarias de acuerdo al orden numérico o alfabético otorgado a los partidos políticos y pactos electorales como códigos de identificación en el sorteo señalado en el inciso final del artículo 22. Para ello, separadamente por cada primaria, el presidente de la mesa dará lectura a viva voz de la preferencia que contienen las cédulas, y la calificación de ellas se hará conforme al número 5) del inciso primero del artículo 71 de la ley N°18.700.

d) Para cada primaria de partido o pacto electoral se levantará un acta separada, conforme a lo señalado en el artículo 72 de la ley N°18.700.

Para el despliegue de los escrutinios preliminares que dé a conocer el Servicio Electoral conforme al artículo 175 bis de la ley N°18.700 y para el de los Colegios Escrutadores señalados en el artículo 95 de la misma ley, se considerará a cada primaria de partido o pacto electoral como una elección separada.”.

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior:

1) Derógase el artículo 117.

2) Reemplázase el inciso segundo del artículo 124 por los siguientes incisos segundo y tercero:

“Posteriormente, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo 122, considerando para este efecto como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso, todo ello con el objeto de determinar el número de candidatos que elige cada integrante del pacto.

Determinado el número que elige cada integrante del pacto electoral, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo 123, para determinar quiénes son los candidatos electos de cada integrante del pacto, considerando también para este efecto como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso. En el caso de un subpacto que incluya candidatos de uno o más partidos e independientes, los candidatos tendrán igual derecho de preferencia dentro del subpacto, proclamándose electos a las más altas mayorías considerando únicamente su votación individual.”.

Artículo 5°.- Derógase el artículo 1° del decreto ley N°1.268, de 1975, que fija normas sobre agilización del Servicio de Registro Civil e Identificación.

Artículo transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a los presupuestos vigentes del Servicio Electoral, Partida 05.03.01, y de Elecciones Parlamentarias y Presidencial, Partida 05.03.05, y, en lo que faltare, con traspasos presupuestarios provenientes de la partida Tesoro Público.”.

***

Me permito hacer presente a V.E. que los artículos 1°, 2°, 3° y 4° fueron aprobados en general con el voto favorable de 84 señores diputados, de 120 en ejercicio, en tanto que en particular lo fueron de la manera que a continuación se indica, en todos los casos de un total de 120 señores diputados en ejercicio, dándose cumplimiento de esa manera a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República:

ARTÍCULO 1°:

N°1, 101 votos a favor.

N°2, 103 votos a favor.

N°3, 102 votos a favor.

N°4, 86 votos a favor.

N°5, 99 votos a favor.

N°6, 101 votos a favor.

N°7, 101 votos a favor.

N°8, 103 votos a favor.

N°9, 105 votos a favor.

N°10, 106 votos a favor.

N°11, 101 votos a favor.

ARTÍCULO 2°:

N°1, 105 votos a favor.

N°2, 103 votos a favor.

Nos3, 4, 5 y 6, 106 votos a favor.

N°7, 104 votos a favor.

N°8, 102 votos a favor.

N°9, 103 votos a favor.

N°10, 98 votos a favor.

Nos11 al 18, 107 votos a favor.

N°19, 99 votos a favor.

Nos20 a 23, 104 votos a favor.

N°24, 97 votos a favor.

Nos25 a 33, 101 votos a favor.

ARTÍCULO 3°:

N°1, 101 votos a favor.

N°2, 97 votos a favor.

N°3, 102 votos a favor.

N°4, 100 votos a favor.

N°5, 101 votos a favor.

N°6, 98 votos a favor.

N°7, 97 votos a favor.

N°8, 80 votos a favor.

ARTÍCULO 4°:

N°1, 105 votos a favor.

N°2, 88 votos a favor.

*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.) Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez Secretario General de la Cámara de Diputados
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA UN BONO SOLIDARIO A LAS FAMILIAS DE MENORES INGRESOS Y DE CLASE MEDIA VULNERABLES

(8830-31)

Certifico que el día 20 de marzo de 2013, la Comisión de Hacienda sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables, Boletín N° 8.830-31, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 

Se hace presente que el proyecto sólo contiene disposiciones de ley común.

Asimismo, cabe hacer presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

Esta iniciativa de ley, tiene por objetivo otorgar un bono extraordinario de $40.000 por familia de menores ingresos y un incremento de $7.500 por cada menor de 18 años de edad y por cada persona con discapacidad que sea parte del grupo familiar. También este bono solidario de $40.000 lo recibirán las familias de clase media vulnerable.

A la sesión en que se consideró esta iniciativa de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Sabag.

Del mismo modo, concurrieron:

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; el Coordinador de Políticas Sociales, señor Slaven Razmilic; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno, y el asesor, señor César Valenzuela.

De la Dirección de Presupuestos, la abogado, señorita Patricia Orellana.

Del Ministerio de Desarrollo Social, el Ministro, señor Joaquín Lavín; la Subsecretaria de Planificación, señora Soledad Arellano; la Fiscal, señora María José de Las Heras, y el Jefe de Gabinete del señor Ministro, señor Gustavo Alcalde.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, las asesoras, señoritas Constanza Castillo y Carol Parada. 

Del Instituto Libertad y Desarrollo, la Directora del Programa Legislativo, señora Natalia González.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR
Durante la discusión del proyecto de ley la Comisión escuchó a los ministros de Hacienda y Desarrollo Social, luego de lo cual se efectuó un debate sobre el contenido de la iniciativa legal.

Sometido a votación en general y en particular el proyecto de ley, votaron a favor los Honorables Senadores señores Kuschel y Zaldívar, y se abstuvieron los Honorables Senadores señora Rincón y señores Lagos y Novoa.

Repetida la votación, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado, se verificó idéntico resultado. En consecuencia, por aplicación del inciso segundo de la misma disposición, se dio por aprobada tanto la idea de legislar como el articulado del proyecto de ley.
- - -

INFORME FINANCIERO



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 11 de marzo de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I Antecedentes.

El proyecto de ley entrega un bono extraordinario de cargo fiscal, no imponible ni tributable, a quienes al 31 de diciembre de 2012, perciban el subsidio familiar, la asignación familiar o la asignación maternal. También este bono se otorgará a quienes sean beneficiarios de tales asignaciones al 31 de diciembre de 2012 y que a esa data tengan ingresos superiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987 e iguales o inferiores a 60 UF y siempre que tengan causantes acreditados a esa fecha. De este modo se beneficiará a las familias de clase media vulnerables que no reciben pago de asignación familiar porque sus ingresos exceden el límite de $495.047, pero su remuneración no es superior a 60 UF, siempre que al 31 de diciembre de 2012 cuenten con ficha de protección social.

El Bono será de $40.000 por beneficiario y, para familias cuyos ingresos mensuales no superen los $495.047, se incrementará en un monto adicional de $7.500 por cada causante menor de 18 años de edad o inválido según lo establecido en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 18.020 o en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Igualmente, tendrán derecho a este bono las familias y personas que perciben las transferencias monetarias asociadas al Ingreso Ético Familiar y aquellas que sin recibirlas sean usuarias del Subsistema Seguridades y Oportunidades, por haber ingresado a éste de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3°, o en la forma establecida en el artículo Tercero Transitorio, ambos de la ley N°20.595.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El proyecto de ley presenta un costo fiscal de $99.092 millones para el pago del beneficio a más de 2.000.000 familias y más de 2.400.000 menores de edad e inválidos. Adicionalmente, se incurrirá en $2.886 millones como costos de implementación asociados al pago del mencionado Bono. Por lo tanto, el proyecto de ley presenta un costo total de $101.978 millones.

El gasto fiscal que represente la aplicación de este proyecto de ley, durante el año 2013, se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social y se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.”.

Posteriormente, con fecha 13 de marzo de 2013, se presentó informe financiero complementario, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I Antecedentes

Se incorpora indicación al Proyecto de Ley que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables, que permite incluir a las personas con discapacidad que tengan 18 o más años de edad y que pertenezcan a las familias que se refiere el inciso cuarto del artículo 1° del proyecto de ley y que al 28 de febrero de 2013 se encuentren inscritas en el Registro Nacional de Discapacidad a que se refiere el Título V de la ley N° 20.422.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La indicación presenta un costo fiscal de $ 16 millones para el pago del beneficio a más de 2.100 discapacitados.

El gasto fiscal que represente la aplicación de esta indicación, durante el año 2013, se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social y se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general y en particular de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a quienes al 31 de diciembre de 2012 sean beneficiarios del subsidio familiar establecido en la ley N°18.020; o beneficiarios de la asignación familiar o de la asignación maternal del decreto con fuerza de ley N°150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, siempre que perciban las referidas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N°18.987. También tendrán derecho al bono quienes, al 31 de diciembre de 2012, sean beneficiarios de la asignación familiar o de la asignación maternal del decreto con fuerza de ley N°150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que a dicha fecha tengan ingresos superiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N°18.987 y que el promedio mensual de su remuneración bruta del año 2012 sea igual o inferior a 60 unidades de fomento, según el valor promedio de dicha unidad durante el año 2012, siempre que cuenten con Ficha de Protección Social al 31 de diciembre de 2012, regulada en el decreto supremo N°291, de 2007, del Ministerio de Planificación, y tengan causantes acreditados a esa fecha.

El bono será de $40.000.- por beneficiario y se incrementará en un monto adicional de $7.500.- por cada causante que, al 31 de diciembre de 2012, sea menor de 18 años de edad o haya cumplido esa edad en dicho año o sea inválido, cualquiera sea su edad según lo establecido en el inciso primero del artículo 2° de la ley  N°18.020 o en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El incremento no será aplicable a los beneficiarios del bono cuyos ingresos mensuales sean superiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N°18.987.

Cada beneficiario y cada causante de los señalados en el inciso anterior sólo dará derecho a un bono y a un incremento, respectivamente.

Igualmente, tendrán derecho al bono otorgado por esta ley las familias que, al 28 de febrero de 2013, se encuentren percibiendo la transferencia monetaria base y, o la transferencia monetaria condicionada a que se refieren los párrafos Quinto y Sexto del Título I de la ley N°20.595; y las familias que, a esa fecha, sin percibir las referidas transferencias, sean usuarias del Subsistema Seguridades y Oportunidades, por haber ingresado a éste de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3°, o en la forma establecida en el artículo tercero transitorio, ambos de la ley N°20.595; siempre que a quien le corresponda recibir el pago de las referidas transferencias, según lo establecido en el artículo 34 del decreto supremo N°30, de 2012, del Ministerio de Desarrollo Social, no sea beneficiario del subsidio familiar establecido en la ley N°18.020; o de la asignación familiar o de la asignación maternal del decreto con fuerza de ley N°150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El bono será de $40.000.- por familia según grupo familiar consignado en la Ficha de Protección Social al 28 de febrero de 2013 y se incrementará en un monto adicional de $7.500.- por cada menor de 18 años de edad y por cada persona con discapacidad que tenga 18 o más años de edad que se encuentre inscrita a la fecha antes señalada en el Registro Nacional de Discapacidad a que se refiere el Título V de la ley N°20.422, que integre el grupo familiar respectivo, que no sea causante del subsidio familiar establecido en la ley N°18.020; o de la asignación familiar o de la asignación maternal del decreto con fuerza de ley N°150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

El bono de la presente ley no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable, no estará afecto a descuento alguno y no será considerado subsidio periódico para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N°20.595. Será de cargo fiscal y administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, al que le corresponderá especialmente concederlo y resolver los reclamos a que haya lugar con ocasión de su implementación, los que podrán ser notificados a los reclamantes a través del Instituto de Previsión Social. Será pagado por el Instituto de Previsión Social en una sola cuota, a partir del mes en que se publique esta ley y a la persona que establece el artículo 34 del decreto supremo N°30, de 2012, del Ministerio de Desarrollo Social, en caso que perciban el bono en razón de ser beneficiarios de las transferencias a que se refieren los párrafos Quinto y Sexto del Título I de la ley N°20.595; o al beneficiario del subsidio familiar, asignación familiar o asignación maternal en el caso de quienes tengan acceso al bono por ser beneficiarios de esas asignaciones. Al efecto, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos con una o más entidades públicas o privadas que cuenten con una red de sucursales que garantice la cobertura nacional del pago.

El plazo para reclamar por el no otorgamiento del bono a que se refiere este artículo, será de un año contado desde la publicación de la presente ley.

En tanto, el plazo para el cobro del bono a que se refiere este artículo será de seis meses contado desde la emisión del pago.

A todo aquél que percibiere indebidamente el bono extraordinario a que se refiere este artículo, ocultando datos o proporcionando antecedentes falsos, se le aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudiere corresponderle, de acuerdo a la legislación común, sin perjuicio de la devolución de lo indebidamente percibido. El infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.

Para efectos de la concesión del bono establecido en esta ley, corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social proporcionar al Ministerio de Desarrollo Social, en el plazo de treinta días contado desde la publicación de esta ley, la nómina de los beneficiarios y sus causantes, al 31 de diciembre de 2012, del subsidio familiar establecido en la ley N°18.020, de la asignación familiar del decreto con fuerza de ley N°150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y de la asignación maternal a que se refiere el artículo 4° del citado decreto con fuerza de ley. Con todo, la referida nómina podrá ser rectificada y, o complementada por la Superintendencia de Seguridad Social, cuando corresponda, con posterioridad al vencimiento del plazo a que se refiere este artículo.

Artículo 2º.- El gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, durante el año 2013, se imputará al presupuesto del Instituto de Previsión Social y se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

Artículo 3°.- El Ministerio de Desarrollo Social entregará mensualmente a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados las estadísticas agregadas de las familias y cargas que reciban bono y complemento, desagregado por comuna y región.”.
- - -

 Sala de la Comisión, a 20 de marzo de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre

Secretario de la Comisión 

3

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR TUMA, SEÑORA RINCÓN Y SEÑORES LAGOS, ROSSI Y URIARTE, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE INCORPORA EN LA LEY SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS LA FOTOGRAFÍA DE LOS CANDIDATOS COMO ELEMENTO DE LA CÉDULA DE VOTACIÓN

(8847-06)

Honorable Senado:

Nuestro sistema electoral está siendo objeto de grandes transformaciones. A la voluntariedad del voto y el sistema de inscripción automática, se agrega, por primera vez, la elección directa, democrática y representativa de los consejeros regionales, que forman el cuerpo colegiado de gobiernos locales.

En las próximas elecciones presidenciales y parlamentarias, en la medida que el Congreso despache la ley que regula la elección directa de los CORES, el país tendrá, en la misma oportunidad, la posibilidad de elegir a los miembros de los gobiernos de cada región del país.

Lo anterior representa ciertas dificultades de orden práctico, como quiera que la cédula de votación será extremadamente amplia, si se considera el número de candidatos a la presidencia de la República, a diputados, a senadores y, en lo sucesivo, a consejeros regionales. Fácilmente, una cedula de votación podrá superar los 40 nombres, no siendo exagerado suponer que habrá lugares en que podrán llegar a los 60 o incluso más candidatos.

Evidentemente, una cédula de votación con tal cantidad de nombres, puede generar confusión en los electores, provocando errores al momento de marcar una determinada preferencia, que sencillamente, con posterioridad, no se pueden corregir.

El error en un voto, o incluso menos, en una sola preferencia podrá ser para algunos cosa baladí, empero, en un sistema como el nuestro, donde parte importante del ejercicio democrático se ejerce a través del sufragio, éste adquiere una especial importancia, pues se trata de la voluntad que expresan los ciudadanos a través del voto. Cada voto, bien lo sabemos quienes hemos sido elegidos por esta vía, es importante.

Por esta razón, nos parece muy importante adoptar las medidas conducentes a facilitar el ejercicio electoral, utilizando para ello los avances de la tecnología, que nos permiten hoy, sin ninguna dificultad, estampar junto al nombre del candidato una fotografía que ayude a los electores a identificar libremente su preferencia.

Para lograr el objetivo planteado, proponemos introducir una pequeña pero importante modificación en la Ley 18.700 Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, incorporando como requisito de las cédulas de votación, además del nombre del candidato, su fotografía.

No obstante que en materias relativas a las cédulas de votaciones, la Ley 18.700 se aplica de manera supletoria a todas las elecciones populares, proponemos un artículo segundo de nuestra propuesta que así lo establece:

POR TANTO,

Los senadores patrocinantes y demás adherentes, vienen en someter a la consideración de este H. Congreso Nacional, el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo primero: Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N°18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios:

1.- Intercalase en el inciso 4° del artículo 24, entre las palabras “nombres” y “de”, la siguiente frase: “y fotografías”
2.- Intercalase en el artículo 24, entre las palabras “nombres” y “de”, la siguiente frase: “y fotografías”
Artículo segundo: Los requisitos establecidos en la Ley 18.700 sobre votaciones populares y escrutinios en materia de confección de cédulas electorales se aplicaran a todas las elecciones populares.

(Fdo.): Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ximena Rincón González, Senadora.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GÓMEZ, NAVARRO Y MUÑOZ ABURTO, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 19.884 CON EL FIN DE SUPRIMIR LAS DONACIONES ANÓNIMAS Y RESERVADAS A CAMPAÑAS ELECTORALES, REDUCIR EL LÍMITE DE GASTO ELECTORAL Y DESVINCULAR LAS DECISIONES PÚBLICAS DE LOS INTERESES PRIVADOS

(8848-06)

A continuación se propone un proyecto de ley cuya idea matriz se funda en la necesidad de generar, en el ámbito electoral, normas que contribuyan a separar la relación que existe entre el dinero y la política. Para ello, proponemos reducir el límite de gasto electoral para todas las elecciones a cargos de representación popular, hacer públicas las donaciones reservadas o anónimas tanto a las campañas como a los partidos políticos y establecer una forma más eficaz de control de los recursos que se destinan a campañas electorales. En concreto, se propone modificar en diversos aspectos la Ley N°19.884, relativo al financiamiento electoral.

El año 2003 se publicó la Ley 19.884 sobre Transparencia, Límite, Control y Gasto Electoral, producto de un acuerdo entre el gobierno y la oposición de la época y como respuesta a la creciente sospecha sobre la interferencia de intereses privados en la acción de quienes desempeñan cargos públicos, principalmente de elección popular, a través del financiamiento de campañas políticas. Dicho cuerpo legal tuvo como objetivo, y así se establece en su artículo primero, fiscalizar "El financiamiento, los límites, el control y las medidas de publicidad de los gastos electorales que realicen los partidos políticos y candidatos, como consecuencia de los actos eleccionarios contemplados en la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones y Escrutinios, y en la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, se regirán por las disposiciones de la presente ley.". Entregándole para su cumplimiento las facultades fiscalizadoras al Servel.

Sin embargo, a la luz de los hechos, no queda claro si esta ley vino a poner coto a las prácticas que atentan contra la debida transparencia que debe tener cualquier proceso eleccionario y el ejercicio de la política, o más bien ratificó la manera de hacer las cosas antes de su dictación.

La primera dificultad que existe es la vinculación entre el dinero y la política, interviniendo de esta manera en las elecciones. Sostenemos esto debido a que la existencia de recursos privados que se entregan a las campañas y a los partidos políticos a través de la reserva o el anonimato permite una injerencia indebida entre el poder del dinero y la política. Esto era un secreto a voces, que sectores con capacidad económica podían intervenir en la elegibilidad de los candidatos, sin que existieran antecedentes para ello.  Sin embargo, el programa de televisión Informe Especial, del 2 de julio de 2012, mostró de manera explícita cómo el poder económico financiaba candidaturas políticas. El periodista Santiago Pavlovic, se preguntaba por la influencia del dinero en el debate democrático. Por primera vez los entrevistados reconocieron la intervención del dinero en la política declarando que "los empresarios son siempre pro gobierno, porque tienen que actuar con el Estado permanentemente, sin importar el sector político". Ante la pregunta si financiaría a un candidato de izquierda, confesó que "hay grandes políticos en todos los sectores". Otro entrevistado señaló que le aportaba solo a algunos candidatos para evitar que salieran otros. Estas declaraciones, que curiosamente pasaron desapercibidas, demuestran una intervención flagrante del dinero en la política que se mantiene en el anonimato porque la actual legislación lo permite.

Como ejemplo, en la campaña presidencial del 2009 se utilizaron, en todas las candidaturas de la primera vuelta, nueve mil novecientos millones de pesos, de los cuales tres mil quinientos se obtuvieron a través de aportes reservados, lo que equivale al 35,4%. Por su parte, en la campaña senatorial del mismo año, en la que se eligieron solo 18 senadores de los 38, se gastaron en todas las candidaturas, cinco mil setecientos millones de pesos, de los cuales tres mil quinientos se recaudaron por aportes reservados, lo que equivale al 61,9% de los recursos gastados. Y, en la campana para la elección de diputados correspondiente se gastaron, en total, catorce mil millones de pesos entre todos los aspirantes a la cámara baja, de los cuales cinco mil ochocientos ingresaron a través de aportes reservados, lo que equivale 41,1% del total ocupado1.

La posibilidad de hacer donaciones de carácter reservado y anónimo consagra la asimetría de información sobre la identidad del donante, quien podría, como dijimos más arriba, donar transversalmente a distintos candidatos de un mismo proceso eleccionario. Esto afecta al Estado al ser demandante de bienes y servicios que le pueden proveer los mismos privados, vulnerándose de esta manera la norma que prohíbe efectuar donaciones a quienes tengan contratos con el Estado, produciéndose una contradicción evidente.

¿Cómo se controla el gasto electoral y los donantes? El Servicio Electoral no cuenta con los recursos humanos suficientes para asumir la gran carga que significa la revisión y control de todos los antecedentes que exige la ley y que deben presentar los partidos y los candidatos luego de un proceso eleccionario, sobre todo en las elecciones municipales donde existe gran Cantidad de candidatos. La transparencia y control del gasto electoral también dependen de una modernización y reforma sustantiva al Servicio Electoral.

La modificación electoral instaurada con la ley de Inscripción Automática elevó considerablemente el límite del gasto electoral permitido en proporción directa al aumento del padrón que la automatización de la inscripción acarreó. Este incremento no tiene un fundamento posible ya que deja en desigualdad de condiciones a partidos y candidaturas que no cuentan con la gran cantidad de recursos permitidos, lo que es un atentado grave a la igualdad de oportunidades que todos los actores políticos que participan de una elección deberían tener. Además, tampoco se sustenta que el aumento del padrón requiere más recursos para incentivar la participación electoral puesto que el resultado de la última elección municipal cuestiona fuertemente sobre si los recursos invertidos en una campaña política son un factor importante a la hora de que los ciudadanos concurran a las urnas.

1.- Datos obtenidos en www.servel.cl

En consecuencia creemos, que todos los chilenos y chilenas pueden entregar donaciones pero creemos que debemos reforzar que la política tenga reglas objetivas para el financiamiento electoral, con límites de gastos sensatos y ajustados a la realidad de todos los sectores políticos, a efecto de evitar que el dinero intervenga indebidamente en las elecciones. De lo contrario, el principio de igualdad ante la ley se vería frustrado, y la representación política podría distorsionarse gravemente.

No hay razón alguna para que exista el anonimato para entregar dinero en una actividad tan relevante para la sociedad y que tiene un alto grado de decisiones y mantener este sistema de reserva abra la sospecha que las acciones de la actividad política puedan estar influidas por el dinero.

Si queremos una democracia sana se debe permitir el escrutinio público en cada una de las actuaciones de los políticos al momento de tomar decisiones que afecten el futuro de Chile.

Es por ello que el presente proyecto de ley, que sometemos a vuestra consideración, establece la reducción del límite de gasto que se puede efectuar en una campaña electoral calculándose la cifra en relación a la cantidad de personas que efectivamente sufragaron en la elección anterior respectiva y no en función del padrón. Esto amarra el gasto posible a la participación real, poniendo el acento en que los candidatos incentiven a sus potenciales electores con ideas y no con propaganda excesiva y sin contenido. Además, proponemos la eliminación de las donaciones secretas y reservadas, enfatizando que todos los aportes sean públicos. Asimismo, se sancione con la imposibilidad de asumir el cargo, al candidato que haya aceptado donaciones con infracción al límite establecido por la ley a cada donación en la misma elección, que realice donaciones no públicas, o que acepte donaciones de personas naturales o jurídicas que la ley prohíbe. Finalmente, se establezcan sanciones penales de 61 días a 3 años, a las personas naturales que realicen donaciones más allá del límite legal, que realicen donaciones secretas y a aquellas que donen contra la prohibición legal que los afecte. Para las personas jurídicas, se les sancionará con el quíntuplo de su aporte.

Asimismo, debemos transparentar las donaciones electorales y no electorales. Queremos evitar la intervención indebida del dinero en la política que se materializa manteniendo normas que permiten el secreto de quienes donan recursos a partidos políticos o candidatos. Secreto relativo porque los donantes para demostrarle al candidato o partido que han efectuado la donación fraccionan el monto por lo cual le señalan claramente que el aporte se efectuó; con lo cual se vulnera el espíritu de la ley y se genera un vínculo, entre quien dona y recibe el dinero, inaceptable para nuestra democracia.

Esperamos que las disposiciones que a continuación se proponen puedan ser ley y regir para el proceso eleccionario del presente año en el país, para así poder dar condiciones de mayor igualdad a los distintos actores políticos, además de desvincular las decisiones públicas de intereses particulares y en definitiva fortalecer efectivamente nuestra democracia en uno de sus puntos más álgidos. Por ello, solicitamos al Congreso y al Ejecutivo darle la urgencia legislativa que requiere un proyecto de ley que persigue la mayor transparencia de la influencia del dinero en la política.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Modificase la ley 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral de la siguiente manera:

1. Reemplácese en Artículo 4° la palabra "electores" por la frase "personas que sufragaron en la elección inmediatamente anterior", cada vez que aparece.

2. Eliminase, en el artículo 10, su inciso segundo.

3. Reemplazase en el artículo 16 la fórmula "anónimos, reservados o", por la voz "siempre".

4. Suprímase el artículo 17.

5. Suprímase el artículo 18.

6. Modificase el artículo 19 en el siguiente sentido:

a. Suprímase la frase "El sistema electrónico que establezca el Servicio deberá, además, asegurar tanto la reserva de la identidad del donante, como garantizar que este no obtendrá documento alguno que permita identificar su donación ante el donatario o terceros.".

b. Suprímase la frase "con su obligación de asegurar la reserva de identidad del donante".

c. Suprímase la frase "Las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos, le serán aplicables a los funcionarios del Servicio Electoral".

7. Modifíquese el artículo 20 en el siguiente sentido:

a. Suprímase su inciso primero.

b. Suprímase en su inciso segundo la expresión "si" y la frase "deban ser públicas".

8. Modifíquese el artículo 21 en el siguiente sentido:

a. Reemplácese el inciso primero por el siguiente: "Tendrán el carácter de públicos todos los aportes que reciban los partidos políticos, debiendo el Servicio, para estos efectos, hacer las transferencias en las cuentas que indiquen los respectivos tesoreros de los partidos políticos.".

b. Suprímase su inciso segundo.

c. Suprímase, en su inciso sexto, la frase "y que no tengan el carácter de reservados,".

d. Reemplácese, en su inciso final la frase "que hubieren recibido y que deban ser públicas" por la frase "públicas que hubieren recibido".

9. Reemplácese el artículo 21 bis por el siguiente:

"Artículo 21 bis.- Los aportes que reciban los institutos de formación política inscritos por los partidos políticos ante el Servicio Electoral, serán públicos.

"Los aportes mensuales se les aplicará a su respecto lo previsto en el artículo 19, debiendo el Servicio electoral, para estos efectos, hacer las transferencias en las cuentas que indiquen los representantes del respectivo instituto o se harán directamente al instituto de formación política que corresponda, dando recibo de ellos. Los recibos se otorgarán en la forma establecida en el inciso sexto del artículo anterior.

"Para los efectos de este artículo, cada partido político podrá inscribir solo un instituto de formación política.".

10. Remplazase en el inciso 1° del artículo 22 la frase "que deban ser", por la palabra "serán".

11. Insertase el siguiente nuevo artículo 28 bis:

"El que realice aportes con infracción de lo establecido en el artículo 9, o contra lo dispuesto en el párrafo 3 del Título II, o con infracción de las prohibiciones del párrafo 4 del Título II, serán castigados con la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados.

12. Agréguese el siguiente artículo nuevo. A continuación del encabezado del Párrafo 1° del título Ill:

"Artículo nuevo: Los Partidos Políticos tendrán un Administrador General Electoral. Del mismo modo los candidatos a cualquier cargo de elección popular, sean militantes de partidos políticos o candidatos independientes tendrán un administrador electoral. Cada Administrador será responsable de las obligaciones que determine esta ley.".

13. Modificase el Artículo 31 en el siguiente sentido:

a. Reemplácese en su letra c) la frase "Administrador General Electoral del respectivo partido político" por "Director del Servicio Electoral".

b. Reemplácese en su letra c) la frase "dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de la elección correspondiente" por la frase "en la forma y plazos establecidos en esta ley".

c. Suprímase, en su letra e), la frase "y al Administrador General Electoral, en su caso,".

14. Modificase el Artículo 33 en el siguiente sentido:

a. Suprímase en su letra b) la frase "y requerir de los Administradores Electorales la información y documentación que corresponda a cada candidatura a su cargo."

b. Suprímase en su letra c) la frase "como asimismo las correspondientes a la totalidad de las candidaturas inscritas en representación del partido".

15. Modificase el Artículo 41 en el siguiente sentido:

a. Reemplácese el inciso segundo por el siguiente: "Asimismo, los Administradores Electorales, deberán presentar una cuenta general de los ingresos y gastos electorales de él o los candidatos que representen.".

b. Suprímase, en el inciso cuarto, la frase "cuando resulte inaplicable".

c. Reemplácese, en el inciso cuarto la frase "por tratarse" por la frase 2 y tratándose".

(Fdo.) José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR WALKER, DON PATRICIO Y SEÑORA RINCÓN, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE UN RÉGIMEN DE PENALIDAD ACCESORIA APLICABLE A PERSONAS CONDENADAS POR DELITOS SEXUALES EN CONTRA DE MENORES DE EDAD Y PROHÍBE CONCEDER BENEFICIOS PENITENCIARIOS A LOS AUTORES DEL DELITO DE VIOLACIÓN

(8849-07)

La suscripción y posterior ratificación de la Convención de los derechos del Niño por parte de Chile, ha contribuido notoriamente en el compromiso que ha asumido nuestro país para avanzar en esta materia, tomando medidas concretar para buscar garantizar su debida protección y cuidado. Entre estos logros, se pueden destacar pasos importantes, como la nueva ley sobre filiación, los Tribunales de Familia, las nuevas normas de Violencia Intrafamiliar, el reconocimiento constitucional de la enseñanza parvularia y la obligatoriedad de la enseñanza hasta un mínimo de 12 años, que se consideran dentro de la línea del respeto y promoción de los derechos de niños, niñas y adolescentes.

Asimismo, se ha asumido también la obligación de protegerlos de toda forma de explotación sexual o abuso sexual y su deber de tomar las medidas necesarias para resguardar sus derechos. Es así, que con la finalidad de prevenir la comisión de delitos sexuales en contra de menores de edad, hemos realizado relevantes cambios en nuestra legislación penal, endureciendo las penas, tipificando nuevos delitos, establecido registros de inhabilidades para delincuentes sexuales, imponiendo el uso de brazalete electrónico, entre otros avances. Sin embargo, seguimos conociendo a diario nuevos casos de delitos sexuales cometidos en contra de menores de edad, lo que causa alarma, consternación y molestia en nuestra sociedad.

Por su parte, la dictación de la Ley N° 20.594, de 2012, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores de edad y establece registro de dichas inhabilidades, ha contribuido en la aparición de un nuevo debate, ya que si bien existe una nueva herramienta para la sociedad, en donde pueden conocerse públicamente ciertos antecedentes penales, contribuyendo al resguardo de muchos niños, niñas y adolescentes, ello no resulta suficiente para aquietar el temor de que estos delincuentes sexuales una vez en libertad no vuelvan a cometer las atrocidades por las que fueron condenados. Es así, que se suscita la necesidad de continuar protegiendo a nuestros niños de las manos de quienes ya han sido condenados por delitos sexuales, exigiendo la sociedad que el Estado tome las medidas necesarias para disminuir los espacios de reincidencia por parte de quien ya ha sido condenado. 

Este requerimiento, se transforma en una prevención especial del delito en razón de la especialidad y gravedad del mismo, y también, la estimación correcta de  que existen penas que resultan incapaces de conseguir el fin resocializador del delincuente en la sociedad, haciéndose necesario incorporar otros resguardos. Es en este mismo sentido que con anterioridad se ha presentado también el proyecto de Ley Boletín N° 3841-07. 

Y es precisamente considerando estos factores, que se estima que nuestra legislación debe hacerse cargo de este período post penitenciario e inclusive de aquellos que han sido condenados con penas sustitutivas de privación o restricción de libertad y adoptar medidas respecto de estas personas, obligándolos a asumir un tratamiento y control cuando se encuentran en libertad.

Este especie de seguimiento respecto de agresores sexuales - peligrosos y/o cuya víctima haya sido una persona menor de edad - tras el cumplimiento de la condena de prisión, ya se encuentra recogido en otros países, en donde se ha aplicado el control electrónico junto con la prohibición de acercamiento a lugares frecuentados por menores de edad o con la obligación de permanecer en determinados lugares. Asimismo, existen posturas más extremas, que estiman que ciertos tipos de delitos sexuales, atendido su gravedad, debieran tener condena perpetua.
En relación a este proyecto, se expone como ejemplo, que desde el año 2005 existen 7 estados de E.E.U.U., entre éstos California, Florida, Ohio y Missisipi, que han dictado leyes que prevén la monitorización electrónica mediante tecnología GPS de determinados delincuentes sexuales durante la libertad condicional o con posterioridad a la finalización de la misma. Inclusive, en el estado de Florida, rige la llamada Jessica’s Law, en virtud de la cual se condena con monitoreo electrónico de por vida a los delincuentes sexuales que han mantenido relaciones sexuales con menores de 12 años, y menores de 18 años en caso de ser familiares. 

Por su parte, de la revisión del anteproyecto de Reforma al Código Penal español del año 2012, se observan disposiciones que dicen relación con la aplicación de medidas de libertad vigilada a personas que ya han dado cumplimiento a la condena privativa de libertad.

Es en razón de ello, que se propone que conjuntamente con otras penas accesorias dispuestas en el Código Penal, tales como la inhabilitación perpetua absoluta o temporal, se imponga obligatoriamente la medida de vigilancia y monitoreo telemático, por el mismo período de tiempo en que se apliquen estas penas accesorias, tal y como se señala en el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY

Artículo Primero.- Créense las siguientes medidas de control para los condenados por delitos sexuales en contra de menores de edad.

Artículo 1°. Aplíquese una pena accesoria a aquellas personas condenadas por delitos sexuales cometidos en contra de menores de edad, consistente en una sanción que comienza a hacerse efectiva una vez que el culpable egresa del recinto penitenciario al medio libre tras el cumplimiento efectivo de su pena privativa o restrictiva de libertad o que queda sujeto a penas sustitutivas de penas de privación o restricción de libertad en virtud de lo dispuesto en la Ley N° 18.216.

Estas medidas de tratamiento y control deben aplicarse obligatoriamente por el juez de garantía o Tribunal Oral en lo Penal correspondiente al momento de fijarse la condena principal.

Esta pena accesoria se compone de medidas de prohibición cautelar, medidas de control cautelar y monitoreo telemático, según se describen en los artículos 3°, 4° y 5° de esta ley.

Artículo 2°. Para efectos de esta ley se entenderán delitos sexuales cometidos en contra de menores de edad, los comprendidos en los párrafos 5, 6 y7 del Título VII del Libro II del Código Penal; en el artículo 374 bis y en los artículos 142 y 433 N°1, cuando alguna de las víctimas menores de 18 años hubiere sufrido violación.

Artículo 3°. Las medidas de prohibición cautelar corresponden a una serie de prohibiciones, donde a lo menos una, debe ser aplicada a los sujetos objeto de esta ley, y son las siguientes:

1. Prohibición de acercamiento a los lugares, establecimientos o actividades que determine el juez o tribunal.

2. Prohibición de acercamiento a la víctima, familiares o personas según determine el juez o tribunal.

3. Prohibición de residir en un lugar según determine el juez o tribunal.

Artículo 4°.  Las medidas de control cautelar corresponden a una serie de obligaciones que deben ser impuestas a los sujetos objeto de esta ley, siendo estas las siguientes:

1. Previo a encontrarse el culpable en libertad, deberá comunicar el domicilio y lugar de residencia, el que podrá ser modificado previa autorización del juez competente.

2. Firma mensual ante el juzgado de garantía competente.

3. Solicitar al juez de garantía competente autorización para salir del país.

4. Acreditar anualmente la participación activa en programas formativos, laborales, culturales, de educación sexual u otros similares o seguir un tratamiento psicológico.

Artículo 5°. Para garantizar el cumplimiento efectivo de estas medidas, se aplicará conjuntamente con las medidas dispuestas en los artículos 3° y 4° de esta ley, un sistema de monitoreo telemático, que permitan la localización y seguimiento permanente.

Artículo 6°. Para determinar los años que resultará aplicable esta pena accesoria, se aplicará la regla de los incisos siguientes.

El que cometiere cualquiera de los delitos previstos en los artículos: 

362, 365 bis, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies y 372 bis y 374 bis en contra de un menor de catorce años de edad, o cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433 N° 1° de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de catorce años, o cuando concurra la agravante de reincidencia de cualquiera de los delitos señalados en el inciso siguiente, el culpable será condenado además de las penas dispuestas en el Código Penal, a esta pena accesoria que va entre los diez años y un día a quince años.

Por su parte, el que cometiere cualquiera de los delitos señalados en los artículos 361, 363, 365 bis, 366, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 ter, 372 bis y 374 bis se cometiere en contra de un menor de edad pero mayor de catorce años, o cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433, N° 1°, de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de edad pero mayor de catorce años, el culpable será condenado además de las penas dispuestas en el Código Penal, a esta pena accesoria que va entre los tres años un día y a diez años.
Artículo 7°. Estas medidas podrán ser revisadas por el tribunal de garantía competente según lo dispone el artículo 466 y siguientes del Código Procesal Penal.

Artículo 8°. En el evento que el sujeto objeto de esta ley quebrantare esta pena accesoria, será condenado a presidio menor en su grado mínimo.

Asimismo, el quebrantamiento significará que comenzará a contarse nuevamente el plazo de la pena accesoria impuesta, cualquiera sea el tiempo que hubiere transcurrido de ésta.

Artículo 9°. Prohíbase conceder a los condenados por los delitos establecidos en los párrafos 5, 6 y 7 del Título VII del Libro II del Código Penal; en el artículo 374 bis y en los artículos 142 y 433 N°1, cuando alguna de las víctimas menores de 18 años hubiere sufrido violación, los beneficios penitenciarios consagrados en el DL N° 321, de 1925, que concede la libertad condicional de los penados,  los establecidos en la Ley N° 18.856, de 2003, que crea un sistema de reinserción social de los condenados sobre la base de la observación de buena conducta y cualquier otro permiso de salida que pudiere otorgar la Administración Penitenciaria.

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Ximena Rincón González, Senadora.

6

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR WALKER, DON PATRICIO Y SEÑORA ALVEAR, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE INCORPORA EN EL CÓDIGO PENAL LA FIGURA CALIFICADA DE DENUNCIA CALUMNIOSA DE DELITOS SEXUALES EN CONTRA DE MENORES DE EDAD

(8850-07)

La comisión de un delito de agresión sexual, especialmente en contra de menores de edad, es uno de los ilícitos más graves que pueden afectar la vida de una persona, especialmente por las consecuencias psicológicas que quedan en la víctima, que ha experimentado esta grave vulneración a sus derechos.

En este último tiempo, hemos podido observar una seguidilla de denuncias de delitos de agresión sexual cometidos en contra de niños, lo que ha significado que al primer semestre del 2012 aumentaran las denuncias en un 22% respecto del mismo período del año anterior. Y por su parte, según los informes del Ministerio Público, durante el año 2011 se realizaron un total de 17.760 denuncias por este tipo de delitos.

Es importante resaltar que este elevado número de denuncias, no se ha entendido como una psicosis colectiva, sino que se han comenzado a denunciar casos que hasta ese entonces se encontraban “invisibilizados”, gracias a que son los mismos padres, cuidadores o personas cercanas a los niños, quienes han vuelto a mirar las posibles señales indiciarias de una agresión sexual y han podido percibir de esa forma, la terrible realidad que han estado experimentando sus hijos.

Los especialistas señalan, que un niño que relata haber vivido una experiencia de vulneración de connotación sexual, no debe ser cuestionado y que además, debemos evitar a toda costa su victimización secundaria. En este sentido, nuestro sistema de investigación y entrevista para estos delitos, ha comenzado a ser cuestionado y se han ido generando interesantes debates que buscan encontrar un sistema que permita, por una parte, proteger y  garantizar la integridad psíquica de ese menor de edad que entrega su testimonio y, por otra parte, que este testimonio logre tener las condiciones suficientes para ser considerada como prueba susceptible de producir efectos en nuestro sistema procesal penal.

Es necesario reconocer, que nos van quedando temas pendientes para garantizar la debida protección del bienestar de estos niños y adolescentes, por lo que no podemos detenernos. No obstante, sin duda alguna, hemos logrado avances en este ámbito, por lo que debemos velar para que no existan entorpecimientos ni menos retrocesos en lo que ya hemos realizado.

Lamentablemente en este sentido, hemos conocido casos de personas que interfieren perjudicialmente en este sistema, realizando denuncias falsas respecto de estos delitos, las que, sin perjuicio de ser muy bajas en comparación a la cantidad de delitos que existen, no podemos aceptar que ocurran.

Si bien, nuestra ley penal tipifica el delito de calumnia en su artículo 412 y siguientes del Código Penal, sancionando a aquella persona que con su actuar denigra la honra de una persona, tenemos la impresión que cuando se le imputa falsamente a alguien un delito de connotación sexual en contra menores de edad, el delito tiene un efecto no sólo más grave en contra de la honra de esa persona que ha sido víctima de la calumnia, sino que además, se atenta fuertemente contra la fe pública, es decir, es también nuestra sociedad la que se ve tremendamente desfavorecida.

Estimamos que, sin dejar de poner atención a la prevención y sancionamiento de los actos de violencia sexual en contra de nuestros menores de edad, debemos abordar también estas acciones perniciosas de ciertas personas que con su actuar  perjudican la credibilidad de todo un sistema, en el que se encuentran víctimas gravemente vulneradas y cuyo relato es muchas veces la principal o única prueba con que se cuenta para llegar a sancionar estos delitos. Por lo que como sociedad debemos velar para que no perdamos la creencia con que atendemos estos hechos.

Es por ello se propone crear un artículo 415 bis del Código Penal, que aumente en un grado la pena de los delitos comprendidos en el los párrafos 5, 6, 7 del título VII del Libro II del Código Penal y su artículo 374 bis.

PROYECTO DE LEY

Artículo único. Créese el siguiente nuevo artículo 415 bis del Código Penal:

“415 bis. Las penas establecidas en este párrafo, se aumentarán en un grado cuando la calumnia recayere en alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5, 6 y 7 del Título VII del Libro II y artículo 374 bis de este Código”.

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR PROKURICA, SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES GARCÍA, HORVATH Y KUSCHEL, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES CON EL OBJETO DE SANCIONAR, MEDIANTE LA COMPENSACIÓN A LOS USUARIOS, A LOS PRESTADORES DE SERVICIOS SANITARIOS QUE INCUMPLAN LAS NORMAS DE CALIDAD

(8852-09)

La Ley General de Servicios Sanitarios, contenida en el D.F.L N° 382, establece la obligación de los prestadores de servicios sanitarios a entregar y garantizar un servicio de calidad.

En efecto, el artículo 34 de dicho cuerpo legal establece que "el prestador estará obligado a controlar permanentemente y a su cargo, la calidad del servicio suministrado, de acuerdo a las normas respectivas, sin perjuicio de las atribuciones de la entidad normativa y del Ministerio de Salud". Asimismo, el artículo 35 prescribe que "el prestador deberá garantizar la continuidad y calidad del servicio, las que sólo podrán ser afectadas por causa de fuerza mayor".

A su vez, el artículo 36 bis del mismo cuerpo legal, dispone que será obligación de los concesionarios mantener el nivel de calidad en la atención de usuarios y prestación del servicio.

Los requisitos de calidad, a su vez, se encuentran contenidos en la NCh 409/1. Of 20051, declarada norma oficial de la República mediante el Decreto exento N°446 de la Subsecretaría de Salud. Según este instrumento, se entiende por agua potable, aquella que cumple con los requisitos microbiológicos, de turbiedad, químicos, radioactivos, organolépticos y de desinfección descritos en el NCh 409/1, que aseguran su inocuidad y aptitud para el consumo humano, norma que se encuentra incorporada en el Decreto Supremo N°735/69, del Ministerio de Salud.

La Superintendencia de Servicios Sanitarios es la llamada a controlar que los prestadores de servicios sanitarios cumplan con la normativa vigente respecto a la calidad del agua potable, garantizando que este vital elemento sea apto para el consumo humano.

Según el informe del ente fiscalizador, durante el año 2012 las empresas concesionarias del servicio de agua potable, alcanzaron en promedio, un 97,6% de cumplimiento en las normas de calidad de los parámetros críticos. Para la norma chilena, se entiende por parámetro crítico toda vez que, por ausencia o falla del proceso de tratamiento, se superan los límites máximos especificados en la NCh 409/1 (Parámetros Tipo II y IV).

En un análisis por concesionaria, las que presentan menor nivel de cumplimiento en la calidad de parámetros críticos son NOVAGUAS, con un 16,7%; AGUAS CHAÑAR con un 24,8% y BBC con un 25%.

Si bien, la Superintendencia de Servicios Sanitarios es la llamada a fiscalizar el cumplimiento por parte de las concesionarias, cuando se detectan incumplimientos, solo posee facultades para aplicar multas que variarían de acuerdo a la naturaleza y gravedad de los incumplimientos. La sanción máxima que se puede aplicar, es la caducidad de la concesión, todo ello cuando se verifican infracciones a las obligaciones que le impone la ley y el decreto de concesión.

Sin embargo, las sanciones que impone el ordenamiento no representan un beneficio directo a los miles de usuarios que día a día, resultan afectados por recibir un servicio que no cumple con la calidad que exige la ley.

El presente proyecto establece que, cada vez que la Superintendencia verifique el incumplimiento en los parámetros de calidad del agua potable, estará facultada para ordenar la suspensión del cobro por dicho concepto, sin perjuicio de aplicar las multas establecidas por el ordenamiento para cada caso.

Por estos motivos se propone el siguiente:

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO PRIMERO: Agréguese el siguiente artículo 26 al DFL 70/88, de Ministerio de Obras Públicas:

"Artículo 26: Si el prestador no cumple con las normas de calidad, en los términos establecidos por la Superintendencia de Servicios Sanitarios, no podrá efectuar cobros por concepto de cargo fijo y producción de agua potable".

ARTÍCULO SEGUNDO: Agréguese el siguiente inciso tercero al artículo 11 del DFL 382 que contiene la Ley General de Servicios Sanitarios.

"En el evento que las concesionarias no dieran cumplimiento, en forma grave, a las normas de calidad, no podrán realizar cobros a los usuarios por concepto de cargo fijo y producción de agua potable, en los términos que determine la Superintendencia de Servicios Sanitarios".

ARTÍCULO TERCERO: Agréguese el siguiente artículo 11 bis nuevo a la ley 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios:

"Artículo 11 bis: "Los prestadores de servicios sanitarios que incumplieran gravemente las normas de calidad de los servicios, quedarán impedidos de realizar cobros por concepto de cargo fijo y producción de agua potable, sin perjuicio de las multas aplicables de acuerdo a lo preceptuado en el artículo anterior".

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- José García Ruminot, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Ignacio Kuschel Silva, Senador
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR GIRARDI, SEÑORAS ALLENDE Y ALVEAR Y SEÑOR NAVARRO, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE FIJA MARCO REGULADOR DE LA GESTIÓN SUSTENTABLE DE RESIDUOS SÓLIDOS

(8854-12)

CONSIDERANDOS:

Chile no cuenta a la fecha con una legislación general o marco para la gestión ambiental y sustentable de los residuos sólidos que se generan.

Sólo en 2005 la CONAMA establece la Política de Gestión Integral de Residuos Sólidos, aprobada por el consejo de Ministros el 17 de enero de ese año, que estableció principios, objetivos y acciones tanto de corto como de mediano plazo.

Sin embargo, como ha sido la tónica de nuestra desacreditada institucionalidad ambiental, esta política, como tantas otras quedó sólo en el papel a pesar de hacerse comprometida en ella y también bajo la actual administración del Ministerio del Medio Ambiente, una regulación general para los residuos que nunca llega.

Es así como por ejemplo, no existe a la fecha una institucionalidad centralizada con competencias específicas sobre el conjunto de los residuos sólidos del país, la gestión efectuada por los municipios respecto de los residuos domiciliarios se encuentra altamente cuestionada y descreditada, siendo flanco permanente de acusaciones y cuestionamientos de corrupción, la fiscalización en materia de residuos es muy deficiente y muchas veces inexistente, presa de la atomización de atribuciones, la falta de recursos, y de una visión clara y coherente del Estado en esta materia.

Los vacíos en la legislación han provocado la superposición y a veces contradicción de 2 órdenes normativos: el sanitario a cargo de los SEREMIS de Salud que actúa sobre la base de las antiguas regulaciones del Código Sanitario y sus diversos reglamentos ad-hoc y el ambiental a cargo del Ministerio del Medio Ambiente y sus órganos dependientes, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente que actúan sobre la base de una Ley 19.300 que prácticamente se olvidó de los residuos como componente ambiental sustantivo objeto de regulación.

En este contexto, la gestión de los residuos sólidos, particularmente los de mayor efecto ambiental como los peligrosos, han quedado en un terreno regulatorio que permite el uso y abuso de prácticas insustentables e incluso ilegales y clandestinas, situación que es

posible constatar desde la gran industria minera hasta los pequeños reducidores de chatarra o baterías.

Evidentemente que esta situación no puede seguir tanto por el bien de la industria formal coma por el bien del país y de su medio ambiente que aspira mostrar y mostrarse internacionalmente como un Estado con una adecuada gestión de residuos.

A la espera que el Ejecutivo de una vez por todas asuma esta largamente postergada regulación en las materias institucionales que por razones constitucionales tenemos vedado proponer, presentamos por ahora un proyecto de ley marco para la regulación sustantiva de las materias que nos parecen más urgentes en materia de residuos sólidos.

Por estas consideraciones proponemos el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley regula la gestión sustentable de los residuos sólidos de todo tipo, con el objeto de minimizar su generación, controlar sus efectos y propender a su eliminación, cautelando la protección del medio ambiente y la salud de las personas.

Las disposiciones de esta ley regirán con carácter supletorio a lo dispuesto en leyes especiales que regulen determinados tipos de residuos.

Artículo 2°. Para todos los efectos legales un residuo sólido es una sustancia que en los diversos procesos productivos está destinada a ser eliminada por su generador.

Artículo 3°. La gestión sustentable de residuos sólidos implica que los residuos generados en la Nación se eliminan dentro del territorio nacional evitando la importación, siendo su generador el responsable de su gestión integral desde su origen hasta su eliminación o disposición final, minimizando su generación, reutilizando o reciclando todo o parte de ellos según el caso, y eliminándolos o disponiéndolos de una manera ambientalmente racional y sustentable.

Artículo 4°. Se prohíbe la exportación de residuos sólidos, a menos que se acredite fehacientemente ante las autoridades sanitarias y ambientales nacionales que en el país de origen no existen las capacidades y tecnologías apropiadas para su adecuada gestión y que en el país de destino si las hay.

Artículo 5°. Se prohíbe importación de residuos sólidos con el objeto de proceder a su eliminación o disposición final en el país.

Se prohíbe absolutamente la importación de residuos peligrosos.

Artículo 6°. Toda actividad de gestión comercial de residuos deberá ser sometida al sistema de evaluación de impacto ambiental de la Ley 19.300, sin perjuicio de las autorizaciones sectoriales que requiera.

Las empresas o personas que requieran eliminar, manejar o comercializar sus propios residuos con terceros deberán exigir de parte del destinatario el correspondiente permiso ambiental.

Artículo 7°. Todo aquel que gestione residuos susceptibles de causar daños a terceros o al medio ambiente deberá contar con un seguro por daños a terceros y al medio ambiente, cuya cuantía y características deberá ser presentado y aprobado por la autoridad ambiental competente.

Artículo 8°. Cuando la autoridad encomiende a un tercero la gestión de residuos sólidos se preferirá siempre a aquel que, ofreciendo condiciones y precios de mercado, acredite generar el menor impacto ambiental con la mejor tecnología disponible.

Artículo 9°. Todos los instrumentos de planificación territorial deberán establecer zonas o usos preferentes para fines de disposición final de residuos sólidos.

Artículo 10°. Todo operador de residuos sólidos deberá declarar sus residuos así como los movimientos, trasportes y transacciones que con ellos realice.

Dicha información será de carácter público y estará disponible para todo aquel que desee consultarla en los sitios web de la autoridad ambiental.

Artículo 11°. Independientemente de las responsabilidades a que den lugar las distintas etapas o que emanen de las operaciones de los distintos agentes que participan del ciclo de vida del residuo, su generador será siempre responsable subsidiariamente de los efectos y perjuicios que este genere hasta su completa disposición o eliminación.

Artículo 12°. Sin perjuicio de las sanciones administrativas establecidas en la ley, el que cause daños o perjuicios derivados de los residuos que opere responderá civilmente de manera objetiva por ellos.

Artículo 13°. El que ocasionare daños con motivo de la generación, manipulación, operación, manejo, transporte, disposición o eliminación de residuos, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a máximo.

Si de aquello se ocasionare daño a la salud de la población o daños irreversibles al medio ambiente la sanción será de presidio mayor en su grado mínimo.

Si se acredita que se obró con negligencia o culpa la sanción se aplicará en su extremo más bajo o se rebajará en un grado según el caso.

Artículo 14°. El que exporte, importe, genere, maneje, transporte o elimine residuos sólidos peligrosos prohibidos o sin contar con las autorizaciones ambientales para ello será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.

Si además la actividad ha generado algún tipo de impacto ambiental se aplicara la pena aumentada en un grado.

Artículo 15°. Un reglamento regulará las materias de que trata la presente ley, sin perjuicio de la vigencia de los reglamentos especiales vigentes, el que se dictará en el plazo de 1 año a contar de la vigencia de la presente ley.

Artículo Primero Transitorio. Las actividades que a la fecha de vigencia de la presente ley no cumplan con sus preceptos deberán en el plazo de 1 año acreditar ante la autoridad ambiental el cumplimiento de las medidas y obligaciones que ella impone.

Artículo Segundo Transitorio. Todas las empresas o personas deberán declarar ante la autoridad ambiental competente todos los residuos que manejan en el plazo de 1 año a contar de la fecha de vigencia de la presente ley.

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.-Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Alejandro Navarro Brain, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA, SEÑORAS PÉREZ SAN MARTÍN Y RINCÓN Y SEÑORES BIANCHI, CANTERO, ESPINA, GARCÍA, GARCÍA HUIDOBRO, HORVATH, KUSCHEL, NAVARRO, PIZARRO Y URIARTE, CON EL QUE SOLICITAN A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO A TRAMITACIÓN LEGISLATIVA DE UNA INICIATIVA QUE PRORROGUE LA LEY N° 20.365, QUE ESTABLECE UNA FRANQUICIA TRIBUTARIA RESPECTO DE PRODUCTOS SOLARES TÉRMICOS, POR UN PERÍODO DE CINCO AÑOS

(S 1560-12)

Considerando:

1.- Que, la ley 20.365, publicada en el Diario Oficial con fecha 19 de agosto del 2009, estableció una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos, instalados en viviendas nuevas, cuyo valor no exceda las 4.500 UF;

2.- Que, conforme a lo establecido en el artículo 7°, los beneficios de este cuerpo legal se extenderán desde los 90 días siguientes a la publicación del respectivo reglamento y hasta el 31 de diciembre del año 2013.

3.- Que, el reglamento fue publicado en el mes de mayo de 2010, 9 meses después de la publicación de la ley, lo que ha provocado un atraso en la aplicación de los beneficios que se contempla;

4.- Que, estudios internacionales han concluido que nuestro país, por sus altos índices de radiación solar, tiene una de las mejores condiciones del mundo para el uso de estos sistemas solares. Sin embargo, según la última encuesta CASEN, en promedio el 36 % de las viviendas ubicadas entre las regiones de Arica y Coquimbo, carecen de algún sistema de agua caliente.

5.- Que, este beneficio tributario, no sólo permite el desarrollo de la energía solar térmica, sino que servirá para mejorar la calidad de vida de los chilenos, por ello se hace necesario implementar medidas para extender la vigencia de este beneficio

6.- Que, según estimaciones, la franquicia implementada ha beneficiado a unas 25 mil personas de escasos recursos. No prorrogar su vigencia, significaría interrumpir el desarrollo solar térmico alcanzado por Chile en estos últimos dos años. Pero, además se impedirá la posibilidad de que miles de chilenos puedan seguir contando con este beneficio social inigualable.

En virtud de lo anteriormente expuesto, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

Solicitar a S.E. el Presidente de la República prorrogar la vigencia de la ley 20.365 que establece una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos, por un periodo de 5 años.

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Ignacio Kuschel Silva, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.
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